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ACUERDOS REPARATORIOS UNA SALIDA ALTERNATIVA AL CONFLICTO 
PENAL EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
La presente Investigación tiene como objetivo el establecer la necesidad y los 
beneficios existentes al fomentar dentro de la Legislación Penal ecuatoriana la utilización 
de Acuerdos Reparatorios como salida alternativa a la solución de los conflictos penales, 
debido a que mediante la utilización de este medio al ternativo se podrá simplificar la 
tramitación penal que en la actualidad existe, evitando el inicio de un proceso penal, con 
una tramitación significativa en tiempo y dinero. 
 
Durante el desarrollo de las sociedades, la persecución y castigo por el cometimiento 
de un delito, no significa solo un medio de coerción ante un acto ilegal, sino también 
satisfacer de cierto modo a la víctima dándole justicia. Esta situación se podría evitar a 
través de una solución temprana, en la cual la víctima de un delito podrá ser resarcida por 
el procesado, de manera rápida y eficiente sin que signifique que sus derechos quedaron 
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COMPENSATION AGREEMENTS AN ALTERNATIVE SOLUTION TO PENAL 
CONFLICTS THE ECUADORIAN LEGISLATION 
The current  research is intended to establish the need and benefits to promote in the Ecuadorian 
Penal Legalization the use of Repair Agreements as an alternative to solve penal conflicts; the 
alternative means would greatly simplify the penal process and avoid prosecuting a penal process, 
and save time and money. 
In the development process of societies, prosecution and punishment for the perpetration of 
offenses, not only accounted for means of coercion before an illegal act, but also to compensate the 
victim with the granting of justice. Such situation could be avoided through an early solution, 
where the victim of an offense can be quickly and efficiently compensated by the processed party, 
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La Reparación a la víctima tiene su aparecimiento primitivo en la antigüedad por 
cuanto desde los primeros registros históricos existentes se visualiza que de una forma u 
otra las víctimas eran reparadas por el acto atentatorio cometido hacia su persona o 
bienes. 
 
La utilización de esta salida alternativa en cumplimiento de los principios establecidos 
en la Constitución del Ecuador y por una eficaz Administración de Justicia, el fomento 
de la celebración de Acuerdos Reparatorios significa una solución rápida y efectiva tanto 
para la víctima como para el procesado, que por iniciativa personal o presentación de esta 
opción han convenido una reparación para así extinguir la acción penal con  el archivo 
definitivo de la causa que ha sido iniciada con la noticia criminis, en busca de que un 
derecho vulnerado sea reconocido y resarcido, sea con una pena o en este caso con una 
reparación que viene a ser la respuesta y solución legal al conflicto penal.  
 
Primeramente se debe analizar en qué momento una persona adquiere la calidad de 
víctima y qué actos debe realizar otra para convertirse en victimario. Pues es así que si se 
toma en cuenta que el principio básico y elemental de la existencia en un ser humano es 
el bienestar  y del cual se podría decir que bienestar es sinónimo de felicidad y es por 
esto que la felicidad como principio básico de la existencia y en qué momento puede 
desaparecer este estado de felicidad. Pues si bien es cierto cada ser  humano puede tener 
un punto de vista distinto y un concepto diferente de felicidad, sin embargo se puede 
generalizar de que el bienestar y por ende la felicidad de una persona se da por el simple 
hecho de estar en paz en sí mismo y con su entorno y una vez más nos toca desmembrar 
este pensamiento para analizar y decir que quien elimine el estado de bienestar de una 
persona realizando un acto que quebrante su paz estaría cometiendo un acto atentatorio a 
su principio básico existencial de bienestar y felicidad.  
 
Una vez analizado el estado de bienestar que se genera a través de la paz personal y de 
su entorno, se debe tomar en cuenta que los derechos fundamentales del ser humano son 
el reflejo de lo necesario para que una persona pueda desarrollar su vida en paz causando 
así el estado de bienestar, asumiendo que la persona quien atente contra los derechos 
fundamentales de otra estaría quebrantando el estado de paz y bienestar de la persona 
convirtiéndose en su victimario. Por lo tanto si se toma en cuenta que el ser humano se 
desarrolla dentro de un sociedad y que dentro de ésta, por el rol que desempeñan los 
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distintos actores, la vulneración de un derecho no solo s ignifica una afectación personal 
sino también colectiva por cuanto el individuo afectado interrelaciona con otros en un 
campo familiar, laboral y social como parte de la convivencia diaria.  
 
Ahora se debe analizar qué necesita la víctima para conseguir nuevamente el estado de 
bienestar, pues la respuesta es obvia, necesita que se resarza el daño causado, es decir 
debe ser reparada por quien quebrantó su estado de bienestar. 
 
Partiendo de los primeros registros existentes, en la antigüedad la persona víctima de 
un acto atentatorio buscaba la venganza como medio de reparación, ya que aunque no se 
conseguía reintegrar lo vulnerado, la venganza generaba un estado psicológico de 
equivalencia entre el mal causado y el mal provocado. Y es así como resultado de la 
evolución del ser humano y de la sociedad ésta búsqueda de reparación a la víctima fue 
cambiando durante un proceso de modificación no solo social sino también de creación, 
instauración, humanización, regulación y equivalencia dentro de la aplicación de las 
normas de conducta y posteriormente en las normas legales, es así que la venganza 
comenzó a ser regulada por actores sociales de mayor jerarquía quienes poco a poco 
fueron incluyendo la reparación no solo en función de venganza sino también de manera 
económica y social. 
 
Se debe tomar en cuenta que según el ámbito de afectación también se regulara el 
campo de acción, por lo tanto el término reparación es aplicable directamente a los actos 
que atenten contra la persona y sus bienes en actitud dolosa o culposa, pues no se puede 
hablar de reparación en la existencia de deudas, negociaciones o bienes en disputa 
familiar o comercial; sin embargo dentro de estos conflictos aparece una figura 
importante que es la conciliación, que es aplicable al momento de encaminar un conflicto 
penal a una solución a través de la reparación.  
 
En materia penal la persona que atenta contra los derechos de otra se denomina 
delincuente y quien recibe la afectación se llama víctima, por lo tanto para quien comete 
un acto atentatorio contra una persona en la antigüedad si era descubierta y atrapada 
tenía un solo camino que no se encontraba a decisión o aceptación de éste, sino de la 
persona quien encabezara o  dirigiera el grupo humano, tomando en cuenta que en esa 
época existía un total irrespeto por la integridad y la propia vida del ser humano , 
imponiendo penas crueles e inhumanas, aunque también existían sanciones pecuniarias 
que podrían simular a una reparación, que eran impuestas y no convenidas entre la 
víctima y el victimario o delincuente.  
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Poco a poco esta conducta regulatoria que imponía penas inhumanas fue cambiando y 
se fueron reemplazando por penas pecuniarias, siempre y cuando el delito cometido fuere 
leve o atentara solo en contra de los bienes de la persona.  
 
Con el aparecimiento de las leyes consuetudinarias en las distintas sociedades se fue 
normando las penas y la forma de reparación a la víctima y a su vez también se fue 
tomando en cuenta el criterio de la misma.  
 
En el Ecuador la obsoleta legislación que existía hasta el año 2000 no tomaba en 
cuenta, en materia penal, los Acuerdos Reparatorios y mucho menos la reparación ya que 
no contemplaba en si una verdadera atención y reparación a la víctima sino estaba 
encaminada a procesar a aquellas personas que cometían un acto ilegal y por tanto 
socialmente inaceptable, que era juzgado a través del sistema inquisitivo de un país con 
un retraso y descuido legislativo que regía por décadas en el Ecuador con procesos 
violatorios, parciales, injustos que satisfacían el pedido de la soci edad por frenar la 
delincuencia mas no los derechos vulnerados de la víctima.  
 
A partir del año 2000 el Ecuador y las leyes penales que entraron en vigencia 
contemplaron la existencia de soluciones alternativas entre estas la celebración de 
Acuerdos Reparatorios en el art. 37.1 del Código de Procedimiento Penal,  mismos que 
tenían cabida en delitos menos graves, en busca de que los procesos penales  que se 
siguieran por estos tengan una solución más rápida y efectiva a través de una reparación 
a la víctima y por ende la absolución del imputado dentro del proceso pe nal. 
 
El Acuerdo Reparatorio aparece como la figura legal mediante la cual llegan a un 
Acuerdo el procesado y el ofendido para que el primero repare las consecuencias  de los 
daños causados por el hecho que se persigue. De acuerdo a la Legislación Pena l 
ecuatoriana en el artículo 37.1 entonces vigente del Código de Procedimiento Penal, el 
Acuerdo Reparatorio es el acuerdo que se celebrará entre el procesado y el ofendido, 
entendiendo que el procesado es la persona a quien el Fiscal atribuye participación en  el 
cometimiento de un acto punible, contra quien se celebra la Audiencia de Formulación de 
Cargos dando inicio a la Instrucción Fiscal.  
 
Esta investigación se basa precisamente en la necesidad e importancia de fomentar la 
celebración de Acuerdos Reparatorios, pues un gran porcentaje de casos llegarían a su 
pronta solución al convenir llegar a un Acuerdo, evitando que se inicie un proceso penal 
en contra de quien fuere responsable de causar un daño pero que de manera temprana  por 
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iniciativa personal o propuesta de un tercero aceptará resarcir el daño causado. Cabe 
tomar en cuenta que si las partes optaran por la celebración de Acuerdos Rep aratorios el 
Juez de Garantías Penales, una vez aceptado la reparación convenida y siempre y cuando 
esta cumpla con lo establecido en la ley, archivará provisionalmente la causa mientras se 
dé su cumplimiento y se archivará definitivamente al verificar el cumplimiento íntegro 
del Acuerdo Reparatorio.  
 
Es importante resaltar que las partes evitarán su participación en un proceso penal y 
de igual manera se dará fiel cumplimiento a los principios de celeridad, eficacia, mínima 
intervención penal y economía procesal , tanto las partes como las autoridades inmersas, 
esto es Fiscalía y Juzgados de Garantías Penales quienes al tener una mínima 
intervención en el conflicto penal economizarán tanto el tiempo como los recursos 
utilizados llegando a la culminación del acuerdo. 
 
La Constitución de la República en su contenido hace constar el Art. 78 que hace 
mención a la Reparación Integral de la víctima dando un paso agigantado dentro de las 
legislaciones existentes ya que esta no solo asegura reprimir un acto ilegal sino también 
vela por el bienestar posterior de la víctima; es así que dentro del Código Orgánico 
Integral Penal aparece la Reparación y conciliación en reemplazo y en manera de 
evolución y perfeccionamiento de los Acuerdos Reparatorios existentes en la legislación 
aún vigente. 
 
Según la actual Legislación Penal ecuatoriana el Acuerdo Reparatorio tendrá que ser 
presentado ante el Fiscal para que este solicite al Juez de Garantías Penales día y hora 
para que se celebre la respectiva Audiencia en donde será aprobado el Acuerdo 
Reparatorio convenido entre las partes. Este trámite puede tener una duración de 
alrededor de tres a cuatro meses para que se dé una completa tramitación del Acuerdo 
Reparatorio. Esta salida alternativa se puede implementar en los comúnmente mal 
llamados delitos menores donde en la mayoría de los casos se han celebrado Acuerdos 
Reparatorios ya que estos se han propuesto tempranamente durante la Indagación Previa 
para así evitar el inicio de un proceso penal, aunque también es bastante recurrentes los 
casos en los que la parte procesada una vez que se ven ante el inminente peligro de llegar 
a juicio, una vez iniciada la Instrucción fiscal y presionados por las medidas cautelares 
impuestas principalmente cuando ésta es prisión preventiva, proponen al ofendido reparar 







1.1 Planteamiento del Problema 
 
La celebración de Acuerdos Reparatorios constituye una salida alternativa para el 
conflicto penal en donde las partes convienen un acuerdo que deberá ser presentado ante 
el Fiscal para que el Juez de Garantías Penales en audiencia lo acepte, ordenando el 
archivo provisional hasta su cumplimiento y una vez verificado el mismo ordenar el 
archivo definitivo dándole fin al proceso.  
 
La utilización de Acuerdos Reparatorios significaría que a través de ésta se podría 
evitar una tramitación innecesaria por parte del órgano judicial consiguiendo en poco 
tiempo una salida satisfactoria principalmente para la víctima. 
 
Cabe tomar en cuenta que los delitos susceptibles para la celebración de Acuerdos 
Reparatorios son los llamados delitos menores, es decir robo, hurto, estafa, abuso de 
confianza, lesiones de baja incapacidad entre los principales y la investigació n de estos 
muchas veces resulta infructuosa debido a los montos de los mismos y la difícil 
obtención de medios probatorios. 
 
Si en estos delitos llamados menores, antes de iniciar una exhaustiva investigación, 
las partes acordaran celebrar un Acuerdo Reparatorio se vería favorecido dentro del 
proceso penal ya que si en una investigación no se pueden recabar las pruebas necesarias 
para el procesamiento del procesado sería imposible llevarlo al mismo a juicio teniendo 
que a pesar del descontento de la víctima archivar o sobreseer al procesado.  
 
 
1.1.1 La Sociedad Ecuatoriana Frente a la Reparación Penal en Delitos 
Menores 
 
Con la evolución de la sociedad, el proceso penal ya no es solo de interés coercitivo  y 
control social como medio de represión y regulación de la conducta del ser humano como 
parte de un conglomerado social sino también ha adquirido una notable importancia la 
situación de la víctima y de su entorno pues pasó de ser un actor pasivo durante el 
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proceso y legislación penal a un actor activo y de primordial atención de las políticas 
gubernamentales y de las legislaciones de los distintos países y naciones.  
 
Durante años las víctimas no representaban mayor importancia dentro del proceso 
penal, siendo así que durante el sistema inquisitivo que operaba a nivel mundial y por lo 
tanto a nivel de Sudamérica y del Ecuador, la víctima era rezagada a constituir un sujeto 
de muestra o prueba del daño que ocasionaba el sujeto que  cometía un acto ilegal y 
socialmente repudiado por el cual debía ser sancionado, siendo sujeto de una constante re 
victimización.  
 
A medida que la sociedad ha crecido intelectualmente sus legislaciones han ido 
tomando matices totalmente diferentes en donde la victima juega un papel principal en 
donde el proceso penal no solo busca la sanción del delincuente sino que este repare a la 
víctima, diciéndose que la reparación no solo constituye resarcir el daño económicamente 
sino moral y socialmente, en donde las legislaciones tienen principal atención del trato 
especial que debe tener este sector de la sociedad que formo parte del terrible momento 
de ser víctima de un delito. 
 
En la legislación ecuatoriana aparecen a partir del año 2000 l os Acuerdos Reparatorios 
como la figura legal mediante la cual el procesado resarce los daños causados al ofendido 
a fin de que el Juez de Garantías Penales archive definitivamente la causa una vez que 
conozca el cumplimiento íntegro del mismo, dando así por extinguida la acción penal 
para quien hubiere tenido su participación en un acto punible como autor, cómplice o 
encubridor. Es decir que la persona que voluntariamente o por propuesta de esta opción, 
se verá libre de ser procesada penalmente. 
 
La aplicación de esta salida alternativa significa que las partes intervinientes evitarán 
llevar a cuestas un proceso penal, que también significa la inversión de tiempo y 
recursos, tanto para el Estado como para las partes procesales, refiriéndonos a que el 
Estado deberá ocupar sus presupuestos económico y humanos para procesar penalmente a 
una persona a fin de determinar su responsabilidad en un hecho punible.  
 
También se debe tomar en cuenta que las sanciones para los delitos en los que cabe la 
aplicación de esta salida alternativa son relativamente bajas para el tiempo que se 
invierte en la tramitación de las mismas, tomando en cuenta que estos delitos en donde el 
sujeto atentó contra los bienes o integridad de la persona solo a través de la sentencia de 
los Tribunales de Garantías Penales y siempre y cuando se haya presentado acusación 
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particular éste podrá fijar daños y perjuicios, que llegaría a ser una reparación al daño 
causado por el cometimiento del delito. 
 
Esta situación puede ser evitada con la fomentación de la celebración de Acuerdos 
Reparatorios  para que así en cumplimiento a los principios de celeridad y economía 
procesal consagrados en la Constitución de la República, inclusive en Indagación Previa, 
se pueda solicitar al Juez de Garantías Penales el señalamiento de día y hora a fin de dar 
a conocer el Acuerdo Reparatorio celebrado entre las partes evitando el innecesario 
inicio de un proceso penal que tendrá una gran incidencia en la vida de las partes 
intervinientes además de la acumulación de causas pendientes dentro de los juzgados y 
fiscalías del Ecuador. 
 
En el Ecuador durante los últimos meses entró en debate el Código Orgánico Integral 
Penal, que reemplazará a la legislación penal vigente, donde se realiza  por primera vez 
en la historia del Ecuador un cambio profundo basado en las necesidades y conflictos del 
diario convivir de una sociedad que hasta ese entonces se había normado por copias mal 
acopladas de legislaciones extranjeras.  
 
Principalmente este Código constituye una creación, modificación e implementación 
normativa adaptada a las necesidades de la sociedad ecuatoriana con respecto a 
legislación penal. Dentro de este cuerpo legal se moderniza y modifica la existencia de 
los Acuerdos Reparatorios, dando paso a la existencia de acuerdos de conciliación que 
serán celebrados entre las partes en busca de una salida alternativa al conflicto y que 
velen por una reparación integral de la víctima, ampliando la legislación existente, dando 
una vital importancia a esta salida alternativa en beneficio de las partes.  
 
Con el aparecimiento de los Acuerdos Reparatorios en la legislación del 2000 el 
Ecuador dio un gran paso encaminado a una solución más pronta y eficaz a los conflictos 
penales ya que la situación de la víctima y la lentitud con la que trabajaban los órganos 
judiciales en ese entonces y hasta hace poco, permitían muchas veces que ciertos delitos 
queden en la impunidad y la víctima en una peor situación que la que tuvo al acercarse 
ante la autoridad competente a denunciar el hecho. 
 
Con la expedición del Código Orgánico Integral Penal y los Acuerdos Conciliatorios 
donde el Fiscal y hasta el mismo Juez pueden hacer las veces de mediador en estricto 
apego a los principios de voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibilidad, 
neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad. En un futuro cercano cuando 
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esta nueva legislación entre en vigencia se aspira que aquellos delitos llamados menos 
graves puedan tener una salida alternativa que dé fin al conflicto penal en beneficio no 
solo de las partes sino de las instituciones y órganos judiciales que se verán 
descongestionados, pudiendo así poner principal atención en aquellos hechos delictivos 
que conmocionan y atemorizan a la sociedad afectando de manera atroz y despiadada la 
vida de las personas. 
 
1.1.2 Los Acuerdos Reparatorios en el Ecuador 
 
Se debe analizar primeramente si los Acuerdos Reparatorios constituyen o no una 
salida alternativa al conflicto penal en la legislación ecuatoriana y de qué manera éstos 
contribuyen al desarrollo de la sociedad ecuatoriana ¿qué beneficio existe con la 
aplicación de los mismos? ¿Cuál es la situación real de las víctimas y también del sujeto 
de investigación? ¿Qué tipo de consecuencias puede existir al momento de no procesar a 
quien presumiblemente cometió un delito?  
 
En el Ecuador debido al lento sistema de justicia, falta de recursos y poca legislación 
apropiada y adecuada al tiempo, lugar y espacio, el cometimiento de muchos deli tos han 
quedado en la impunidad dejando a la víctima en una total desprotección ante la 
delincuencia y es además sin que ésta haya sido resarcida en lo más mínimo por el daño 
ocasionado. 
 
En la sociedad ecuatoriana la mayor cantidad de delitos que se presentan son aquellos 
llamados delitos menores, es decir robos, hurtos, estafas, abusos de confianza y lesiones 
con baja incapacidad, la mayoría de estos tienen una afectación principal a la ciudadanía 
respecto de sus bienes por lo que sería acertadamente aplicable la utilización de  salidas 
alternativas para así dar por terminado el conflicto penal con una salida satisfactoria, 
principalmente para la víctima, ya que para ésta el seguir un proceso penal por delitos 
donde el monto del perjuicio no es mayor le convendría recuperar lo qu itado y no invertir 
tiempo y dinero en procesos donde seria infructuoso montar un escenario de 
procesamiento penal. 
 
Si el sin número de delitos menos graves en los que son aplicables los Acuerdos 
Reparatorios pudieran ser solucionados de manera rápida y eficaz los organismos de 
administración de justicia no se verían saturados por la tramitación de causas en donde la 
mayoría de veces la inversión de tiempo y dinero de las partes y del Estado es mayor al 
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daño ocasionado por el cometimiento del delito, en o tras palabras un desperdicio de 
recursos que podrían ser destinados a la investigación , procesamiento y posterior 
juzgamiento de aquellas personas que cometieron delitos en donde realmente lo 
vulnerado no tiene ningún tipo de recuperación o resarcimiento.  
 
Cabe tomar en cuenta que el Ecuador cuenta con un presupuesto limitado para la 
contratación de personal por lo que los funcionarios judiciales existentes se ven 
saturados en el cumplimiento de su trabajo y muchas veces realizando el trabajo de hasta 
tres personas. 
 
De igual manera este reducido número de personal judicial se empeora cuando estos 
deben tramitar causas de delitos menores como robo, hurto, estafa, etc. ya que realizar 
una investigación de los mismos es muy complicada debido a las circunstanci as de la 
infracción donde recabar pruebas o indicios es muy difícil y más aún cuando el 
sospechoso no es reconocido. 
 
Analizar profundamente la situación real del Ecuador con respecto a la  investigación 
de estos delitos será nuestra fuente de información fidedigna donde los datos revelarán 
las ventajas y desventajas de la aplicación de esta salida alternativa al conflicto penal.  
 
1.1.3 Formulación del Problema 
 
¿LOS ACUERDOS REPARATORIOS SON UNA SALIDA ALTERNATIVA 
AL CONFLICTO PENAL EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA? 
 
Se debe analizar detenidamente ¿Qué es un Acuerdo Reparatorio? y ¿Qué conlleva 
este? pues con la utilización del mismo se pueden ver favorecidos o afectados los 
derechos de las partes, tomando en cuenta que una vez acordado, aprobado y cumplido el 
Acuerdo Reparatorio el proceso penal se dará por terminado sin que exista reclamo 
alguno referente a lo mismo en la posteridad. 
 
Los delitos en los que caben los Acuerdos Reparatorios son los considerados delitos 
menores y tomando en cuenta la lenta tramitación que se da a los mismos sería 
beneficioso que a la víctima se le presente una salida  rápida y ágil y así mismo el 
procesado pueda dar por concluido el proceso penal resguardando su integridad respecto 
a su libertad que sería la afectada en el caso de que existiera una sentencia condenatoria.  
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Las fiscalías y juzgados de Garantías Penales del Ecuador se ven abarrotados de 
denunciantes por delitos de robo, hurto, estafa, abuso de confianza y lesiones entre los 
principales, mismos que por su dificultad de tramitación y obtención de prueba se ven 
estancados, además de la excesiva carga laboral y falta de recurso humano en las 
instituciones encargadas de investigar y administrar justicia.  
 
Con el auge de los Acuerdos Reparatorios se daría fin a centenares de casos que se 
encuentran rezagados en busca de una salida, dando satisfacción a la víctima respecto al 
bien jurídico afectado y eliminando la saturación de procesos en las fiscalías y juzgados 
de Garantías Penales del país para que estos puedan ocupar sus recursos y tiempo en la 
investigación de aquellos delitos catalogados como graves y donde la  afectación ha sido 
a gran escala. 
 
1.1.4 Evaluación del Problema 
 
En la sociedad ecuatoriana las victimas por el cometimiento de un delito muchas veces 
han decidido no acudir ante la justicia, pues ven en esta una pérdida de tiempo, 
demasiado papeleo o simplemente que la justicia es solo para ciertos sectores.  
 
En el caso de delitos menores ésta desconfianza con el aparato judicial se acrecienta 
por que  las personas que han colocado denuncias por el cometimiento de estos delitos 
muy pocas veces han llegado a una solución satisfactoria ya que muchos de esos procesos 
se han perdido en los escritorios de los funcionarios o simplemente después de un tiempo 
de lenta investigación han ido al archivo por la inexistencia de evidencias.  
 
Los montos de los perjuicios ocasionados por estos delitos, exactamente por los que 
afectan o van en contra de los bienes de la persona, no son significativos para entablar un 
verdadero proceso de investigación y cuando el monto asciende un poco más en 
ocasiones suele tener una demora sorprendente la tramitación de la causa y mucho más 
llegar a una sentencia condenatoria. 
 
Los índices de cometimiento de delitos señalan que la mayor parte de ellos o en  su 
gran proporción constituyen delitos menores, principalmente los robos, hurtos y estafas, 
por lo que los órganos de administración de justicia se ven abarrotados por las denuncias 
referentes a ellos y con la constante queja de los usuarios ansiosos de que se haga justicia 




Con relación a las lesiones, éstas también constituyen gran número de denuncias pero 
cabe recalcar que la incapacidad en aquellas lesiones donde caben los Acuerdos 
Reparatorios no afectan gravemente la condición física de la víctima, es decir hasta 
cierto punto serían daños reparables y para quien sufrió un delito de estos llegar a un 
acuerdo resultaría un ahorro de tiempo y dinero. 
 
El aparato de Administración de Justicia se ha encontrado durante décadas en una 
búsqueda desesperada de un medio o forma de dar una solución sa tisfactoria a todas 
aquellas personas que acuden ante ellos en busca de justicia. Tomando en cuenta esto una 
salida alternativa, rápida y eficaz se convierte en la solución más aceptada para proveer 




1.2.1 Objetivo General 
 
Determinar si los Acuerdos Reparatorios son una salida alternativa al conflicto penal 
en la legislación ecuatoriana analizando la situación actual referente al cometimiento de 




 Determinar que los Acuerdos Reparatorios son la figura legal mediante la cual se 
da una pronta solución al conflicto penal.  
 La importancia de la utilización de métodos o salidas alternativas al conflicto penal 
en beneficio de las partes y en cumplimiento a los principios establecidos en la 
Constitución y Legislación ecuatoriana. 
 Dar cumplimiento al Principio de Celeridad y Economía Procesal  optando por la 
celebración de Acuerdos Reparatorios.  
 Evitar el inicio del Proceso Penal en contra de la persona que voluntariamente 
desea resarcir los daños causados a través de un Acuerdo Reparatorio.  
 Descongestionar las Fiscalías y Juzgados de Garantías  Penales al eliminar el 
proceso penal a través de la celebración de Acuerdos Reparatorios. 
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 Dar soluciones más rápidas y efectivas para los Ofendidos y Procesados que han 
convenido un Acuerdo Reparatorio. 
 Reducir los gastos que implican para las partes la prosecución de un proceso penal 
más largo. 




La celebración de Acuerdos Reparatorios es una solución para simplificar la 
tramitación que concierne un proceso penal en beneficio de las partes y en cumplimiento 
a los principios de Celeridad y Economía Procesal  consagrados en la Constitución debido 
a que mediante la aplicación de los Acuerdos Reparatorios las partes involucradas 
tendrán una pronta solución al conflicto penal evitando así el inicio de un proceso en 
contra de quien ha convenido con el ofendido una solución resarciendo los daños 
ocasionados a través de  la figura legal de un Acuerdo Reparatorio; situación que es de 
igual forma aplicable cuando aquella reparación se presenta espontáneamente en el 
transcurso del proceso.  
 
Además se debe tomar en cuenta la significativa descongestión que existiría en las 
Fiscalías y Juzgados de Garantías Penales al disminuir las audiencias solicitadas por 
parte de la Fiscalía a los Juzgados de Garantías Penales a fin de que se realicen las 
audiencias establecidas en el proceso penal en la legislación ecuatoriana reduciéndose a 
la realización de una única audiencia para que el Acuerdo Reparatorio sea aprobado por 
el Juez según se encuentra establecido en la Ley.  
 
Se debe tomar en cuenta que la tardía administración de justicia a causa de la sobre 
saturación de las Fiscalías y Juzgados de Garantías Penales del Ecuador muchas veces 
provoca que la víctima en su afán de justicia y una vez que la impotencia para acelerar un 
trámite burocrático que lamentablemente es inútil  por la sobrecarga de trabajo y falta de 
personal tiene como consecuencia un desistimiento a la prosecución de la causa ya que su 
tiempo y dinero se ve cada vez más afectado, además de la afectación principal que fue el 
ser víctima de un delito, tomando la decisión de abandonar la causa, dificultando la 





Con la investigación propuesta se apreciará la importancia de los Acuerdos 
Reparatorios para las Fiscalías y Juzgados de Garantías Penales ya que tendrán una 
tramitación más ágil y oportuna en beneficio no solo de las partes intervinientes de una 
causa que ha llegado a un Acuerdo Reparatorio sino también en aquellas causas que al no 
existir la voluntad de reparación necesitan una ardua investigación y pronta 
administración de justicia.  
 
Muchas veces las víctimas del cometimiento de un delito son revictimizadas  por la 
tardía administración de justicia y mucho más cuando estas tienen la opción y 
proposición de que el daño causado sea reparado debido a que muchas veces la lenta 
tramitación de las causas sirven como excusa dilatoria en espera de un desistimiento 
voluntario, prescripción de delitos o una fuga y ocultamiento premeditado.  
 
Con la utilización de los Acuerdos Reparatorios como salida alternativa al conflicto 
penal existirá una solución eficaz y verdadera. La confianza de la sociedad en la justicia 
será consolidada dando así la oportunidad de que quienes han sido víctimas de delitos 
acudan a instancias legales sin el miedo de que todo su afán de justicia resulte en una 
simple pérdida de tiempo.  
 
El actual tema propuesto viene como una iniciativa personal y novedosa debido a que 
la actividad laboral que desempeño en la Fiscalía General del Estado, en la Unidad de 
Soluciones Rápidas, se ha evidenciado la importancia de la celebración de Acuerdos 
Reparatorios y personalmente he podido evidenciar el lento y tardío proceso de 
tramitación que tienen las causas penales, mismas que podrían ser eliminadas fomentando 
la celebración de Acuerdos Reparatorios como salida alternativa al conflicto penal que 
propongo como tema de la presente investigación.  
 
A pesar de los múltiples problemas planteados por los funcionarios de las entidades 
protagonistas en la celebración de Acuerdos Reparatorios y por los mismos usuarios, las 
autoridades responsables no han dado aún la iniciativa de fomentar la celebración de  los 
mismos, iniciativa original que he tomado en mi calidad de profesional, funcionaria y 
ciudadana en beneficio de la sociedad ecuatoriana principalmente al momento en que la 
ciudadanía evidencie una tramitación más rápida y eficiente, adquiriendo confia nza en la 
existencia de una verdadera Administración de Justicia, a la vez que los juzgados y 
fiscalías ya no se verán abarrotados de expedientes a la espera de un despacho que 
muchas veces no por voluntad si no por sobre saturación de trabajo no encuentra  solución 
en manos de los funcionarios, quienes también serán beneficiarios de disminución de 
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procesos que ya han llegado a una solución a través de la Reparación, al encontrarse con 






























CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO 
 
2.1 Las Salidas Alternativas 
 
En la actualidad el aparato de justicia a nivel mundial se ve saturado de causas que 
según su contexto serían susceptibles de solucionarse a través del diálogo y acuerdo de 
las partes, ya que muchas veces y principalmente en situaciones que no tienen gran 
incidencia hacia la persona el arreglo entre las partes resulta conveniente tanto para ellos 
como para los órganos de justicia, permitiendo que estos se encarguen de realizar una 
verdadera investigación y procesamiento en las causas donde el daño no es solucionable 
como en los delitos verdaderamente graves y que pueden ser considerados como atroces.  
 
Lamentablemente estas soluciones alternat ivas que llegan a través de un acuerdo entre 
las partes no han sido fomentadas a nivel mundial y mucho menos en países que se 
encuentran en vías de desarrollo donde el cometimiento de delitos menos graves son 
comunes convirtiéndose en un diario vivir para la estas sociedades. 
 
Por el frecuente cometimiento de delitos menores y una l enta administración de 
justicia la sociedad se ve desprotegida por el aparato estatal donde un pensamiento de 
injusticia permanece en la mayoría de ciudadanos que poco a poco pierden la esperanza 
de ser resarcidos, compensados o restituidos en el mal causado, pidiendo al estado la 
implementación de medidas que garanticen el cumplimiento de sus derechos como 
menciona la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos, INREDH y el 
Centro Ecuatoriano para la Promoción y Acción de la Mujer, CEPAM, (2000)  en su 
obra El Derecho a la Reparación en el procesamiento penal : 
 
“En este contexto se hace necesaria la formulación de mecanismos que 
prevengan, protejan y reparen a los afectados de las violaciones a derechos 
fundamentales y de la deficiente prestación de servicios públicos que el Estado 
se ha comprometido a entregar.” (p.23) 
 
Un arreglo entre las partes resulta conveniente para dar fin a un litigio y es más, seria 
magnifico que estos acuerdos se pudieran dar antes de que el afectado presente una 
denuncia pero lamentablemente este dialogo no suele darse espontáneamente, 
principalmente cuando la afectación consiste en el cometimiento de un delito penal, ya 
que la víctima por su situación de vulneración se encuentra en un estado psicológico 
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donde prima el miedo y temor ante la persona que causó el daño atentando contra sus 
derechos por lo que es necesaria la presencia de un tercero imparcial que pueda guiar a 
las partes y que estas en estricto cumplimiento de sus derechos puedan solucionar el 
conflicto y siendo el caso puedan convenir un acuerdo. 
 
En el cometimiento de los llamados delitos penales menores, principalmente en el 
robo y hurto, las víctimas suelen desconocer la identidad del infractor por lo que muchas 
veces es necesario iniciar una investigación para que a través de ésta se logre descubrir la 
identidad de la persona que presuntamente cometiera el delito; una vez que se ha 
determinado la identidad de la persona y se ha logrado dar con el paradero de la misma, 
es necesario que el aparato judicial intervenga en calidad de tercero a fin de encaminar a 
las partes para que convengan un acuerdo ya que cuando se trata de delitos cuyo 
perjuicio no es significativo resulta más conveniente una solución temprana. 
 
Dentro del deseo de la víctima se puede encontrar en primer lugar el ansia por que la 
persona que cometiera el hecho delictivo sea castigada a función de sentir que se ha 
hecho justicia por el daño ocasionado, retornado un poco también a satisfacer el 
sentimiento de venganza primitivo que convive con nosotros; y en segundo plano que el 
daño causado sea subsanado de manera integral. 
 
Con esto se analiza que existe una necesidad real de la existencia de un mecanismo 
judicial para que el cometimiento de un delito no quede impune dejando que la persona 
que cometió el hecho ilícito salga ileso por sus actos ilegales, aumentando la incidencia 
de estos y dejando a la sociedad a merced de delincuentes que se sienten libres de 
realizar cualquier acto atentatorio ya que el cometimiento de ello no tendrá repercusión 
alguna. 
 
El Ecuador al ser un país con una retrograda legislación penal se ve aún más afectado 
por la impunidad y la desprotección jurídica de la sociedad ya que con leyes que incluso 
tienen el carácter de obsoletas la administración de justicia resulta inútil ante el aumento 
desmesurado de la delincuencia. 
 
En materia penal el Ecuador tiene una visión limitada sobre reparación como explica  
el INREDH y CEPAM, “Ib”: 
 
“Por lo general el poder público en el Ecuador ha reducido la noción de 
reparación al ámbito de la indemnización pecuniaria por daños y perjuicios, sin 
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tener en cuenta una visión integral de la reparación que, por ejemplo, podría ir 
desde la disculpa pública hasta la valoración diferencial en el pago de 
indemnizaciones en base a las condiciones de los afectados, pasando por la 
garantía de no repetición del daño; es decir que la visión integral de la 
reparación no admite un catálogo cerrado de formas de reparar, sino que estas 
se desarrollan en función de las características  del daño, la forma en que se 
produjo y las condiciones de los afectados .”(p.24) 
 
Se debe tomar en cuenta que la reparación no consiste solo en resarcir el daño de 
manera económica ya que se puede también tomar como reparación cualquier acto de tipo 
moral, social o económico que satisfaga a la víctima en su derecho vulnerado. 
 
Es así que en los delitos de amenazas que muchas veces se dan por conflictos de otra 
índole sin que resulte un real peligro inminente hacia la seguridad de la persona, la 
reparación a la víctima podría consistir en una disculpa personal o publica que podría 
hacer que el sentimiento de venganza y a su vez la compensación por el daño sea 
cumplida. 
 
Obviamente no se puede generalizar esta solución a través de la reparación en todos 
los delitos ya que incluso en delitos menores el daño causado para la víctima no tiene 
mayor compensación que la imposición de una pena.  
 
Es así que la expresión de voluntad de la víctima se vuelve imprescindible para llegar 
a un acuerdo ya que si la reparación fuera impuesta por el órgano judicial se podría estar 
nuevamente violentando a la víctima ya que esta podría considerar que el órgano de 
justicia tomó e impuso una decisión sobre ella cuando quien debería decidir es la víctima 
ya que el daño fue ocasionado a ésta. 
 
En materia penal se debe analizar cuál es la función del procesamiento y la imposición 
de una pena, pues bien el INREDH y CEPAM “Ib” manifiesta lo siguiente: 
 
“Conceptualmente el derecho penal es un instrumento de control social que 
tiene el objetivo de obtener determinados comportamientos individuales en la 
vida social. A diferencia de otros mecanismos de control social como la ética, 
moral, religión, educación, etc. El derecho penal cuenta con los mecanismos 




Es así que la pena consiste en un mecanismo de control social para castigar a aquel 
que alteró la paz de la sociedad a través del cometimiento de un delito en contra de una 
determinada persona, pero siendo el caso en el que continuar un proceso penal en el cual 
habrá que demostrar la culpabilidad de una persona a través de la obtención de pruebas 
resulta un proceso demasiado largo y costoso tanto para las partes, como para el Estado, 
donde no siempre el resultado será el esperado como nos manifiesta el INREDH y 
CEPAM “Ib”: 
 
“…cuando las personas se ven involucradas activa o pasivamente en la 
administración de justicia viven una ruptura entre el postulado normativo y las 
prácticas operantes en esta, pues la posibilidad de obtener un fallo favorable no 
está sujeta en la mayoría de los casos a valoraciones técnico jurídicas de los 
elementos de juicio, no solo porque existen operadores de justicia o funcionarios 
con niveles insuficientes de capacitación jurídica,  sino, y sobre todo, porque el 
juzgamiento está condicionado a otros factores ilegítimos que operan en la 
práctica jurisdiccional y que en última instancia definen la situación de las 
personas en conflicto.”(p.28) 
 
Es por esto que una salida alternativa a través de un acuerdo resulta una solución 
satisfactoria, principalmente para la víctima, ya que no se debe olvidar que ésta, muy 
aparte de su papel dentro del proceso penal, también tiene una vida donde muchas veces 
el invertir tiempo dentro de un proceso penal significaría tener que quitar el tiempo a 
otras actividades que pueden ser imprescindibles.  
 
De igual manera en los delitos menores donde la investigación debe ser llevada y 
cumpliendo con los mismos requisitos que la que se debe llevar por un delito grave, la 
victima suele abandonar el proceso una vez que se ha dado cuenta que est a tardará 
demasiado y que muchas veces es más lo pierde por su aporte de tiempo y a veces hasta 
dinero, que la pena que va a ser impuesta al infractor, si es que el fallo fuera favorable, 
como manifiesta el INREDH y CEPAM, “Ib”: 
 
“Una consecuencia perniciosa de no encontrar un adecuado procesamiento de 
los conflictos jurídicos por las vías previstas en el ordenamiento legal, es que se 
abre la posibilidad de que las personas opten por vías ilegales para procesar, 





Es así que la búsqueda de justicia o compensación se podría inclusive derivar al 
cometimiento de un nuevo hecho delictivo, donde las partes cambiarían su papel 
convirtiéndose la víctima en delincuente, por su desesperación de hacer justicia. 
Situación que sería evitable aplicando mecanismos de salidas alternativas donde la 
victima tendrá una compensación por el daño causado evitándole un proceso penal.  
 
En el Ecuador y en Latinoamérica la deficiente administración de justicia ha generado 
una crisis en el aparato judicial porque este no se encuentra en capacidad de solventar en 
su totalidad al sector de la sociedad que se ha visto afectado  por el cometimiento de 
delitos por lo que estos muchas veces quedan en el limbo sin respuesta alguna del aparato 
estatal, como manifiestan Elena I. Highton, Gladys S. Alvarez y Carlos G. 
Gregorio(1998) en su obra RESOLUCION ALTERNATIVA DE DISPUTAS Y 
SISTEMA PENAL: 
 
“Nadie desconoce la crisis en que viven los poderes judiciales en el mundo, 
incluidos o especialmente en nuestros países latinoamericanos y modernos que 
persiguen el bienestar social de la población es tender hacia la adecuada 
resolución de los conflictos de la sociedad la cual no necesariamente significa 
obtener una sentencia para cada disputa” (p.17)  
 
2.1.1 La Víctima en el Conflicto Penal 
 
La prosecución del conflicto penal le corresponde al poder públic o a través del aparato 
judicial ya que este tiene como objetivo el ejercer control social y precautelar el 
bienestar de la sociedad, pero si quien es el ejecutor del conflicto penal es el Estado 
¿Cuál es el papel de la víctima dentro del conflicto penal? como lo evidencian Elena I. 
Highton, Gladys S. Álvarez y Carlos G. Gregorio (1998) en su obra RESOLUCION 
ALTERNATIVA DE DISPUTAS Y SISTEMA PENAL: 
 
“Con los criterios imperantes en nuestras sociedad, en materia criminal, 
justicia equivale a castigo. A tenor del lema “ojo por ojo”, quien c omete un 
crimen debe cumplir con el correspondiente tiempo de detención; cumplido el 
periodo de encarcelamiento ha pagado su deuda a la sociedad, con lo cual se ha 





Si bien es cierto lamentablemente la víctima no ha sido considerada de gran 
importancia dentro del conflicto penal, pues esta se ha quedado rezagada a constituir una 
mera muestra del cometimiento de un delito donde el poder público tiene como prioridad 
el castigar al delincuente y no el recompensar a la víctima por el daño causado, de la 
siguiente manera: 
 
“El sistema de legalidad e indisponibilidad de la acción penal ocasiona una 
verdadera confiscación o expropiación del conflicto por parte del Estado, 
quitándoselo a la víctima.”(Elena I. Highton, Gladys S. Álvarez, Carlos G. 
Gregorio, 1998, p.40) 
 
Esta sanción al delincuente constituye su compensación a la sociedad, pero no una 
reparación a la víctima ya que ésta ha sido olvidada derivándola directamente a la 
prosecución de un proceso civil que deberá ser propuesto una vez que se ha dictado 
sentencia, tomando en cuenta que este tipo de procesos tardan demasiado, constituyendo 
una revictimización ya que además de la afectación principal por el cometimiento del 
delito recibe una afectación adicional por parte del Estado que la ha rezaga do y excluido 
del proceso penal aun cuando ésta es quien directamente se ha visto afectada por el 
delito, quedando la sociedad con una afectación en segundo plano. 
 
“…primero es víctima del delito y después víctima de la reacción del Estado 
frente al delito.”(Elena I. Highton, Gladys S. Álvarez, Carlos G. Gregorio, 
1998, p.45) 
 
Al momento en que la víctima interviene en el conflicto penal a través de la expresión 
de su voluntad al aceptar y convenir un Acuerdo Reparatorio, ésta es la que directamente 
toma la decisión de cómo actuar frente al cometimiento de un delito que afectó 
principalmente sus derechos antes que los de la sociedad en general, pues es capaz de dar 
por terminado el conflicto penal derivado del cometimiento de un delito con la 
manifestación de su voluntad. 
 
Cuando se habla de la intervención de la víctima en el conflicto penal podemos estar 
hablando de una real justicia pues muy aparte del sistema de castigo ejercido por el 
sistema estatal para mantener el orden y control social, la persona directamente afectada 
por el cometimiento de un delito tendrá la oportunidad de ser resarcida en el dañ o de 
manera rápida y eficaz evitando la constante revictimización de ésta durante todo lo que 
conlleva la prosecución de un proceso penal.  
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Dentro de las nuevas concepciones de derecho penal la victima adquiere un papel 
totalmente diferente como indica la victimología que coloca a la víctima como punto 
focal y de principal atención dentro del proceso penal a fin de garantizar sus derechos y 
garantías frente a la vulneración cometida como manifiesta “op. Cit.”: 
 
“En tiempos actuales y con criterios más favorables al ofendido, se han hecho 
y cada vez se hacen más esfuerzos para proveer de servicios a las víctimas; 
además se pone un mayor énfasis en el ámbito de la justicia juvenil para que se 
materialicen acuerdos de restitución como parte del tratamiento o de la sanción 
para los infractores, lo cual da una participación protagónica a la 
víctima.”(p.47) 
 
La participación de la víctima en el proceso penal es uno de los más grandes avances 
en esta materia, ya que con esto muchos de los conflictos penales podrían superarse de 
manera más rápida y eficiente garantizando los derechos de las partes, principalmente de 
la víctima y una verdadera administración de  justicia por parte del aparato judicial.  
 
2.1.2 El Procesado y Delincuente en el Conflicto Penal 
 
Delincuente es aquella persona responsable del cometimiento de un delito, sea este 
con carácter doloso o culposo. Ahora es importante analizar que se le puede llamar 
delincuente aquella persona sobre la cual se encuentra dictada una sentencia condenatoria 
y esta se encuentra debidamente ejecutoriada. Para llegar a condenar a una persona por el 
cometimiento de un delito se debe entablar un proceso penal el cual deberá recabar todas 
las pruebas necesarias para atribuirle la responsabilidad del cometimiento de un delito.  
 
A esta persona una vez que ha sido demostrada su culpabilidad se la condena al 
cumplimiento de una pena privativa de la libertad, que puede variar según el delito. Esta 
pena privativa de la libertad se la debe cumplir en los llamados Centros de Rehabilitac ión 
Social, para que el delincuente en el transcurso del cumplimiento de su condena sea 
rehabilitado a fin de que a la culminación de la misma sea reinsertado a la sociedad , 
evitando la reincidencia. 
 
Lo manifestado tiene sentido hasta el momento en el que  se palpa la realidad de los 
famosos Centros de Rehabilitación Social, donde los delincuentes en vez de rehabilitarse 
decaen en aprendizajes delincuenciales muchas veces más grave que lo conocido para el 
cometimiento del primer delito como manifiestan Elena I. Highton, Gladys S. Álvarez y 
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Carlos G. Gregorio (1998) en su obra RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE 
DISPUTAS Y SISTEMA PENAL de la siguiente forma: 
 
“La cárcel es encima reproductora de la criminalidad. Un dato de la 
realidad  es que el penado, concluida su detención, sale igual en el mejor 
de los casos o peor, debido a un proceso asistemático de aprendizaje 
delincuencial y de haber hecho alianzas con otros criminales.” (p.23) 
 
No podemos decir que el fracaso del sistema de Rehabilitación Social es causa 
suficiente para optar por otros medios alternativos para soluci onar al conflicto penal, 
pero sí cabe tomar en cuenta que la aplicación de estos quedan limitados a los delitos 
menores, es decir que quienes lo comenten no son delincuentes de gran peligro sidad sino 
todo  lo contrario son personas que fácilmente pueden voluntariamente reinsertarse a la 
sociedad y para lo cual sería importantísimo regular la accesibilidad a las salidas 
alternativas a fin de evitar una constante reincidencia del mismo.  
 
Ahora bien dentro del proceso penal no se puede hablar de delincuente hasta la 
culminación del proceso y demostración de culpabilidad, por lo que se nombra al 
presunto responsable del hecho ilícito como imputado o procesado.  
 
En la optación de salidas alternativas, el imputado o procesado no tiene asegurado una 
sentencia condenatoria en muchos de los casos ya que en los delitos menores suele 
complicarse la investigación por la dificultad de recabar pruebas o simplemente porque 
los procesos entre tanta demanda quedan rezagados y muchas veces archivados, sobre 
todo cuando los valores de los perjuicios no son a gran escala.  
 
Sin embargo es aquí donde la persona que se encuentra investigada tiene la 
oportunidad de llegar a una pronta solución a fin de evitarse el plante amiento de un 
proceso o en el hecho de que sea consciente de su culpabilidad prefiera solucionar de 
mejor forma el conflicto a fin de no arriesgarse a ser sentenciado y cumplir una pena 
privativa de la libertad. 
 
Pues es así, que en muchos de los casos de delitos menores resulta conveniente una 
solución rápida y eficaz al conflicto a través de un acuerdo, permitiendo al imputado 
subsanar el daño ocasionado, evitando el procesamiento penal y todos los riesgos que 




2.1.3 El Abolicionismo Penal  
 
Según la corriente del abolicionismo penal, el sistema punitivo no tiene el re sultado 
que presuntamente busca ya que el hecho de ejercer coerción a una persona a través del 
cumplimiento de una pena simplemente menoscaba sus derechos fundamentales e  
integridad personal, afectando gravemente la psicología de la misma, sin conseguir en si 
el efecto de reinserción social ya que a través del cumplimiento de una pena la persona , 
al culminar la misma, tendría una actitud aún más hostil hacia la sociedad.  
 
Por esto esta corriente manifiesta que absolutamente todos los conflictos de tipo penal 
deben ser solucionados con salidas alternativas al conflicto penal, a través de la 
reparación de la víctima, sin que esto signifique en algún momento que quien cometa el 
delito corra el riesgo de perder su libertad ya que la sanción privativa de la libertad 
simplemente desaparecería, tal como manifiestan Elena I. Highton, Gladys S. Alvarez y 
Carlos G. Gregorio(1998) en su obra RESOLUCION ALTERNATIVA DE 
DISPUTAS Y SISTEMA PENAL: 
 
“Los abolicionistas señalan que:  
-Las normas del sistema de justicia penal no cumplen con la función esperada, el 
sistema funciona de manera deficiente y actúa solo en casos esporádicos, 
argumentación que se reafirma con el alto porcentaje de conductas delictivas; 
además, el sistema opera con los mismos valores que dice combatir.  
-El sistema de justicia penal degrada al ser humano, lo estigmatiza y lo conduce 
a perder la dignidad. Se dice que fabrica al culpable y una vez seleccionado el 
sujeto, lo rechaza socialmente. 
-La ejecución de la pena resulta estéril y aniquila al sujeto al producirle efectos 
irreparables que en forma alguna la sociedad logra rehabilitar o restaurar.  
-Se deja a un lado a la víctima.” (p.33) 
 
Esta corriente intenta garantizar la integridad del infractor vulnerando el derecho de la 
víctima ya que resulta imposible utilizar como mecanismo de sanción la reparación en 
todos los casos, siendo que en violaciones, asesinatos y homicidios cualquier tipo de 
reparación no alcanzaría para resarcir el daño devolviéndole la vida o integridad 
violentada. 
 
La reparación tiene un alcance limitado ya que esta debe aplicarse solo en delitos 
menores que no afectan de manera grave a la persona, esto es delitos como robo, hurto, 
estafas, abusos de confianza, amenazas, lesiones entre otros, que constituyen en su 
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mayoría afectación sobre sus bienes y los restante hacia su integridad personal pero en 
menor escala. 
 
2.1.4 El Minimalismo Penal 
 
Esta corriente en cambio busca despenalizar aquellos delitos menores que se 
mencionan en líneas anteriores, buscando que la justicia penal a través de la aplicación 
coercitiva de penas quede exclusivamente para los delitos en donde la víctima no puede 
ser reparada en el daño, careciendo de alternativas, convirtiendo a los delitos menores en 
cuestiones civiles que deberán ser encaminadas por una vía diferente a la penal.  
 
Es así que el minimalismo propone la despenalización de ciertos delitos para que el 
aparato judicial se ocupe solo de los casos donde se carece de soluciones alternativas, de 
la siguiente manera: 
 
“…del minimalismo que, si bien igualmente deslegitimante, propone  una 
alternativa mínima que considera necesaria, como mal menor.” (Elena I. 
Highton, Gladys S. Alvarez, Carlos G. Gregorio, 1998, p.32)  
 
Aunque esta corriente es menos drástica en cuanto a la despenalización se debe tomar 
en cuenta que al momento de que ciertos delitos desaparezcan, volviendo su reclamo al 
área civil, la reincidencia de los mismos aumentará y que como es conocido el aparato 
judicial para el reclamo vía civil es sumamente lento ; además, por lo general en delitos 
como robo y hurto callejero se desconoce  muchas veces quien es el infractor y el campo 
civil no permite una investigación a fin de dar con la identidad, más bien exige que de 
manera clara se exprese los nombres completos y domicilio de citación, entre otros 
requisitos. 
 
2.1.5 La Mediación Penal 
 
La mediación básicamente consiste en la intervención de un tercero neutral dentro de 
un conflicto a fin de que las partes puedan llegar a un acuerdo, este tercero interviniente 
se lo denomina mediador. 
 
La implementación de la mediación en los conflictos penales de baja incidencia 
constituiría un camino intermedio ante las dos corrientes nombradas en líneas anteriores 
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ya que a través de la intervención de este no se despenalizarían ciertos delitos sino que a 
la tramitación de estos se agregaría un paso más donde la intervención, no 
necesariamente de un mediador sino un funcionario que se encuentre debidamente 
capacitado, pueda hacer que las partes lleguen a un acuerdo proporcional para así evitar 
una infructuosa tramitación penal en delitos que por sus circunstancias de cometimiento 
tienen resultados tardíos que muchas veces no serán favorables al afectado.  
 
Con la utilización de este mecanismo los miles de procesos que se ven abarrotados en 
las fiscalías y juzgados a la espera de tramitación tendrán una solución más eficaz al 
problema, donde tanto la víctima como el victimario tendrán una participación activa en 
busca de una solución alternativa al conflicto penal, descongestionando el aparato 
judicial que en la actualidad se encuentra actuando deficientemente debido al cúmulo de 
trabajo e inexistente recurso humano debidamente capacitado.  
 
Es por esto que Elena I. Highton, Gladys S. Alvarez y Carlos G. Gregorio  (1998) 
en su obra RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE DISPUTAS Y SISTEMA PENAL 
mencionan: 
 
“La idea de una solución alternativa de conflictos es más bien una mirada a 
la solución privada y una búsqueda del descongestionamiento del aparato 
judicial. Se trata de un procedimiento distinto, en que participa la víctima, el 
victimario y la comunidad…No pretende la mediación ser sustitutiva del sistema 
criminal, sino complementarlo. Con frecuencia, particularmente si el delito es 
serio, no impide aplicar la sanción ni de ningún modo pretender reemplazar el 
criterio del juez penal, pues en tales supuestos, los objetivos humanísticos que se 
ambicionan son diversos a los de mera descongestión de cárceles y tribunales; y, 
a lo sumo, será el magistrado interviniente el que tome la decisión final respecto 
de la pena.” (p.35) 
 
Con la intervención de un mediador o un funcionario capacitado que pueda hacer las 
veces del mismo, muchos procesos penales tendrían una pronta solución para que así los 
recursos del Estado destinados a la administración de justicia por medio del aparato 
judicial sean aprovechados al máximo en aquellos delitos que por su incidencia merecen 
una investigación, proceso y sanción. 
 
De igual manera se encuentra demostrado que la administración de justicia y el 
sistema punitivo no ha tenido resultados fructíferos en  los delitos llamados menores, por 
lo que la aplicación de una salida alternativa, que se puede dar a través de la mediación , 
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constituye el camino más indicado para reivindicar al aparto judicial dentro del 
tratamiento de este tipo de delitos. 
 
También se debe tomar en cuenta que mucho del fracaso del aparato judicial en el 
tratamiento de este tipo de delitos se debe también, muy aparte de los problemas que ya 
se encuentran claramente establecidos, a la evolución de la sociedad donde las partes 
intervinientes han asumido otra posición muy diferente a la que imperaba años atrás, 
como mencionan Elena I. Highton, Gladys S. Álvarez y Carlos G. Gregorio (1998): 
 
“En la base de la mediación penal está el reconocimiento y toma de 
conciencia del fracaso del sistema punitivo, casi puramente carcelario, que 
domina hoy. Al decir de un juez estadounidense referido al régimen penal 
tradicional, bajo la ponderación que hay un mal uso o abuso del castigo- 
considerando a Estados Unidos como el país que tiene la tasa de crimen violento 
más alta y el mayor encarcelador del mundo, si quisiéramos diseñar un “sistema 
para la reincidencia”, este es el modo que deberíamos diseñarlo. ” (p.36) 
 
De igual manera en la obra “op. Cit.” mencionan: 
 
“Los conceptos de reconciliación y mediación víctima -victimario son producto de 
tres movimientos contemporáneos en el ámbito del sistema de justicia criminal:  
a) una creciente preocupación por las víctimas y el papel que juegan en el 
procedimiento penal; 
b) la falta de satisfacción con las maneras establecidas de tratar y castigar al 
ofensor; y 
c) la conciencia de que existen nuevas alternativas a los métodos pautados de 
manejo y resolución del conflicto.” (p.36) 
 
A nivel generalizado de los intervinientes en el conflicto penal existe la 
inconformidad hacia el aparato judicial por la lenta tramitación y muchas veces nula 
respuesta en delitos menores, así como manifiestan “op. Cit.” de la siguiente manera: 
 
“El sistema penal está en estado de emergencia y al borde del colapso. 
Prueba de ello son las diarias afirmaciones de sus protagonistas: v íctima, 
procesado, policía y justicia, reiteradamente manifiestan insatisfacción. Esta es 
una realidad que debe reconocerse, cualquiera sea el régimen, y justifiquemos o 




Con lo manifestado y tomando en cuenta que los au tores de la obra son de origen 
argentino donde la legislación tiene hasta cierto punto una operat ividad de mayor escala 
con relación a  la ecuatoriana, es alarmante los niveles de no cumplimiento a los 
derechos y garantías que establece la Constitución pues al momento en que la víctima no 
ha sido atendida a satisfacción en su búsqueda de ser resarcida por el cometimiento de un 
delito, esta se encontraría, a más del delito, nuevamente vulnerada en sus derechos por el 
aparato de justicia. 
 
La mediación es conocida por tener su aplicación principalmente en el camp o Civil, 
pues se considera que ésta tiene su participación solo en conflictos donde no se ve 
inmerso el cometimiento de un delito, sino disputas relacionadas en afectaciones a sus 
bienes o patrimonio como así refieren en “op. Cit.” de la siguiente manera: 
 
“La cuestión de la reparación o composición como institutos del derecho 
civil, frente a la pena como instituto de derecho penal, pareciera ser 
irreductible, ante la magistral y tantas veces citada frase de Binding:” La pena 
debe producir una herida, el resarcimiento del daño curar otra, en lo posible sin 
causar una segunda” (p. 57) 
 
Sin embargo de esta característica que se le atribuye a la mediación se debe tomar en 
cuenta que muchos de los delitos existentes también se va relacionada a una afectación a 
sus bienes o patrimonio, pues así el robo, hurto, estafa, abuso de confianza entre otros , 
tienen su existencia en base de la afectación de sus bienes o patrimonio . 
 
Entonces con esta observación, la mediación se vuelve aplicable a este tipo de delitos 
ya que si el delito se encuentra relacionado a la afectación de sus bienes, éste es 
enteramente solucionable a través de una reparación de tipo económica que se podría 
conseguir a través de la mediación, ya que en sí el derecho penal tiene como objetivo que 
a través del aparato judicial se dé una respuesta a la víctima del cometimiento de un 
delito, racionalizando el otorgamiento del mismo a través de la facultad atribuida al 
aparato estatal para el control social; es así que una respuesta a la víctima podría verse 
claramente reflejada en una pronta solución a través de una reparación, como menciona 
“op. Cit.” de la siguiente manera: 
 
“La razón de ser del derecho penal es otorgar una respuesta equilibrada y 
menos violenta a las dos fuerzas que protagonizan al delito: la violencia que 
representa la acción delictiva por un lado y la venganza privada que se ejercita 
sobre el delincuente por el otro. Ninguno de estos dos niveles de violencia se 
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justifica en un sistema democrático y civilizado; de ahí deriva la misión 
pacificadora del derecho penal, el cual de la mano del Estado aplica la ley 
fundado en el monopolio de la fuerza pública que de tenta.” (p.58) 
 
Es así que la búsqueda del equilibrio en materia penal se podría dar básicamente a 
través de una mediación direccionada, ya que el cumplimiento de una pena a través de 
una sentencia condenatoria podría durar meses, inclusive años, tomando e n cuenta que 
para el perjuicio económico causado en los delitos referentes a bienes no justifican 
muchas veces en lo más mínimo el tiempo invertido y no solo de las partes, si no 
propiamente dicho del aparato judicial.  
 
Por lo expuesto, en este tipo de delitos, más cabria una solución temprana que la 
prosecución de un proceso ya que con un acuerdo de reparación la víctima se encontraría 
totalmente satisfecha y resarcida por la vulneración de su derecho, convirtiendo al 
cumplimiento de una pena en una medida tardía y poco útil en este tipos de conflictos 
relacionados a bienes y patrimonio, como manifiestan “op. Cit.” de la siguiente manera: 
 
“Y es el estado como punto de equilibrio entre estas dos fuerzas 
emocionalmente enfrentadas y comprometidas, el que debe entender que en 
muchos casos penales es mucho más importante restablecer los intereses 
ofendidos que recurrir en forma inmediata y uniforme a la pena como vía de 
solución del problema.” (p.58) 
 
De igual manera la obra “op. Cit.” nos dice: 
 
“En alguna opinión, como respuesta, resulta entonces vital introducir en el 
sistema jurídico un concepto que viene teniendo real predicamento en doctri na, y 
establecer así un derecho penal de mínima intervención.  
De ponerse en marcha, esta idea genera dos grandes efectos:  
a) consagrar el ámbito de la justicia penal a los temas trascendentes;  
b) derivar conductas menos dañosas a una instancia de conciliación.” (p. 58) 
 
Con esto se evidencia la gran importancia que conlleva el implementar la Mediación 
como método para conciliar a las partes a fin de que lleguen a un acuerdo de reparación, 
ya que estas conductas delictivas menos graves son susceptibles de una solución rápida y 
eficiente a fin de que los derechos de la víctima sean reconocidos a través de una 
compensación por un mal causado, logrando un gran cambio en la administración de 
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justicia disminuyendo en un gran porcentaje los  casos inconclusos y por ende víctimas 
sin respuesta judicial. 
 
La utilización de la mediación en materia penal es sin duda clara muestra de los 
adelantos que han existido después de años en los cuales la justicia se veía limitada en 
poder dar una solución a la víctima, debido a la existencia de un gran porcentaje de 
denuncias referentes a delitos menores, deficiente órgano judicial y dificultad de 
investigación. 
 
Por estas falencias del aparato judicial la delincuencia se ha aprovechado para cometer 
libremente un sin número de delitos ya que estos por su naturaleza no serían de principal 
atención para la autoridad; y, siendo el caso de que se llegara a entablar un proceso, este 
tendría el mayor porcentaje de probabilidades de perderse en los escritorios de los 
funcionarios judiciales que al pasar del tiempo terminarían siendo archivados sin que 
exista el mínimo castigo por el delito cometido.  
 
La mediación constituye un método a través del cual la víctima y el infractor con guía 
de un tercero convienen un acuerdo que satisfaga plenamente a ambas partes, dando fin 
al conflicto penal, tal como manifiesta “op. Cit.” de la siguiente manera: 
 
“El propósito de la mediación es el proveer un procedimiento de resolución al 
conflicto que se perciba como justo tanto por  parte de la víctima como del autor 
del hecho; proveer la oportunidad de discutir la ofensa, obtener respuestas y 
expresar sentimientos; y proveer la oportunidad de negociar un plan de 
reparación mutuamente aceptable.”(p.59)  
 
De igual manera la aplicación de la mediación resulta no solo como una alternativa al 
conflicto penal, en el caso de menores infractores, ya que estos por su condición de 
menores de edad, lo primordial en beneficio del menor y como tratamiento para una 
pronta reinserción a la sociedad, el llegar a un acuerdo a través de la mediación 
constituiría una segunda oportunidad controlada para aquel individuo que por su edad 
aún se está formando. 
 
No cabe duda que existe un límite para la aplicación de la mediación a fin de que las 
partes concilien un acuerdo, ya que esta solo se aplicaría en el caso de delitos menores , 
como se mencionó previamente, pues en el caso de delitos realmente graves como los 
delitos sexuales y delitos contra la vida el aparato judicial imprescindiblemente  debe 
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buscar la imposición de una sanción a través del cumplimiento de una pena, pues es en 
estos delitos donde es imposible reparar a la víctima o resarcir económica o moralmente 
la afectación. 
 
2.1.6 La Reparación Penal 
 
La reparación penal consiste principalmente en regresar a su estado anterior a la 
afectación el derecho vulnerado, siendo esto posible compensando el mal causado a 
través de una restitución que puede ser de tipo económica, moral o representativa, 
siempre y cuando ésta satisfaga principalmente a la víctima y posteriormente al colectivo 
afectado por el cometimiento del delito. 
 
En el sistema penal actual se ha dejado de lado la reparación de la víctima, ya que la 
legislación penal está encaminada a la imposición de una pena como castigo por el 
cometimiento de un delito, restituyendo así el orden social, olvidando que la víctima es 
primeramente quien ha sido afectada convirtiendo a esta en un punto de aten ción 
secundaria. 
 
Así nos manifiestan Elena I. Highton, Gladys S. Alvarez y Carlos G. Gregorio  
(1998) en su obra RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE DISPUTAS Y SISTEMA 
PENAL: 
 
“En lugar de concentrarse solamente en el infractor y definir el t érmino 
justicia por una finalidad tendiente exclusivamente a endilgar culpas y 
administrar e imponer penas, el movimiento en pro de la justicia restitutiva 
reconoce que el crimen lesiona a la víctima, a la comunidad y al transgresor de 
la ley.” (p.77) 
 
Este párrafo, cuando hacen referencia a que el transgresor de la ley también es 
lesionado por la administración de justicia a través de una pena, hace referencia a que a 
través del sistema penitenciario no se consigue una rehabilitación del individuo, sino que  
este se convierte en una nueva víctima de vulneración de sus derechos por el deficiente 
sistema existente. 
 
La reparación es el resarcimiento del mal causado a la víctima, pues es así que podría 
estar proporcionando justicia a la víctima por el mal causado ya que sí analiza y no tan 
profundamente, se dan cuenta que la imposición de una pena constituye un castigo en 
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forma de sanción para el infractor pero no significa que esta pena alivie de gran manera 
el mal causado, siendo así que la reparación en cualqu iera de sus formas podría constituir 
una verdadera justicia para quien directamente se afectó por el cometimiento del delito, 
éste es la víctima. 
 
Como  se ha mencionado la reparación se puede dar de diversas formas, siendo la más 
común y utilizada en los acuerdos de reparación la económica, que consiste en la entrega 
de una suma de dinero que sea equivalente al mal causado o al bien afectado por el 
cometimiento de un delito. 
 
Con la existencia de esta no se puede dejar de lado que existe también otro tipo de 
reparación que puede ser la moral o representativa, que constituyen en cualquier acto que 
pudiere realizar el infractor, que a satisfacción de la víctima, puede constituir un 
resarcimiento del mal causado, por ejemplo pedir disculpas públicas.  
 
Con lo manifestado podemos evidenciar que la reparación a través de un acuerdo entre 
las partes constituye la salida más eficaz para el conflicto penal, en donde la víctima a 
través de la reparación puede encontrar la verdadera justicia, donde sus derechos 
violentados no solo consisten en una afectación para la sociedad sino en su afectación 
personal, donde la condena no constituye el resarcimiento del daño causado.  
 
Podemos tomar lo manifestado por “op. Cit.” de la siguiente manera: 
 
“Donde un modelo donde el método principal de abordaje de la justicia 
juvenil está dado por el castigo, se cree que debería pasarse a un criterio 
restitutiva de la comunidad que tenga por objeto satisfacer a las víctimas; de una 
justicia retributiva a una justicia restitutiva.” (p.99) 
 
Se puede considerar que la restitución del mal causado consiste en una reparación que 
supliría a la condena por el cometimiento del delito, aplicando una verdadera justicia 
dirigida a la víctima, como  se manifiesta en la obra Mediación y Conciliación Penal: 
 
“A la espiral del agravio inferido se opone una modelada orquestación para 
llegar mediante el resarcimiento económico y moral a involucrarse, de modo 





En la actualidad ha comenzado a ser protagonista dentro del proceso penal la víctima 
debido a la preocupación que ha demostrado el órgano estatal por ella y por su 
reparación, donde además de sancionar al infractor con el cumplimiento d e una pena, se 
visualiza también la obligación de que éste repare a la víctima. Cabe tomar en cuenta que 
en los delitos llamados menores, una salida más rápida y efectiva no es en sí el 
procesamiento, ya que éste tiene principalmente su acción sancionadora en busca de que 
el infractor salde su deuda con el Estado y la sociedad, como se manifiesta: 
 
“El problema para el delincuente es  saldar su deuda con el Estado(o con la 
sociedad ofendida).” (Elías Neuman, 1997, p.25) 
 
Mas esto no significa que la deuda pagada con el cumplimiento de una pena alivie de 
gran manera la afectación sufrida por la víctima, quien es la directamente afectada, 
siendo la reparación la forma de resarcir el daño, tornándose conveniente que en primer  
lugar se pueda convenir entre las partes una reparación, dando por terminado el conflicto 
legal y retribuyendo a la víctima por el daño, dando cumplimiento a una reparación 
integral de la víctima, como se manifiesta en la obra  RESOLUCIÓN ALTERNATIVA 
DE DISPUTAS Y SISTEMA PENAL: 
 
“El ejercicio de la persecución penal no constituye con frecuencia el interés 
esencial de la víctima del delito: más bien quiere una reparación por las lesiones 
o los daños causados.”(Elena I. Highton, Gladys S. Álvarez y Carlos G.  
Gregorio, 1998, p. 53) 
 
Por tanto la reparación es la búsqueda directa de la víctima, una vez que ésta se acerca 
al órgano judicial a denunciar un mal causado, constituyéndose muchas veces en una 
inútil búsqueda por cuanto se ha visto que una manera de resarcir el daño llega a ser 
distante el pago de daños y perjuicios, situación que se presenta mucho tiempo después 
cuando la víctima deba proponer una demanda civil donde el juez fijará el monto de 
dinero que constituya un equivalente al daño causado, como se manifiesta en  “op. Cit.”: 
 
“Imponer tales pretensiones resarcitorias es, sin embargo, 
tradicionalmente cometido de un procedimiento civil de reparación, 





Siendo que el conflicto penal tiene como origen la vulneración de un bien 
jurídicamente protegido de una persona determinada, que sin lugar a duda el individuo 
más apropiado en indicar la forma en que el perjuicio que se le ha causado debe ser 
resarcido o reparado es la propia víctima obteniendo una mayor satisfacción  de la víctima 
en los acuerdos reparatorios, consiguiendo una verdadera justicia para esta, en la medida 
que sólo va a aceptar el acuerdo cuando estime que el daño que se le ha causado ha sido 
completamente reparado con lo retribuido, sea esto de carácter económico o 
representativo.  
 
2.1.7  Justicia Restaurativa 
Para la víctima del cometimiento de un delito constituye una oportunidad para esta 
directamente en resolver su situación y señalar las consecuencias que le han ocasionado 
en el cometimiento del delito; recibir respuestas a sus preguntas en re lación con el hecho 
y el ofensor, expresar en ellas el impacto que sienten y principalmente obtener la 
restitución o reparación del daño ocasionado por el cometimiento del hecho punible; esta 
se puede dar de distintas formas como recibir una disculpa, restablecer o devolver el bien 
involucrado en el hecho y cuando sea apropiado una relación con el ofensor y lograr 
superar una etapa en su vida que le ha afectado física, emocional o económicamente . 
La Justicia Restaurativa también busca un equilibrio dando un papel activo al infractor 
y a la víctima, actuando de manera constructiva en busca de un futuro sin delitos. 
Tratando de disminuir el delito y el impacto que tiene con respecto de la víctima y la 
sociedad. El delito quebranta la paz entre los miembros de la sociedad y por eso los 
infractores de la ley deben hacer las cosas bien para el sector de la sociedad afectado. 
Es importante recibir apoyo estatal para reparar el daño causado a la víctima, a la 
familia de ésta, así como el provocado a sí mismo y a su familia, a través de políticas 
públicas y legislación que aseguren una reparación integral y un debido tratamiento a las 
mismas, así como la creación de legislaciones complementarias que contemplen a la 
reparación como una salida alternativa al conflicto. 
El restituir o reparar el daño ocasionado o enmendarlo de alguna forma consens uada 
con la víctima, es a lo que se llama justicia restaurativa, es decir reequilibrar las 
consecuencias de un delito. Esta se podría dar de una forma eficaz y rápida a través de  la 
celebración de acuerdos entre las partes siendo planteados en primera instancia, previo al 
inicio de un proceso o cuando ya se ha iniciado que sea en sus primeros momentos.  
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El restablecer la relación entre víctima y victimario resulta apropiado, a fin de superar 
su condición de victimario, es decir, experimentar la modificación en lo que toca a 
aquellos patrones de conducta que lo llevaron a dar el paso al acto criminal.  
En los congresos a los que ha convocado la Organización de la Naciones Unidas, 
principalmente a partir de 1985, han promovido la aplicación de la justicia restaurativa 
en materia penal. 
2.1.8 Economía en los Costos Judiciales 
 
El proceso penal conlleva la participación de varios funcionarios y entidades estatales, 
ya que en materia penal la investigación es llevada de oficio por el fiscal, que tiene su 
personal de apoyo para la tramitación de causas, para que posteriormente llegue a los 
juzgados y tribunales donde los jueces que lo conforman también tienen su personal de 
apoyo, por lo que el proceso penal requiere de personal, mismos que tienen una 
remuneración y la responsabilidad de tramitar todas y cada una de las causas que lleguen 
a sus despachos. 
 
Con este análisis se visualiza la cantidad de recursos presupuestarios que debe invertir 
el Estado en materia penal al órgano judicial,  solo en el recurso humano, y es así que a 
mayor cantidad de causas, mayor cantidad de personal para tramitarla y a su vez mayor 
presupuesto, sin dejar de lado material de infraestructura, papelería, logística, etc., que a 
sumatoria son significativamente onerosos para el estado como dicen en la obra 
Mediación y Conciliación Penal: 
 
“El costo social y económico del delito que involucra los gastos calculables 
por la acción de todos los controles intervinientes, elementos, medios, servicios, 
hombres, del poder criminalizador, nos da cifras para el asombro o del pánico.” 
(Elías Neuman, 1997, p.31) 
 
Los llamados delitos menores son los de mayor afluencia en las fiscalías  y por tanto 
con igual demanda de justicia por parte de las víctimas  y afectados, siendo estas las que 
saturan de trabajo a las fiscalías y juzgados donde los resultados muchas veces resultan 
nulos por su dificultad de investigación y comprobación, como por los ínfimos montos 
que muchas veces significan el perjuicio de la víctima principalmente en los delitos de 




“Y como el dinero no duerme jamás, cabría comenzar a pensar en el 
abrumador coste económico que resulta de impartir justicia, sobre todo en 
delitos con mínima ofensa social.” (Elías Neuman, 1997, p.30) 
 
Las salidas alternativas al conflicto penal resultan una forma eficaz de ahorrar estos 
recursos, por cuanto el personal existente se encargará de tramitar las causas de delitos 
graves, donde a través de un acuerdo no es posible llegar a una verdadera justicia y 
donde la reparación a la víctima sí constituye realmente una sanción con una pena 
privativa de la libertad por la gravedad de  los hechos y no una gran cantidad de personal 
movilizado por delitos que no ameritan un montaje de tal magnitud como manifiesta Elías 
Neuman, (1997): 
 
“Un simple delito de pequeña monta mueve a la policía, a la justicia, a la 
administración carcelaria, en un gasto asombroso y sin sentido ulterior, salvo 
que la idea, además de la venganza social por el ejercicio de la acción pública, 
se afinque en la posibilidad o de que mucha, mucha gente labore de la bagatela 
criminal.”(p.31) 
 
Tomando en cuenta que la inversión de dinero es en altas cantidades dentro de la 
investigación penal, resulta infructuosa la inversión de los mismos en delitos que podrían 
ser solucionados a través de una salida alternativa penal  y más aún cuando en países en 
vías de desarrollo el presupuesto resulta tan limitado, como manifiesta: 
 
“En los tribunales se emplean fortísimas sumas de dinero a fin de investigar 
conflictos, cuando mediante modelos consensuales, como la mediación penal 
previa al juicio o dentro de este, se reduciría profundamente el encarnizado 
quebranto económico del sistema.”(Elías Neuman, 1997, p.31) 
 
La gran demanda que ha generado en la administración de justicia el cometimiento de 
este tipo de delitos ha puesto en una situación difícil al presupuesto del Estado ya que la 
falta de ellos, tanto para gastos varios como para la contratación de personal , dificultan 
la administración de justicia volviendo al sistema deficiente e inoperante ante la 
imperiosa necesidad de la sociedad en la búsqueda de justicia, en instituciones saturadas 
de trabajo, incapaces de responder eficientemente a los usuarios que asi sten en búsqueda 
de respuestas, es así como se expresa  en “op. Cit.”: 
 
 “Como una enfermedad de efectos acumulativos la justicia, en nuestro país, 
atraviesa por dificultades insoslayables en su rendimiento y la solvencia que de 
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ella se espera como garantía de la democracia, al margen de magros 
presupuestos y el déficit de elementos humanos y servicios que vulneran su 
operatividad. El crecimiento demográfico genera más y más gastos por la 
necesidad de mayor cantidad de edificios y personal, sin contar los medios 
informáticos tan necesarios como difíciles de lograr en los Estados periféricos.” 
(p.31) 
 
2.2 Las Salidas Alternativas a Nivel Mundial 
 
Los distintos sistemas penales a nivel mundial dan una perspectiva de la utilización de 
las salidas alternativas como medio para solucionar el conflicto penal  y así mismo según 
el sistema van variando las opciones de viabilizar una solución rápida y efectiva que a 
través de la mediación o conciliación terminan por una reparación acordada, es decir un 
acuerdo reparatorio. 
 
En América Latina las legislaciones penales que por lo general son de carácter 
retrograda en relación a países noroccidentales y europeos, donde medianamente durante 
las últimas décadas han tratado de modificar e implementar normas legales que ayuden a 
solucionar y subsanar un deficiente aparato de justicia a través de la reparación y 
acuerdos en materia penal. 
 
La mediación y la conciliación han sido las rutas para lograr un acuerdo de reparac ión 
entre las partes, consiguiendo una solución inmediata al conflicto, consiguiendo una 
justicia directa hacia la víctima y preservando los recursos del Estado en los delitos que 
no tienen afectación a gran escala y que no violentan o lesionan gravemente los derechos 




En este país a través de la mediación penal se busca un acuerdo de las partes para dar 
por terminado el conflicto sin necesidad de iniciar un proceso penal. Cabe recalcar que la 
aplicación de la mediación se da siempre y cuando los delitos no sean graves y 
procurando una reparación integral a la víctima. 
 




“Se han implementado en Noruega múltiples programas de carácter 
psicosocial, tendientes a resolver conflictos entre delincuentes  y victimas 
teniendo en cuenta la reparación de estas. La justicia penal vio, de ese modo, 
mitigando su trabajo, al punto de que no se sabe si existen más casos que se 
dirimen en la justicia tradicional o por la mediación.”(p.159)  
 
De lo mencionado en la última línea de la obra citada, se visualiza la eficacia de la 
aplicación de salidas alternativas al conflicto penal, ya que eso vuelve incalculable los 
casos que a través de la mediación llegaron a un acuerdo de reparación y cuantos fueron 




En Bélgica el fiscal es el encargado de permitir un acercamiento entre la víctima y el 
delincuente para que estos voluntariamente asistan ante un mediador a fin que traten de 
llegar a conciliar y llegar a un acuerdo de reparación, como nos menciona Elías Neuman 
(2005) en su obra Mediación Penal: 
 
“…el fiscal invita tanto al delincuente como a la víctima a reunirse con el 
mediador y a colaborar voluntariamente para lograr una respuesta satisfactoria 
al conflicto. Al mismo tiempo, organizaciones como la Asistencia Social Judicial 
Lovaina y un servicio para el trabajo social forense ofrecen sus equipos por 
separado para la asistencia del delincuente y la víctima.”(p.159) 
 
Debiendo dar gran notoriedad al avance significativo que tiene este país en materia 
penal, ya que cuenta con programas y organizaciones preocupadas en conllevar el delito 
penal dentro de una mediación para la reparación.  
 
A través de esta mediación en esta nación se trata de que las partes logren acorda r una 
reparación para dar por terminado el conflicto en  beneficio de las partes y del Estado que 
no tendrá que invertir sus recursos en una investigación dentro de delitos menos graves.  
 
En Bélgica debe optarse por la mediación lo más pronto posible ya que  así se dará una 
solución más rápida al conflicto, tratando de relacionar a la víctima con el delincuente en 





“La mediación para la reparación se establece tan pronto como ella fuera 
posible, y se trata de relacionar al delincuente con su víctima para que ambos 
logren una forma de desarrollo para la solución. Se insiste en que ello es posible 
con la participación del mediador y con una política horizontal en la b úsqueda 
de comunicación de las partes en conflicto.” (p.160) 
 
El mediador adquiere notable importancia en el conflicto penal, que trata de  acercar a 
las partes para que éstas lleguen a un acuerdo de reparación y así una solución rápida y 
eficiente al conflicto como describe en Elías Neuman (2005) en su obra Mediación Penal:  
 
“El mediador, con imagen afable, debe encontrar la forma de pasar, de modo 
gradual, la iniciativa de la víctima al victimario, quien, a su vez, va adquiriendo 
el convencimiento de que, junto al mediador y a su víctima, han de ser creadores 
de la solución buscada.” (p.160)  
 
La actuación del mediador en la búsqueda de un acuerdo resulta tan to imprescindible, 
por lo cual éste de manera neutral podrá encontrar en las partes una solución que a 
satisfacción de las partes den por terminado el conflicto penal pues es así que siendo el 
caso de que las partes lleguen a un acuerdo éste deberá constar en un acta de convenio y 
en el caso de Bélgica un contrato firmado por las partes, siempre y cuando una de las 
partes no desistiera en el transcurso de este, de la siguiente manera:  
 
“Cuando se llega a conciliar se hace constar en un contrato escrito firmado 
por ambas partes. Hay casos en que el acuerdo no llega y en otros en que se 




En este país la mediación como medio alternativo para lo solución del conflicto  penal 
a través de la reparación ha sido introducido casi de manera total ya que se aprecia que la 
mediación tiene gran cotidianeidad en la sociedad francesa, tanto como el asistir ante los 
tribunales de justicia tradicional, como expresa en “Op. Cit.”: 
 
“En Francia, pionera de la experiencia, la mediación penal se ha 
extendido con gran aceptación y resulta tan común como la existencia de 




La mediación es el método utilizado para que las partes lleguen a un acuerdo, donde 
se busca una reparación a la víctima, que muchas veces se puede dar de manera 
económica sin que esto constituya una generalidad, como dice en “op. Cit.”: 
 
“A la manera de los amigables componedores, intentan recomponer la 
relación entre víctima y victimario recalando en la convivencia armoniosa, y 
brindan pautas eventualmente ayuda a fin de que no se reitere el delito. Pueden 
decidir el resarcimiento económico de la víctima luego de justipreciar las 
posibilidades económicas del autor. Sin ser el fin propuesto ni especifico, evitan 
que las partes acudan a efectuar denuncias en los tribunales.” (p.163) 
 
Como se menciona en el párrafo anterior de la obra citada, el recomponer la  relación 
entre la víctima y el victimario, intenta recuperar el orden social alterado por el 
cometimiento de un delito ya que con este acercamiento sería posible concientizar al 
victimario previniendo que el delito se vuelva a  repetir y no solo en contra de la actual 
victima si no en contra de otras personas de la sociedad.  
 
Así mismo el acercamiento entre las partes permite que estas convengan un acuerdo en 
el cual el delincuente deberá resarcir el daño a la víctima y en esta sociedad también 




En España la mediación para la conciliación y la reparación a la víctima se aplica 
desde hace años, pero esta iba dirigida específicamente a los menores de edad que 
cometían un delito, donde se procuraba un acercamiento entre víctima y victimario para 
la reparación, como expresa en “op. Cit.”: 
 
“La reparación efectiva a víc timas de hechos que caen en el éjido del código 
penal, realizados por menores de edad, se inició de hecho en Cataluña en 1990. 
Se produjo dos años después, la aparición de la ley estadual  conocida como LO4 
sobre la competencia y el procedimiento de los juzgados de menores que incluye 
en su regla 6ta, como condición  para la des judicialización en ciertos supuestos, 
el trazado de nuevas estrategias y repuestas no tradicionales (tratamientos , 




De lo manifestado se puede destacar que por la calidad de menor de edad del 
victimario por lo general no se rehusaba la víctima a llegar a un acuerdo para la 
reparación donde, de igual manera que en el caso de drogadicción o adicciones, el menor 
debe ser ingresado a un programa de rehabilitación a fin de que el delito no se volviera a 
cometer. 
 
Cabe también recalcar que en este país la aplicación de la mediación para la 
conciliación también se da en deli tos contra la propiedad, en donde las penas son 
mínimas y el llegar a un acuerdo no suspende el libre transcurso del proceso penal,  como 
manifiesta Elías Neuman (2005): 
 
“Pero el proceso penal no se suspende pues no existe la facultad legal que lo 
permita. Tal circunstancia proyecta la renuencia de las personas a someterse a 
la mediación en la cantidad deseable. Los abogados tampoco ayudan porque se 
limitan las expectativas económicas de su trabajo en los juicios. En una palabra 
al no suspenderse el proceso, la mediación no tiene mayor posibilidad que avenir 
a las partes, evitar nuevos conflictos y brindar al juez un informe fidedigno de la 
postura de los actores, los ofrecimientos recibidos y las aceptaciones.” (p.172, 
173) 
 
Con lo mencionado en la obra citada se puede analizar que la salida alternativa 
propuesta en España de una mediación para la reparación, no resulta conveniente, debido 
a que no tendría objeto reparar a la víctima si de igual manera se va a continuar el 
proceso penal en contra de éste, situación que no ayudaría a una salida rápida y eficiente 
al conflicto penal y mucho menos a descongestionar fiscalías y juzgados por la 
tramitación de causas de delitos menores, como es el objetivo de la apl icación de los 
mismos, tal como manifiesta Elías Neuman (1997): 
 
“La mediación desatascaría de trabajo a los juzgados. Un servicio de 
victimas bien dotado y con suficiente experiencia, podría absorber tanto trabajo 
como el que pueden hacer varios juzgados en lo referente a infracciones 
menores, y además muchos casos los dejaría mejor resueltos”  (p.115) 
 
2.2.5 Estados Unidos 
 
En Estados Unidos, a partir de los años 70 se aplicó la mediación para la solución de 
conflictos a través de los acuerdos de reparación en los  delitos cometidos por menores de 
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edad; en la actualidad la aplicación de estos métodos se encuentran bastante extendido s 
en los Estados Unidos, como expresa Elías Neuman (2005): 
 
“En la actualidad, estos casos se hallan muy extendidos en los Estados 
Unidos. El asesor de Menores es quien resuelve si es que habrá mediación, 
aunque la aceptación y adhesión es voluntaria para quienes resulten víctimas y 
victimarios…que “el mayor número de casos juveniles que recibimos tienen que 
ver con daños a la propiedad y vandalismo; también por peleas, amenaza s y en 
menor proporción problemas de familia y robos a comercios.” (p.174)  
Como se puede evidenciar en la obra citada da a notar que el tipo de delitos en donde 
es aplicada esta mediación para la reparación son los llamados delitos menores, que no 
causan gran incidencia en la victima y que tienen la posibilidad de convenir una 
reparación para evitar el tener que llegar ante la justicia tradicional,  es decir juzgados y 
tribunales, como manifiesta en “op. Cit.”: 
 
“Y por la mediación se intenta reparar y religar los vínculos sociales rotos, 
sin recurrir a la justicia del castigo. En la mayoría de los casos se ha 
demostrado como reapropiando el conflicto pueden emerger nuevos laz os 
solidarios. Esta mediación social o comunitaria, tanto penal como civil, que es 
ajena a la justicia habitual, introduce el dialogo e intenta volver a la armonía y 
a la concordia.” (p.175) 
 
Dando a notar que a través de las soluciones alternativas al conflicto penal se trata de 
regresar el orden alterado por el cometimiento de un delito, evitando la justicia 
tradicional. 
 
El Plea Bargaining es una forma especial o alternativa de procedimiento procesal 
donde el denunciado pide al Juez, previo acuerdo con el denunciado, una reducción de 
hasta un tercio de la probable sanción,  aceptando el hecho delictivo, siempre y cuando el 
delito sea de baja gravedad. Es una negociación a través de la cual el procesado puede 
negociar con el ofendido y con el Estado, es decir, con quienes están inmersos en el 
proceso penal por las imputaciones penales y la responsabilidad.  
 
El Plea Bargaining ayuda a que mediante el acuerdo del infractor y la víctima se 
resuelvan la mayor parte de los casos penales en delitos menos graves, como  se 






En Chile desde el año 2000 se puso en marcha un proceso de reforma integral al 
sistema de justicia penal, al igual que en el Ecuador, eliminando un procedimiento 
escrito, secreto y de carácter inquisitivo por el proceso oral, público y contradictorio; 
además de mecanismos de resolución alternativa de conflictos y entre estos los acuerdos 
reparatorios que consisten básicamente en la posibilidad que tiene la víctima de un delito 
que afecte bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, de lesiones menos graves  
y de delitos culposos, de llegar a un acuerdo con el imputado conviniendo una forma de 
reparación que satisfaga a la víctima y que resarza las consecuencias del cometimiento 
del delito. 
Dentro de las características de este podemos encontrar que debe ser prestado en 
forma libre y con pleno conocimiento de los derechos por ambas partes. El acuerdo debe 
ser aprobado por el Juez de Garantías Penales, quien velará que se cumplan los requisitos 
de consentimiento libre e informado y debe además establecer que no existe un in terés 
público prevalente que haga que el acuerdo sea socialmente perjudicial, como 
manifiestan en la obra Evaluación de la Reforma Procesal Penal (Baytelman  & Duce, 
2003). 
 
En Chile, al igual que en el Ecuador, existe una definición y tramitación de los 
acuerdos reparatorios similar, con algunas variaciones, ya que define al acuerdo 
reparatorio como una salida alternativa en donde el imputado y la víctima convienen 
formas de reparación satisfactorias de las consecuencias dañosas del hecho punible y que  
deberá ser aprobado por el juez de garantías penales. Produce como consecuencia la 
extinción de la acción penal y cuyo objeto puede consistir en el pago de una suma de 
dinero fijada de común acuerdo o en otro tipo de prestaciones por parte del imputado co n 
la condición que el objeto sea lícito. 
 
Entre las variaciones que podemos encontrar es que en la celebración del acuerdo la 
resolución que aprueba el acuerdo reparatorio y sobresee definitivamente es apelable, en 
cambio la resolución que lo rechaza es inapelable. 
 
De igual manera el acuerdo reparatorio no extingue las acciones civiles derivadas del 
hecho punible y con estas las responsabilidades pecuniarias que correspondan, por 
cuanto, la norma chilena no especifica si este hecho es necesario estipular dentro del 




Cuando el acuerdo Reparatorio se encuentre ejecutoriado no puede ser dejado sin 
efecto por acción civil y se podrá solicitar su cumplimiento ante el juez de garantías 
penales, como manifiestan en Abogados de Chile en Línea (2010) Acuerdos Reparatorios. 
Disponible en URL: http://www.todojuicio.cl/abogados-penales-acuerdos-
reparatorios.php. 
 
La obra Manual para la Aplicación de Procedimientos Especiales y Salidas 
Alternativas, Soluciones Rápidas y Efectivas al conflicto Penal, expresa:  
 
“El imputado y la victima podrán convenir acuerdos reparatorios que el juez 
de garantía aprobara en audiencia, a la que citara a los intervinientes, para 
escuchar sus planteamientos, y, verificara si los concurrentes al acuerdo 
hubieren prestado consentimiento, en forma libre y con pleno conocimiento de 
sus derechos.”(EAST WEST MANAGEMENT INSTITUTE, 2012, p. 141) 
 
Obra que da a notar la similitud con la celebración de acuerdos en el Ecuador.  
2.2.7 Argentina  
 
El Art. 1 de la ley 24.573 de conciliación y mediación obligatoria  permite que previo 
al inicio de un proceso penal las partes puedan conciliar un acuerdo de reparación, 
quedando la justicia tradicional en segundo plano y solo cuando una mediación previa 
haya fracasado. 
 
Es así que el Art. 1 manifiesta: “Institúyese con carácter obligatorio la mediación 
previa a todo juicio, la que se regirá por las disposiciones de la presente Ley”, 
promoviendo una solución extrajudicial de la controversia . 
2.2.8 Bolivia 
 
En Bolivia dentro de su Código de Procedimiento Penal, vigente desde el 2001, se 
establecen Procedimientos Especiales y Salidas Alternativas que tienen el objetivo de 
evitar que un proceso penal sea la única salida para la solución a los conflictos penales 
congestionando el órgano de administración de justicia.  
 
De igual manera el Código de Procedimiento Penal de este país manifiesta que la 
acción penal pública se extingue por la reparación integral de la víctima en delitos 
menores y culposos que no tengan como resultado la muerte, como manifiestan en 
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Manual para la Aplicación de Procedimientos Especiales y Salidas Alternativas, 
Soluciones Rápidas y Efectivas al conflicto Penal:  
 
“El nuevo Código de Procedimiento Penal establece que la acción penal 
pública se extingue por la reparación integral del daño particular o social 
causado, realizada hasta la audiencia conclusiva en los delitos de contenido 
patrimonial, o en los delitos culposos, que no tengan por resultado la muerte, 
siempre que lo admitan la víctima o el fiscal según el caso.”(EAST WEST 
MANAGEMENT INSTITUTE, 2012, p. 141)  
 
 
La finalidad de las salidas alternativas es proporcionar una reparación oportuna por el 
daño causado, consecuencia del cometimiento de un delito , evitando la persecución 
indiscriminada de todos los delitos; para ello se plantea una audiencia de conciliación 
que puede darse en cualquier fase del juicio, que si se da la conciliación se extingue la 
acción penal. Contribuyendo así al descongestionamiento de las cárceles pues permite un  
trato diferenciado entre los hechos punibles que, por su mayor gravedad, deben ser 
perseguidos y aquellos otros en los que la pena carece de significación o relevancia 
social, como menciona  Blanco Díaz Heskia & Rojas. (2004) Justicia Restaurativa: 
Marco Teórico, Experiencias Comparadas y Propuestas de Políticas Públicas. 
Colección de Investigaciones Jurídicas, Universidad Alberto Hurtado, Nº 6, 
Santiago.  
 
El acuerdo Reparatorio es aprobado por el Juez, se sobresee definitivamente la causa, 
extinguiendo la responsabilidad penal del imputado como manifiesta en “op. Cit.”: 
 
“En cualquier caso, la conciliación tiene el efecto de extinguir la acción 
penal en contra del delito”  (p.141) 
 
La importancia de los Acuerdos Reparatorios, se visualizan en este país debido a que 
la ley del Ministerio Público manifiesta que cuando se persigan este tipo de delitos el 
fiscal a petición de parte o de oficio deberá procurar que las partes concilien un acuerdo 
para la reparación y de ser el caso cuales serían las condiciones del mismo como 
manifiesta “op. Cit.”: 
 
“…la ley del Ministerio Público expresa que cuando se persigan delitos de  
contenido patrimonial o culposo sí  que no tengan como resultado la muerte, y, 
siempre que no exista un interés público gravemente comprometido, el fiscal, de 
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oficio o a petición de parte, deberá exhortar para que manifiesten cuales son las 
condiciones en que aceptarían conciliarse, pudiendo incluso, solicitar el 
asesoramiento, auxilio de personas, o entidades especializadas en 
conciliación…” (p.141) 
 
Los Acuerdos Reparatorios han constituido la solución alternativa más utilizada en el 
proceso penal donde no siempre pueden consistir en la entrega de sumas de dinero, sino 
que además a estas también son altamente utilizadas  la petición pública de disculpas o 
labores de trabajo comunitario, permitiendo una Justicia Restaurativa a través de la 
reparación, reintegración y participación.  
 
El Art. 245 del Código de Procedimiento Penal de Bolivia estipula que e l acuerdo 
Reparatorio es una salida alternativa en cuya virtud el imputado y la víctima convienen 
formas de reparación satisfactorias de las consecuencias dañosas del hecho punible y 
que, aprobado por el juez de garantía, produce como consecuencia la extinción de la 
acción penal. Puede plantearse durante toda la fase de investigación, desde la 
formalización de la investigación hasta el cierre de la misma. Después de este momento 
sólo puede solicitarse en la audiencia de preparación de juicio oral donde la reparación 
puede consistir en el pago de una suma de dinero fijada de común acuerdo o en otro tipo 
de prestaciones o conductas por parte del imputado con la única condición que el objeto 




El nuevo Código Procesal Penal, en vigencia desde el 2013, implementa un sistema 
penal acusatorio en el Perú como instrumento de resolución de conflictos que se generan 
en la sociedad, viabilizando la resolución definitiva de los conflictos sociales, en busca 
de restablecer la paz social que ha sido alterada a causa del cometimiento de delitos.  
 
A este proceso de negociación entre el victimario y la víctima, con el fin de que 
lleguen a un acuerdo respecto del conflicto penal a través de una reparación del daño a la 
víctima, facilitando el rol del mediador como garante del acuerdo que lleguen ambas 
partes. De esta manera se estructura un modelo disuasorio, también llamado integrador , 
que prevé la solución conciliadora del conflicto, la reparación del daño causado a la 
víctima y a la comunidad y la propia, como explican en la obra La mediación reparadora 
46 
 
como estrategia de control social. Una Perspectiva Criminológica (VARONA 
MARTÍNEZ GEMA, 1998). 
 
2.2.10 Venezuela  
 
En Venezuela se ha implementado el  sistema Acusatorio, al igual que en el Ecuador, 
en donde la justicia penal venezolana se rige con los principios de celeridad y economía 
procesal, así como una mayor humanización dentro del proceso.  
 
En el Art. 40 y siguientes del Código Orgánico Procesal Penal se estipulan los 
requisitos y el procedimiento a seguir para que el Juez de Control pueda aprobar un 
acuerdo Reparatorio, en el que dice que el Juez podrá, desde la fase preparatoria, aprobar 
Acuerdos Reparatorios entre el imputado y la víctima, cuando: 1. El hecho pun ible 
recaiga exclusivamente sobre bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial; o 2. 
Cuando se trate de delitos culposos contra las personas, que no hayan ocasionado la 
muerte o afectado en forma permanente y grave la integridad física de la persona, 
debiendo el juez verificar que quienes concurran al acuerdo hayan prestado su 
consentimiento en forme libre y con pleno conocimiento de sus derechos y que 
efectivamente se está en presencia de un hecho punible de los antes señalado s.  
 
La obra Manual para la Aplicación de Procedimientos Especiales y Salidas 
Alternativas, Soluciones Rápidas y Efectivas al conflicto Penal , EAST WEST 
MANAGEMENT INSTITUTE (2012)  manifiesta: 
 
“Los acuerdos reparatorios entre víctima e imputado se conciben para 
resarcir tanto los daños materiales como los morales de la acción delictiva. Los 
requisitos que establece la legislación se sintetizan en los siguientes: el hecho 
punible sobre el cual recaiga el acuerdo debe referir, exclusivamente, a bienes  
jurídicos disponibles de carácter patrimonial; o tratarse  de delitos culposos 
contra las personas que no hayan ocasionado la muerte o afectado, de forma 
permanente y grave, la integridad física de otros.”(p. 140)  
 
Donde se puede diferenciar de la legislación ecuatoriana que el ámbito de aplicación 





También cabe tomar en cuenta que el efecto de la celebración de un Acuerdo 
Reparatorio también es la extinción de la acción penal, como manifiesta el Manual para 
la Aplicación de Procedimientos Especiales y Salidas Alternativas, Soluciones 
Rápidas y Efectivas al conflicto Penal, EAST WEST MANAGEMENT INSTITUTE 
(2012): 
 
“El efecto del acuerdo reparatorio cumplido es la extinción de la acción 
penal, respecto del imputado que hubiere invertido en él; y , por el contrario, el 
acuerdo reparatorio incumplido por el imputado, expresamente, da lugar a la 
continuación del proceso en su contra.” (p.140) 
 
2.3 Los Acuerdos Reparatorios 
 
Primeramente se debe definir cuál es el significado de la frase Acuerdos Reparatorios, 
pues bien la definición de acuerdo según la página web de consulta de términos más 
visitada a nivel mundial “es.wikipedia.org” dice textualmente: 
 
“Un acuerdo es, en Derecho, una decisión tomada en común por dos o más 
personas, por una junta, asamblea o tribunal. También se denomina así a un 
pacto, tratado o resolución de organizaciones, instituciones, empresas públicas o 
privadas.” “Es, por lo tanto, la manifestación de una  convergencia de 
voluntades con la finalidad de producir efectos jurídicos. El principal efecto 
jurídico del acuerdo es su obligatoriedad para las partes que lo otorgan 
naciendo para las mismas obligaciones y derechos. Es válido cualquiera que sea 
la forma de su celebración, oral o escrita, siempre que el consentimiento de los 
otorgantes sea válido y su objeto cierto, determinado, no esté fuera del comercio 
o sea imposible.”  ACUERDOS. Disponible en URL: 
http://es.wikipedia.org/wiki/Acuerdo (2014/03/23) [consulta  08 de mayo de 
2014] 
 
Por lo que en materia penal un acuerdo es la expresión de voluntades de ambas partes 
a fin de convenir un arreglo para dar por terminado un asunto controver sial, que en este 
caso sería el conflicto penal. 




“Reparación proviene del latín reparatĭo-ōnis. Se define como la acción o 
efecto de restituir a su condición normal y de buen funcionamiento, a cosas 
materiales mal hechas, deterioradas,  o rotas.” REPARACION. Disponible en 
URL:http://es.wikipedia.org/wiki/Reparaci%C3%B3n [consulta  08 de mayo 
de 2014] 
 
Conjugando estas definiciones no haría falta más explicación sobre el concepto del 
Acuerdo Reparatorio y cuál es su finalidad, sin embargo se tomaría en cuenta la 
importante definición que da el MANUAL PARA LA APLICACIÓN DE 
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES Y SALIDAS ALTERNATIVAS “Soluciones Rápidas y 
Efectivas al Conflicto Penal” publicado por el Programa de Fortalecimiento de la Justicia 
en el Ecuador EAST WEST MANAGEMENT INSTITUTE que textualmente dice: 
 
“Consiste en un acuerdo entre el procesado y el ofendido para que el primero 
repare las consecuencias dañosas del hecho que se persigue penalmente, de algún 
modo que resulte satisfactorio para el segundo, y que, aprobado por el Juez de 
Garantías Penales y cumplido integralmente, produce como consecuencia, el 
archivo definitivo de la causa” (Soluciones Rápidas y Efectivas al Conflicto 
Penal, EAST WEST MANAGEMENT INSTITUTE , pág. 139, mayo 2012) 
 
Concepto que en definitiva es una breve explicación a la definición que da el art. 37.1 
del Código de Procedimiento Penal, en donde en pocas líneas da tanto como la definición 
y el procedimiento a seguir para la aplicación del mismo, sin embargo se debe ir más allá 
de un concepto y un procedimiento, ya que se debe analizar profundamente la incidencia 
y beneficios que tiene la aplicación de la misma.  
 
El Acuerdo Reparatorio consiste en el Acuerdo entre el procesado y el ofendido para 
que el primero de esta pareja procesal penal repare las consecuencias de los daños del 
hecho que se persigue penalmente, entendiéndose la reparación como aquella que va más 
allá de satisfacer las necesidades económicas de la víctima de un delito, denominada en 
la doctrina como compensación, sin embargo este acuerdo debe ser aprobado por el Juez 
de Garantías Penales y una vez que ha sido cumplido lleva como consecuencia el  archivo 





En este caso en particular se produce una revelación tácita de la figura del Fiscal 
llegándose a una especie de privatización del ejercicio público de la acción penal, 
pasando a manos exclusivas de los particulares, sin embargo tanto la figura del Fiscal 
como la del Defensor cobran gran importancia al momento de negociar y asesorar a los 
que buscan un acuerdo. 
 
Aun cuando se ha pensado y se ha entendido que ésta salida es un mecanismo de 
reparación económica la reparación va más allá del sentido económico que se le pretenda 
atribuir. 
 
Los Acuerdos de Reparación constituyen una forma de privatización de la persecución 
penal como ocurre con los delitos de Acción Privada  consagrados en el Art.36 del Código 
de Procedimiento Penal, aquellos que permiten Conversión Art.37 del Código de 
Procedimiento Penal, es por ello que siempre debe existir un control judicial en la 
celebración y validación de estos acuerdos. 
 
La Reparación en un sentido amplio es una meta de racionalizar al derecho de penar 
del Estado, siempre y cuando no perjudique el interés social sino que, por el contrario, 
coopere con los fines de la pena dando protagonismo de esta forma a la víctima.  
El objetivo de este estudio investigativo será promover la iniciativa de que la Fiscalía 
General del Estado, en aplicación de la mediación y negociación entre procesado y 
víctima, conforme así lo ha propuesto el propio Consejo Consultivo de la Función 
Judicial mediante política N° 001-2011, así como analizar la normativa establecida en 
nuestro Código de Procedimiento Penal y sugerir sobre la base de un análisis doctrinario, 
comparado y estadístico una implementación de capacitadores que preparen 
adecuadamente a los funcionarios de la Fiscalía para que estos en su papel simultaneo de 
conciliadores direccionen a las partes para que lleguen a un Acuerdo Reparatorio en 
beneficio de las partes y principalmente de la víctima.  
Según el East West Management Institute presente en el Ecuador mediante el 
Programa de Fortalecimiento de la Justicia en su página web 
www.fortalecimientojusticia.org manifiesta: “Las Salidas Alternativas son herramientas 
legales que facilitan respuestas de calidad, mediante un proceso rápido y eficaz 
otorgando al conflicto penal una solución distinta a la tradicional. El Código de 
Procedimiento Penal incorpora los Acuerdos Reparatorios y la Suspensión Condicional 
del Procedimiento, como salidas alternativas cuyo objetivo fundamental es lograr una 
justa reparación por el daño causado. Incluye además el principio de oportunidad, la 
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conversión y métodos de simplificación procesal (procedimiento abreviado 
y  procedimiento simplificado) que consisten en sentenciar mediante un proceso más ágil 
y económico casos no graves, generando ahorro en recursos humanos y económicos al 
sistema procesal penal y, sobre todo, brindando una respuesta oportuna a la víctima. Las 
vías de depuración permiten no iniciar la investigación o no proseguir con ella, en casos 
que no son investigables o, en casos en donde el interés de la víctima es prevalente al 
interés social, y por tanto, no se justifica su tratamiento en el sistema judicial. Dentro de 
estas vías están la desestimación, el archivo provisional y el archivo definitivo. Las 
salidas alternativas (excepto los archivos y las desestimaciones) se resuelven en 
audiencias públicas en los juzgados de garantías penales.” Dando así una vez más la 
connotación e importancia que tienen la utilización de salidas alternativas entre estas el 
Acuerdo Reparatorio en beneficio de las víctimas y en aplicación a los principios 
consagrados en la Constitución de la República del Ecuador.  
El Manual para la Aplicación de Procedimientos Especiales y Salidas Alternativas, 
Soluciones Rápidas y Efectivas al conflicto Penal, escrito por el Programa de 
Fortalecimiento de la Justicia en el Ecuador, EAST WEST MANAGEMENT 
INSTITUTE, manifiesta que los Acuerdos Reparatorios también son entendidos como 
aquella salida alternativa que se concede en audiencia por medio de una resolución 
judicial si la víctima y procesado hubieren convenido una reparación generándose la 
extinción de la responsabilidad penal, dice que este es un mecanismo de reparación 
económica sin perjuicio lo que constituye una figura muy práctica para dar término al 
conflicto legal, convirtiéndose así en una privatización del ejerc icio público en la acción 
penal, permitiendo desarrollar o proponer , a diferencia de la suspensión condicional de 
procedimiento, diversos mecanismos de restauración considerados validos por las partes 
para efectos de poner fin al proceso penal.  El Manual desarrollado por el Programa de 
Fortalecimiento de la Justicia en el Ecuador, propone que los Fiscales y Jueces deben 
tener preparación y capacitación en mediación y conciliación para promover acuerdos 
que sean accesibles, cualquiera sea su nivel socio económico, para de este modo evitar 
que para el sujeto de escasos recursos económicos que se encuentra dispuesto a colaborar 
la única respuesta penal disponible sea la sentencia condenatoria. Resaltando también 
que el Acuerdo Reparatorio no solo consistirá en  el desembolso de dinero sino también 
queda a la creatividad y utilidad que los intervinientes propongan para que el ofendido se 
sienta resarcido. El manual citado da una clara explicación a esta propuesta investigativa 
manifestando que los Acuerdos Reparatorios tienen vital importancia como salida 




El libro escrito por la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos 
INREDH, CEPAM, cuyo título es “Derecho a la  Reparación en el Procesamiento Penal” y 
cuyo principal tema de aporte a esta investigación trata sobre la Conciliación y la 
Reparación, me permito citar textualmente lo siguiente: “Conciliar en pocas palabras, 
quiere decir no irse de las manos, a los comportamientos de facto, ni siquiera al juez, 
sino al arreglo directo y dialogado. Conciliar, entonces, es uno de los primeros pasos que 
contribuye a la formación de una cultura de búsqueda del consenso, comprometido con la 
participación de todos los ciudadanos en la solución consensuada y pacífica de sus 
problemas (art. 2°, C.P.)”…“En  la conciliación desde el punto de vista jurídico es 
necesaria la intervención de un tercero llamado conciliador, quien debe reunir ciertas 
condiciones “…“La conciliación es un mecanismo útil para la solución de los conflictos 
porque: 1) Ofrece a las partes involucradas en un conflicto la posibilidad de llegar a un 
acuerdo, sin necesidad de acudir a la vía del proceso judicial que implica demora, costo 
para las partes y congestión para el aparato judicial;  2) Constituye un mecanismo 
alternativo de la administración de justicia que se inspira en el criterio pacifista que debe 
regir la solución de los conflictos en una sociedad;  3) Es un instrumento que busca lograr 
la descongestión de los despachos judiciales, asegurando la mayor eficiencia y eficacia 
de la administración de justicia, pues estas se aseguran en mayor medida cuando a la 
decisión de los jueces solo se someten las causas que están en capacidad de resolver 
oportunamente y sin dilataciones.”…“Mediante la conciliación se busca el acuerdo, se 
procura que la defensa de los propios derechos no desconozca de los demás.”, citas que 
dan a notar la gran importancia de la conciliación y los Acuerdos Reparatorios como 
método de simplificar el ejercicio de una acción en beneficio de las partes y en beneficio 
de un correcto aprovechamiento de los recursos del Estado, resarciendo así cualquier 
derecho que haya sido vulnerado, convirtiéndose en una solución en corto tiempo que se 
va a dar de forma eficiente y oportuna.  
 
2.3.1 Breve Análisis Histórico de los Acuerdos de Reparación 
 
Para entender el aparecimiento de la Reparación y con esta los acuerdos reparatorios 
se debe hacer un breve recorrido por la historia y referirse a las sociedades que tuvieron 






2.3.1.1 La Reparación en la Comunidad Primitiva 
 
En la Comunidad Primitiva el ser humano no tenía dentro de su desarrollo la 
conciencia de su “yo” individual, por lo que la conciencia existente en esa época era de 
tipo colectiva, es así  que las agrupaciones buscaban el bien de todos los pertenecientes a 
su grupo y de igual manera el daño ocasionado a  uno de ellos era representado como un 
daño a toda la agrupación. 
 
De esta manera aparece la llamada “venganza de sangre” o “vendetta”, como 
manifiesta el Catedrático Claudio Mena Villamar en su libro Lecciones de Historia del 
Derecho, donde expresa lo siguiente: 
 
“La especie es la responsable por todos los individuos. Este  sería el origen de 
la llamada ‘venganza de sangre’ o ‘vendetta’ costumbre que todavía se encuentra 
en algunos grupos.” (Claudio Mena Villamar, junio 2001, p. 58) 
 
Por lo manifestado se refleja que en la antigüedad la reparación constituía un 
sentimiento de compensación del  daño causado, siendo este sentimiento la denominada 
venganza que ejercían los grupos humanos en contra de la persona y grupo que 
ocasionaba el daño a cualquier miembro o a toda la agrupación; obviamente este tipo de 
actuaciones y satisfacciones irracionales ocasionaban daños irreparables dentro de las 
agrupaciones pues la búsqueda de venganza generaban guerras sangrientas que muchas 
veces culminaban con la desaparición de la agrupación perdedora. 
Esto refleja la desproporcionalidad que existía en la búsqueda de satisfacer un 
sentimiento de venganza por un mal ocasionado, sentimiento que podría ser llamado 
como el antepasado de la hoy llamada reparación.    
 
2.3.1.2 La Reparación y el Derecho en Babilonia 
 
En  Babilonia aparece la primera recopilación de normas legales existentes a lo largo 
de la historia del derecho, normas dictadas por Hammurabi, Rey de Babilonia, tomando 
el nombre de Código de Hammurabi por su creador, quien recopiló normas que 
comprenden derechos personales, derechos reales, comercio, familia, indemnizaciones de 




Dentro de las normas penales que contienen el Código de Hammurabi, tenemos la Ley 
del Talión, o mejor conocida como la Ley del ojo por ojo, diente por diente, siendo la 
expresión básica de este Código que en su traducción textualmente dice: “Si un hombre 
destruyere el ojo de otro hombre, se le destruirá el ojo; si un hombre arrancare el diente a 
otro hombre de su misma categoría, se le arrancara el diente a él.”  
 
Cabe tomar en cuenta que en este Código, los mandamientos y normas dependían de 
los rangos jerárquicos para su aplicación, pues es así lo que manifiesta el Catedrático 
Claudio Mena Villamar (2001) en su libro Lecciones de Historia del Derecho:  
 
“Se deduce que el derecho penal era discriminatorio pues las penas dependían 
de la categoría social del que recibía el agravio. Si este era un esclavo, la pena 
era mínima o muy leve. También el discrimen tenía relación con el actor de 
suerte que si este era un esclavo la pena era grave, lo cual no ocurría si el actor 
pertenecía a una categoría social alta.”(p.65) 
 
De esta manera se evidencia cómo la venganza, con la evolución de las sociedades se 
fue normando para darle un carácter proporcional, y hasta cierto punto regulado, sin 
embargo en esta época prevalecía la división social, por lo que no eran considerados 
como iguales dos personas de diferente grado jerárquico o social, situación que seguía 
generando una desproporcionalidad. 
 
Distinguía entre hombres libres y esclavos y establecía penas para varios delitos. La 
composición que es aquella institución que consiste en volver la situación al estado 
anterior al delito,  devolviendo el triple de lo  tomado, se admitía para algunos delitos 
meramente patrimoniales. 
 
Conforme a la concepción en la época, en que los esclavos y los niños se consideraban 
cosas, estos podían ser objeto de hurto.  Establecía penas drásticas y de inmediata 
aplicación, tales como muerte y mutilación. 
 
La Ley del Talión constituye de igual manera un antepasado aunque más regulado de 
la reparación, pues así que la persona que ocasionaba daño a otra debía recibir como 
castigo un daño igual, para que la primera pueda satisfacer el sentimiento de 




2.3.1.3 El Derecho Griego y la Reparación 
 
Grecia, apreciada por la inteligencia de sus hombres, era regida por monarquías con 
un sentido paternalista donde los ciudadanos no eran sometidos a la decisión del rey, si 
no que estas monarquías eran asesoradas por asambleas conformadas por el pueblo , que 
eran elegidas por sorteo. 
 
Dicen los autores Dr. José Reig Satorres y  Dr. Juan I. Larrea Holguín (2000) que 
a  estas Asambleas del pueblo y otras menores hicieron que Aristóteles llamara a Grecia 
como la ciudad de los jueces y procesos. 
 
Con esta regulación dentro de los procesos instaurados en contra de aquellos que 
cometieren delitos, se logra equilibrar el sentido de delito y condena, evitando la 
desproporcionalidad de las penas, y logra que estas penas en su gran mayoría se 
trasformen en una forma de reparación a la víctima, resarciendo o devolviendo lo 
afectado o ilegalmente tomado, es decir en Grecia se racionaliza la aplicación de penas 
por el cometimiento de delitos. 
 
El pueblo de Grecia tenía un sentido más equitativo de vida, respecto a civilizaciones 
contemporáneas, esta se basaba en la democracia, proporcionalidad y racionalización, así 
lo evidencia en la obra Manual de Historia del Derecho en el Ecuador que dice:  
 
“Con un matiz, quizá interesante, mientras los Griegos al someter sus pueblos 
ven bárbaros a civilizar, Roma ve enemigos que dominar, para convertirlos más 
tarde en amigos y aliados mediante el imperio de las leyes.” (Dr. José Reig 
Satorres, Dr. Juan I. Larrea Holguín, 2000, p. 21) 
 
De igual manera cabe resaltar que en esta sociedad ya se instauraba un juicio por 
llamarlo así, donde los tribunales populares escuchaban a las partes y dictaban sentencia 
según lo que cada parte aportaba al proceso. 
 
“Los tribunales populares se limitaban a escuchar tanto a las partes como los 






2.3.1.4 La Reparación y el Derecho Egipcio 
 
En la sociedad egipcia es una de las sociedades más antiguas pertenecientes a la época 
neolítica, que posee una larga historia dentro de su desarrollo y evolución.  
 
Dentro de su desarrollo podemos resaltar en materia penal los castigos eran muy 
severos, ya que el cometimiento de delitos como por ejemplo el perjurio conllevaban 
penas como la mutilación de nariz y orejas, trabajos forzados en minas y hasta el 
destierro. 
 
De igual manera los delitos graves como el homicidio, violación, conspiración contra 
el rey y saqueo de tumbas, estos dos últimos considerados graves respecto a la sociedad y 
creencias religiosas, eran castigados con la pena de muerte.  
 
Con respecto al área específica que se indaga en los delitos menos graves, que son 
considerados en la actualidad como susceptibles de acuerdo Reparatorio, aquel que 
robara era castigado con azotes y encarcelamiento teniendo que pagar un múltiplo del  
valor de los objetos robados, como lo manifiesta el catedrático  Claudio Mena Villamar 
(2001) de la siguiente manera: 
 
“Los delitos menos graves se castigaban con azotes y encarcelamiento. Un 
ladrón tenía que pagar a más de la pena de azotes, un múltiplo del valor de los 
efectos robados, pena similar a la figura en el código de Hammurabi y en el más 
antiguo derecho romano.”(p. 114) 
 
Es decir en la sociedad egipcia se puede evidenciar la existencia de la Reparación a la 
víctima en delitos menores, obviamente reparación impuesta directamente por el Faraón 
al igual que en las demás sociedades antiguas donde la reparación era impuesta por el 
Rey. 
De igual manera se destaca que en esta sociedad existía principal atención en la 
equidad de las penas por lo que al igual que la reparación había proporcionalidad en la 
misma, respecto del daño causado y lo restituido, como menciona el  Dr. Claudio Mena 
Villamar (2001) en su libro Lecciones de Historia de Derecho: 
 
“Lo que caracterizaba a la sociedad egipcia durante la XVIII dinastía es el 
cuidado de que exista equidad y que se asegure el respeto a la justicia. Al aparato 
judicial se le rodea de un especial esplendor y dignidad. La literatura jurídica de 
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este periodo describe a los egipcios como una nación muy interesada por las 
decisiones legales.”(p. 115) 
 
2.3.1.5 La Reparación y el Derecho de la India 
 
En la sociedad de la India era regida por la división de castas y la imposición de 
derechos y obligaciones según la casta a la que se pertenecía.  
 
Como aporte al derecho la sociedad de la India se destaca por el Código de Manú, que 
llevaba ese nombre por el apodo del Brahama que escribió dicho código. 
 
En materia penal el Código de Manú actuaba con total inequidad y discriminación por 
cuanto el sistema de castas que regía la sociedad de la India se evidenciaba 
principalmente en la imposición de penas y castigos por el cometimiento de delitos,  que 
menciona el Dr. Claudio Mena Villamar (2001) de la siguiente manera: 
 
“El derecho penal es discriminatorio, o sea que las penas dependen de la casta 
a la que pertenece el actor o el agraviado.  
En cuanto a las penas, estas son de diversa naturaleza: De muerte, corporales, 
de privación de libertad y pecuniarias. Un Brahama jamás puede ser sancionado 
con la pena de muerte o con la pena corporal, sino a lo sumo desterrado del país. 
La muerte del agresor en defensa propia es un eximente de culpa y si no es  
posible huir es eximente hasta la muerte de un Brahama.  
El asesinato era castigado con la pena de muerte si la víctima es una mujer, un 
Brahama o una criatura por nacer (aborto). Cuando la víctima es menos 
importante la pena podía ser de mutilación o limitarse a una indemnización 
económica cuyo monto se graduaba.”  (p. 115) 
 
Se evidencia que en la sociedad de la India la inequidad imperaba, por lo que se puede 
considerar que una reparación a la víctima solo existía si ésta fuera de una casta alta, más 
si este fuera de una casta de menos importancia, el castigo impuesto y la reparación no 






2.3.1.6 La Reparación y el Derecho Hebreo 
 
La sociedad hebrea se regía principalmente por los mandamientos emanados de Dios, 
es así que en esta sociedad aparece el primer código moral y legal de la historia con los 
diez mandamientos,  donde se establecen normas generales de comportamiento de 
cumplimiento obligatorio, cuya desobediencia constituía la imposición de una pena 
grave, incluso la pena de muerte. 
 
También se puede resaltar de esta sociedad la aplicación de la Ley del Talión, y la 
igualdad de todos ante la ley, lo que puede dar a notar la equidad con la que se actuaba, y 
sobre todo la proporcionalidad de la pena al mal causado. 
 
“Un rasgo importante lo constituye  el hecho de que era un principio cardinal 
la igualdad de todos ante la ley. En consecuencia, la discriminación por 
diferencia de estrato social no existió. De esta suerte, el rey o el sumo pontífice 
podrían ser reprimidos en igual forma que cualquier humilde habitante.” 
(Claudio Mena Villamar, Lecciones de Historia del Derecho, pag 127, 3ra 
edición, Quito, junio 2001) 
 
En el derecho hebreo los delitos menores no eran considerados para el cumplimiento 
de penas graves, ya que el robo o hurto, solo bastaba con la restitución del objeto.  
 
“Una nota interesante es que en el derecho hebreo los delitos contra la 
propiedad no eran infracciones graves. En el hurto bastaba la restitución de lo 
robado. En caso de un incendio intencional se ordenaba la indemnización del 
daño causado.” (Claudio Mena Villamar, Lecciones de Historia del Derecho, 
pag 128, 3ra edición, Quito, junio 2001) 
 
Se evidencia que la reparación se encontraba totalmente presente en la sociedad 
hebrea, pues en los delitos menos graves, bastaba con resarcir el daño a la víctima 
restituyendo lo afectado como en el caso del robo o hurto.  
 
2.3.1.7 La Reparación y el Derecho Musulmán 
 
El derecho musulmán es regido por un carácter eminentemente religioso y las normas 




El libro sagrado de los musulmanes es el Corán, que fuera escrito por el profeta 
Mahoma y dictado por Dios a través de él. Este  libro contiene un sin número de normas 
morales y legales de convivencia de carácter obligatorio.  
 
En el derecho penal se resalta el aparecimiento de los Acuerdos Reparatorios de 
manera primitiva ya que  en los delitos menores el perdón del agraviado o la 
compensación económica bastaba para evitar que la persona que cometió el delito cumpla 
la pena impuesta. 
 
“El homicidio y las lesiones corporales merecen una pena equivalente al daño 
según la Ley del Talión, pero pueden renunciarse sustituyéndolas por una 
compensación pecuniaria. El hurto se penaliza con la amputación de la mano 
derecha y otros delitos merecen la pena de azotes como tomar bebidas alcohólicas 
o pronunciar una calumnia.  
En muchos casos es el propio damnificado el que castiga al delincuente 
personalmente o le perdona .” (Claudio Mena Villamar, Lecciones de Historia 
del Derecho, pag136, 3ra edición, Quito, junio 2001) 
 
La sociedad musulmana aporta de manera tan generosa la participación de la víctima, 
ya que queda en decisión de ella el aceptar una compensación o perdonar al infractor, 
eliminando la imposición por parte de la autoridad de fijar una compensación o 
simplemente la imposición de una pena sin que exista la intervención de la voluntad o 
deseo del afectado.  
 
2.3.1.8 La Reparación y el Derecho Romano 
 
El derecho romano principalmente se caracteriza por  la conquista de los plebeyos 
gente a los patricios expidiendo la Ley de las XII tablas, que les otorgaba a los plebeyos 
garantías y derechos que antes solo les correspondían a los patricios.  También en la 
sociedad romana se distingue la existencia del derecho público y el derecho privado, y 
dentro de este primero el derecho penal.  
 
“El derecho penal, que determina los delitos y la aplicación de las penas, 
como función del Estado para proteger el orden jurídico…” (Olivio Puchaicela 





Con la aparición de la Ley de las XII tablas se establece la igualdad jurídica y política 
entre patricios y plebeyos, logrando un avance primordial de esta sociedad reduciendo el 
abuso del cual eran víctimas este sector de la sociedad. 
 
“La primera gran conquista en los años 451-450 fue la redacción y publicación 
a manera de código, de las Doce Tablas que contenía las principales normas 
jurídicas en vigor. Los plebeyos lograron en esta forma el fin del monopolio del 
derecho por los patricios y pusieron fin a la arbitrariedad. Se avanzó con este 
código en la igualdad jurídica entre patricios y plebeyos.” (Claudio Mena 
Villamar, Lecciones de Historia del Derecho, pag168, 3ra edición, Quito, 
junio 2001) 
 
De igual manera se puede destacar la Ley de las Doce tablas la aparición del pago de 
daños y perjuicios y una forma de reparación a la víctima tomando en cuenta las 
circunstancias de cometimiento del delito. 
 
“En la Ley de las Doce Tablas el ofensor estaba obligado en todos los casos de 
delito y cuasidelito al pago de daños y perjuicios. Así, en el robo se pagaba el 
doble de lo robado en los casos de delito infraganti, en los demás era el triple. En 
otros delitos se tomaba en cuenta la calidad de la víctima y las circunstancias del 
hecho.”(Luis Rodríguez Manzanera, Victimología, Pág. 333, 2ª Edición, 
Editorial Porrúa. México, D.F., 1989.)  
 
2.3.1.9 La Reparación y el Derecho Germánico 
 
La sociedad germánica veía el cometimiento de delitos como una afectación grupal, ya 
que la persona que afectaba a otra, afectaba al grupo en sí, tomando como grupo su casa, 
familia o pueblo. El derecho germano protegía la paz del individuo, ya que consideraba 
que esta era otorgada por la divinidad y no debía ser afectada por los hombres. Cuando 
una persona cometía un delito en contra de otra, perdía todos sus derechos sobre sí 
mismo y sus bienes, y  la víctima tenía en su poder el decidir si quería ejercer sobre este 
la venganza privada o exigir una compensación económica por el daño causado. Con el 
transcurso del tiempo esta compensación económica se volvió obligatoria según e l tipo 
de delito. 
“De ahí que el Derecho tuviese como fin fundamental la preservación de esa 
paz entendida como una imposición divina. El delito, por lo tanto, estaba 
concebido como el quebrantamiento del orden reinante en el grupo. Por eso, el 
delincuente que quebrantaba la paz del grupo era castigado a punto tal de perder 
60 
 
toda protección jurídica de sus bienes y de su persona. La comisión de un delito 
generaba una relación jurídica del tipo personal entre víctima y victimario. La 
víctima tenía el derecho a ejercitar una venganza de tipo particular, derecho que 
era extensible a su familia. Esta venganza podía consistir en el castigo físico del 
imputado y en la exigencia de una composición de tipo económica. Estos 
acuerdos de composición con el transcurso del tiempo, y en miras a evitar las 
grandes pérdidas de materiales ocasionadas con el sistema de las venganza 
privada, se hicieron obligatorios, excepto para determinados delitos, como por 
ejemplo el delito de traición, el delito contra el culto” . DERECHO PENAL 
PARTE GENERAL. Disponible en URL: http://penal-general.blogspot.com/ 
(2007/11/18) [consulta 02 de mayo de 2014] 
 
De esta manera se puede evidenciar como la sociedad germana quien luego de invadir 
Roma, serían los grandes protagonistas dentro de la Historia del Derecho, y en nuestro 
campo de estudio el derecho penal y la reparación.  
 
También cabe resaltar que en el Derecho Germánico ya se toma en cuenta la voluntad 
de la víctima de aceptar o no una reparación, parte esencial de la existencia de los 
Acuerdos Reparatorios, ya que se debe contar con la voluntad de ambas partes para llegar 
a un acuerdo y dar por terminado el conflicto penal.  
 
2.3.1.10 La Reparación y el Derecho Canónico 
 
El derecho penal canónico emana directamente de la Iglesia, que buscaba castigar y 
detener los hechos delincuenciales a través de un castigo que constituiría en u na 
penitencia, que tenía el deber de conseguir que el delincuente se arrepintiera de sus actos . 
El derecho canónico hace énfasis en tomar en cuenta la subjetividad del hecho delictivo, 
y procurando la proporcionalidad del castigo al acto cometido , este castigo podía ser 
físico o económico restableciendo lo afectado. 
 
El poder punitivo aplicado dentro del derecho canónico emanaba de Dios, y los delitos 
tenían el carácter de violatorios o atentatorios a las leyes y normas divinas.  
A través del derecho canónico se daba el carácter de pecados al cometimiento de 
delitos. 
 
Con relación al aporte del derecho canónico respecto a la reparación, podemos acotar 
su aporte respecto a la proporcionalidad de las penas impuestas y que el cumplimiento de 
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las mismas tenía como objetivo el lograr el arrepentimiento y la concientización del 
individuo sobre el hecho delictivo cometido, concientización que son eminentemente 
primordiales para que este al reconocer su error decida enmendarlo reparando a la 
víctima y restableciendo lo afectado. 
 
2.3.1.11 El Derecho Penal y la Reparación en América 
 
Con la influencia de estas grandes civilizaciones el derecho penal fue evolucionando 
constantemente adaptándose al modo de vida de las sociedades y cada vez con mayor 
atención a la víctima y la oportunidad de reparación a la misma, procurando más 
proporcionalidad de las penas, y la igualdad de intervención dentro del proceso penal, a 
fin que exista un juicio justo. 
 
Sin embargo en América no se puede hablar de una evolución del derecho con 
influencia de estas grandes civilizaciones hasta después de la conquista, pues América 
constituye una sociedad nueva con relación a las sociedades europeas y de medio oriente , 
ya que en América aún primaba una organización más primitiva dentro de las sociedades 
indígenas, de las cuales se puede resaltar la sociedad Inca, ya que con respecto a tribus y 
comunidades más antiguas no existen registros reales sobre sus formas de aplicación  del 
derecho. 
 
2.3.1.12 El Imperio de los Incas y la Reparación 
 
En la organización del Imperio de los Incas se visualiza una división de castas y una 
principal atención al bien colectivo, por lo que todo tipo de trabajo era encaminado a 
preservar la existencia y supremacía de su pueblo sobre otros. 
 
En materia penal se presenta una principal atención por el bienestar colectivo, más se 
deja de lado a cualquier persona que de manera individual haya sufrido un agravio, pues 
es así que solo eran condenadas aquellas personas que afectaban de manera grave un bien 
jurídico colectivo; sin embargo quedaba a decisión del agraviado individual perseguir su 
propia venganza para satisfacerse. 
 
“Basadre escribe a este respecto lo siguiente:  
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“A veces se tolera la venganza privada y el Estado deja la persecución del 
delincuente a la iniciativa del agraviado…” (Claudio Mena Villamar, 2001, 
p.81) 
 
La venganza privada constituye una reparación a través de un sentimiento, donde 
quedaba a decisión personal la persecución o no por el mal causado.  
 
En la sociedad inca primaba la desigualdad por cuanto existía división de castas, 
mismas que permitían que según su condición social sea juzgada su infracción.  
 
2.3.1.13 La Reparación en América durante la Conquista 
 
La conquista en América se vio protagonizada por España y Portugal, sociedades 
considerablemente más avanzadas con relación a América, donde a criterio de ellos 
llegaron a una sociedad primitiva que necesitaba regulación en apego a normas legales y 
a espirituales, ya que principalmente España era regida por raíces del derecho canónico 
que se reflejaba en el Catolicismo y en la norma que emanaba de Dios.  
 
Con relación al Derecho se crea el Consejo y las Leyes de Indias en las que se puede 
destacar en materia penal que el procedimiento se realizaba de forma escrita y por ende 
era lenta.  
 
“Las leyes procesales ofrecían garantías para evitar que nadie fuese 
desposeído de sus bienes sin defensa o para que todos fuesen juzgados por 
órganos competentes.”(Claudio Mena Villamar, 2001, p.81) 
 
Las Leyes de Indias en su libro séptimo recopilaban normas de carácter penal, donde 
se consideraba atenuante si quien cometía el delito era indígena y agravante si la víctima 
era indígena. 
 
Durante la conquista española se trató de acoplar las leyes españolas a las indígenas, 
por lo que se trató con las Leyes de las Indias dar un matiz complementario a las leyes 
españolas adaptándolas a la realidad indígena. Sin embargo los derechos reconocidos a 
los indígenas en donde se trató de darles principal atención debido a los abusos 
cometidos por los  conquistadores, estos rara vez se cumplían ya que la conquista se basó 
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en un saqueo indiscriminado de las riquezas indígenas, además de las graves vi olaciones 
a lo que hoy se conoce como derechos humanos en contra de los indígenas.  
Durante este periodo no se puede resaltar en si el derecho de reparación de la víctima, 
sin embargo podemos acotar que el infractor además de cumplir una pena  privativa de 
libertad también tenía una pena pecuniaria que era desproporcional y bastante elevada.  
 
2.3.1.14 La Reparación durante la República en el Ecuador 
 
El derecho penal en el Ecuador a través de su historia ha ido tomando distintos 
matices influenciados directamente por otras sociedades donde el avance en esta materia 
ha sido mayor y estrechamente relacionado a las pr ioridades propias de cada época. En el  
Ecuador la legislación penal ha sufrido varias modificaciones a lo largo de su historia en 
un intento de cubrir las necesidades  de los ecuatorianos.  
 
Pues es así que en el Ecuador regia un procedimiento penal inquisitivo, donde la 
administración de justicia era lenta y tardía, situación que provocaba el aumento 
desmesurado de la delincuencia y donde los ciudadanos se encontraban en una total 
desprotección ante la delincuencia, dando a la legislación penal el carácter de letra 
muerta. 
 
Esta situación generaba en la población pensamientos primitivos en donde su deseo de 
justicia afloraba el querer tomar la venganza por cuenta propia, ya que a través del 
aparato de justicia los resultados eran pocos y tardaban  mucho. 
 
La justicia en el Ecuador llegó a un colapso debido a las retrogradas legislaciones que 
nunca se fueron adaptando a la realidad de los ecuatorianos, donde buscar el castigo por 
el cometimiento de un delito consistía en una pérdida de tiempo, donde la víctima no 
constituía más que una de las pruebas del hecho delictivo, sin vigilar que ésta, si en el 
caso de que se llegara a imponer una pena sea resarcida realmente en el daño.  
 
El sistema inquisitivo tenía como característica que el procedimiento sea de forma 
escrita, dilatando de manera indiscriminada el transcurso del proceso, consiguiendo que 





De este sistema inquisitivo con pequeñas transformaciones al sistema acusatorio que 
aún operaba en el país con el Código de Procedimiento Penal de 1983 también cabe 
resaltar que la intervención de las partes era limitada, ya que el juez de oficio evacuaba 
todas las diligencias pertinentes que eran mantenidas con total confidencialidad. Todo el 
desarrollo del proceso se daba de manera escrita, situación que permitía la limitada 
actuación y contradicción de las partes, generando un procedimiento lento e ineficaz.  
 
La ultima codificación del Código de Procedimiento Penal del año 2000, instaura el 
sistema acusatorio en el país, en busca de agilitar la tramitación de causas y una pronta 
administración de justicia, procurando el acceso de las partes durante todo el proceso, a 
fin de que se cumplan sus derechos y garantías desde el inicio hasta la culminac ión del 
proceso. 
 
De igual manera con el Código de Procedimiento Penal del año 2000, aparece la figura 
de los Acuerdos de Reparación en el Art. 37.1, dando un agigantado paso donde los 
intervinientes tenían a decisión y acuerdo de sus voluntades el solucio nar el conflicto a 
través de la reparación. 
 
2.3.2 Fundamentación Legal 
 
2.3.2.1 Código de Procedimiento Penal 
 
 El Art.37.1 del Código de Procedimiento Penal ecuatoriano refiere a la 
celebración de Acuerdos Reparatorios, donde dice que : “Excepto en los delitos en 
los que no cabe conversión según el artículo anterior, el procesado y el ofendido, 
podrán convenir acuerdos de reparación, para lo cual presentarán conjuntamente 
ante el fiscal la petición escrita que contenga el acuerdo y, sin más trámite, se 
remitirá al juez de garantías penales quien lo aprobará en audiencia pública, oral 
y contradictoria, si verificare que el delito en cuestión es de aquellos a los que se 
refiere este inciso y que los suscriptores del acuerdo lo han hecho en forma libre y 
con pleno conocimiento de sus derechos.” Donde la citada norma legal nos hace 
entender que la celebración de estos acuerdos son voluntarios y expuestos por las 
partes al fiscal, para que este remita la petición al Juez de Garantías Penales, 
quien en audiencia verificara que el Acuerdo de Reparación no sea con respecto 
de los señalados en la norma legal esto es: “a) Cuando se trate de delitos que 
comprometan de manera seria el interés social; b) Cuando se trate de delitos 
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contra la administración pública o que afectan los intereses del Estado; c) Cuando 
se trate de delitos de violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio; d) 
Cuando se trate de crímenes de lesa humanidad; o, e) Cuando la pena máxima 
prevista para el delito sea superior a cinco años de prisión. Una vez verificado 
que el acuerdo de reparación, el juez como manda la norma deberá verificar que 
este sea celebrado mediante la expresión de su voluntad.  
 
El artículo mencionado también manifiesta que a la audiencia deberán ser 
convocados el fiscal y el defensor de  manera obligatoria, y que este podrá ser 
presentado hasta el plazo de cinco días después que el tribunal de  garantías 
penales avoque conocimiento de la causa. 
 
De igual manera la aprobación el acuerdo Reparatorio se ordenará el archivo 
temporal de la causa. El archivo definitivo solo procederá cuando el juez de 
garantías penales conozca del cumplimiento íntegro del mismo.  
 
La resolución emitida por el Juez de Garantías Penales que aprueba el acuerdo 
Reparatorio tiene fuerza ejecutoria; y, si este no se cumpliera, el afectado podrá 
escoger entre hacer cumplir el acuerdo o que se continúe la acción penal.  
 
Igualmente este artículo dice que los jueces de garantías penales llevarán un 
registro de los acuerdos de reparación aprobados, y se ingresarán en el sistema 
informático para conocimiento de todos los operadores de justicia, situación que 
servirá para un control estadístico de estos procesos.  
 
 El art. 5.1 del Código de Procedimiento Penal y siguientes nos dice “Debido 
proceso.- Se aplicarán las normas que garanticen el debido proceso en todas las 
etapas o fases hasta la culminación del trámite; y se respetarán los principios de 
presunción de inocencia, inmediación, contradicción, derecho a la defensa, 
igualdad de oportunidades de las partes procesales, imparcialidad del juzgador y 
fundamentación de los fallos.”. Teniendo que tomar en cuenta que los principios 
consagrados en este cuerpo legal son los estipulados en la Carta Magna de la 
república del Ecuador, tomando en cuenta que en f iel cumplimiento de estos, la 





 En aplicación del principio de oralidad que en el Art.5 innumerado siguiente 
del Código de Procedimiento Penal manifiesta: “En todas las etapas, las 
actuaciones y resoluciones judiciales que afecten los derechos de los 
intervinientes se adoptarán en audiencias donde la información se produzca por 
las partes de manera oral. No se excluye el uso de documentos, siempre que estos 
no reemplacen a los peritos y testigos, ni afecten a las reglas del debido proceso y 
del principio contradictorio. Queda prohibida la utilización por parte de los 
juzgadores de elementos de convicción producidos fuera de la audiencia o 
contenidos en documentos distintos a los anotados en el inciso anterior, salvo las 
excepciones establecidas en este Código.” Por lo que la aceptación de la 
celebración del acuerdo Reparatorio debe darse en audiencia oral y pública, ya 
que se están discutiendo los derechos de ambas par tes que darán fin a la 
controversia legal con la extinción de la acción.  
 
 El principio de mínima intervención penal constante en el Art. 5 innumerado 
del Código de Procedimiento Penal manifiesta: “En la investigación penal, el 
Estado se sujetará al principio de mínima intervención. En el ejercicio de la 
acción penal se prestará especial atención a los derechos de los procesados y 
ofendidos.” En lo que podemos analizar que el ámbito penal será en última 
opción, y en el caso de la celebración de acuerdos reparatorios, con una solución 
rápida y efectiva al conflicto penal, a través de un acuerdo, dando como resultado 
la extinción de la acción. 
 
 El principio de celeridad consagrado en el Art.5 innumerado del Código de 
Procedimiento Penal manifiesta: “Para el trámite de los procesos penales y la 
práctica de los actos procesales son hábiles todos los días y horas: excepto en lo 
que se refiere a la interposición y fundamentación de recursos, en cuyo caso 
correrán solo los días hábiles.” Donde también se analiza que con la celebración 
de acuerdos Reparatorios la tramitación de causas concluirán tempranamente, 
permitiendo una rápida administración de justicia.  
 
 Los derechos del ofendido están establecidos en el Código de Procedimiento 
Penal Ecuatoriano y son los siguientes:  




2. A ser informado por la Fiscalía del Estado de la indagación preprocesal y de la 
instrucción;  
 
3. A ser informado del resultado final del proceso, en su domicilio si fuere 
conocido, aun cuando no haya intervenido en él;  
 
4. A presentar ante el Fiscal superior quejas respecto de la actuación del agente de 
la Fiscalía, en los casos siguientes:  
 
a) Cuando no proporcione la información sobre el estado de la investigación 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al momento en el que fue solicitada;  
 
b) Cuando de la información se desprenda falta de diligencia en la actividad 
investigativa;  
 
c) Cuando la inadecuada actuación del Fiscal ponga en riesgo la obtención o la 
conservación de vestigios, evidencias materiales u otros elementos de prueba; y,  
 
d) En general cuando hubiere indicios de quebrantamiento de las obligaciones del 
Fiscal;  
 
5. A solicitar a la Jueza o Juez de turno que requiera de la Fiscal o el Fiscal que, 
en el término de quince días se pronuncie sobre si archiva la denuncia o archiva la 
instrucción. Para el ejercicio de este derecho, se requiere haber interpuesto 
previamente la queja a la que refiere el numeral anterior y que ésta hubiera sido 
resuelta en el término de quince días.  
 
6. A que se proteja su persona y su intimidad, y a exigir que la policía, el Fiscal, la 
Jueza o Juez de Garantías Penales y el Tribunal de Garantías Penales adopten para 
ello los arbitrios necesarios, sin menoscabo de los derechos del procesado;  
 
7. A reclamar la indemnización civil una vez ejecutoriada la sentencia 
condenatoria, conforme con las reglas de este Código, haya propuesto o no acusación 
particular.  
 
De estos derechos podemos visualizar una generalidad de que la víctima u 
ofendido tiene derecho a tener conocimiento del estado de la causa, a participar en 
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ella, a una tramitación eficaz y eficiente, y a demandar daños y perjuicios una vez 
concluida la acción penal; pues es cumplimiento de estos derechos, podemos analizar 
que la celebración de un Acuerdo Reparatorio dará fiel cumplimiento a sus derechos, 
de una manera eficaz y eficiente beneficiando no solo a la víctima si no al apar ato 
judicial que se verá saturado de tantas causas inconclusas susceptibles de la 
celebración de Acuerdos Reparatorios.  
 
2.3.2.2 Constitución de la República del Ecuador 
 
 La Constitución de la República del Ecuador en primera instancia, establece 
los Derechos de Protección donde dice en el Artículo 75: Toda persona tiene 
derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita 
de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 
celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las 
resoluciones judiciales será sancionado por la ley. Donde se manifiestan el 
derecho que tienen los ciudadanos al acceso a la justicia, que de manera imparcial 
y expedita deberá vigilar sus derecho e interés, en este caso el interés primordial 
de la víctima es la justicia, misma que se puede obtener de manera a través de una 
sentencia o una reparación temprana y posiblemente antes del inicio del proceso 
penal. 
 
 El Art. 78 de la Constitución de la Repúb lica del Ecuador establece que: “las 
víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se les 
garantizará su no re victimización, particularmente en la obtención y valoración 
de las pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras fo rmas de 
intimidación. Se adoptarán mecanismos para una reparación integral que incluirá, 
sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, 
indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del 
derecho violado. Se establecerá un sistema de protección y asistencia a víctimas, 
testigos y participantes procesales.”, pues es así  que la aplicación de Acuerdos 
Reparatorios como solución al conflicto penal, vigila principalmente los derechos 
de las victima consagrados en este artículo de la Carta Madre, debido a que no es 
de ajeno conocimiento que las víctimas de delitos menores son susceptibles de 
una constante re victimización en su constante búsqueda de justicia, pues muchas 
veces los medios investigativos no surten los efectos deseados, o los procesos, si  
en el caso que se continúen hasta su terminación, demoran años, y principalmente 
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en los delitos que son contra la propiedad, los valores reclamados son 
insignificantes tanto para el tiempo invertido, como para los recursos estatales 
utilizados. Con relación a la reparación integral, que mejor forma que precautelar 
la misma, si no con un acuerdo de reparación propuesto de manera temprana, 
donde la justicia que obtendrá la victima será una directa reparación sin  la 
necesidad de seguir un largo proceso, que muchas veces no suele conseguir los 
frutos deseados, debido a que si el Juez de Garantías Penales si la sentencia fuera 
condenatoria no fijara daños y perjuicios, la victima deberá demandarlos vía civil, 
situación que constituirá gastos en profesionales del derecho, que para la 
recuperación de pequeños valores resulta infructuoso.  
 
 El Art. 190 de la Constitución de la República reconoce los Medios 
alternativos de solución de conflictos en el cual textualmente manifiesta: “Se 
reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la 
solución de conflictos. Estos procedimientos se aplicarán con sujeción a la ley, en 
materias en las que por su naturaleza se pueda transigir...”, se debe tomar en  
cuenta que para llegar a un acuerdo de reparación las partes en el conflicto penal 
deberán mediar una solución y conciliar el problema, llegando a un acuerdo 
satisfactorio para ambas, pues es así que la Constitución de la República reconoce 
el arbitraje, la mediación y otros procedimientos penales para la solución de 
conflictos. Hoy en día los funcionarios de las fiscalías, se han constituido 
mediadores improvisados, a fin de conseguir una solución pronta y efectiva al 
conflicto, sin embargo el estado debe crear centros especializados en mediación 
penal que faciliten y promuevan este tipo de soluciones alternativas.  
 
 El Art. 189 de la Constitución de la República reconoce a los Jueces de Paz 
de la siguiente manera: “Las juezas y jueces de paz resolverán en equidad y 
tendrán competencia exclusiva y obligatoria para conocer aquellos conflictos 
individuales, comunitarios, vecinales y contravenciones, que sean sometidos a su 
jurisdicción, de conformidad con la ley. En ningún caso podrá disponer la 
privación de la libertad ni prevalecerá sobre la justicia indígena.  Las juezas y 
jueces de paz utilizarán mecanismos de conciliación, diálogo, acuerdo amistoso y 
otros practicados por la comunidad para adoptar sus resoluciones, que 
garantizarán y respetarán los derechos reconocidos por la Constitución. No será 
necesario el patrocinio de abogada o abogado…”, por lo que se da a notar un paso 
importante y fundamental dentro de la solución de conflictos en el país, pues 
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muchas veces la naturaleza del caso, puede dar cabida a  una solución pronta y 
efectiva a los conflictos.  
 
 El artículo 169 de la Constitución de la República del Ecuador manifiesta que 
el Sistema Procesal es un  medio para la realización de justicia y que las normas 
procesales consagraran los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 
inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del 
debido proceso, en cumplimiento a las mismas resaltando el principio de 
simplificación, eficacia, celeridad y economía procesal la importanc ia de la 
celebración de Acuerdos Reparatorios constituye una directa aplicación de los 
mismos, al reducir el tiempo en el cual tanto el ofendido como el imputado 
obtenga una solución práctica y justa dando por terminado la contienda legal.  
 
 De igual manera, el artículo 169 de la Constitución de la República del 
Ecuador también manifiesta de manera expresa que no se sacrificará la justicia 
por la sola omisión de formalidades, es decir que en la actualidad debido al 
procesamiento innecesario, debido a que con un correcto direccionamiento es 
posible que las partes convengan la celebración los Acuerdos Reparatorios, y que 
estos no sean presentados de manera tardía o simplemente una vez que las partes 
han desertado debido a la larga tramitación e innecesaria espe ra. 
 
 El artículo 190 de la Constitución de la República del Ecuador reconoce el 
arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la solución de 
conflictos quedando manifestada de manera expresa la cabida de los Acuerdos 
Reparatorios. 
 
2.3.2.2.1 Principio de Celeridad 
 
Este Principio se encuentra consagrado en algunas de las disposiciones de la 
Constitución del Ecuador, como el  artículo 169 que dispone: “El sistema procesal es un 
medio para la realización de la justicia. Las normas procesale s consagrarán los principios  
de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y 




El Principio de Celeridad establece según lo manifestado por JORGE ZAVALA 
BAQUERIZO, (2004) en su obra Tratado de Derecho Procesal Pena l: 
 
“…la necesidad de que los procesos penales se desarrollen en un tiempo 
prudencial para evitar la viciosa costumbre de eternizar la sustanciación de 
dichos procesos con grave detrimento de la justicia que se transforma en 
injusticia para ofendidos y ofensores cuando se dilata…”  (p.223) 
 
De igual manera el artículo 172 de la Constitución de la Republica establece: “Las 
servidoras y servidores judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y l os otros operadores 
de justicia, aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de 
administración de justicia…”, es decir que el órgano de administración de justicia deberá 
funcionar de manera diligente y eficaz, a fin de precautelar un rápido proceso, pu diendo 
acotar que un proceso que por consejo del órgano de justicia ha logrado llegar a un 
Acuerdo Reparatorio, tendrá una salida más rápida y eficiente al conflicto, como nos 
manifiesta “op. Cit”: 
 
“…se inspira en el hecho de  que la justicia debe ser adm inistrada de manera 
pronta de tal forma que el acceso a la tutela jurídica y el ejercicio del derecho 
de defensa no se limite al solo hecho de recurrir al órgano jurisdiccional 
respectivo y luego esperar un largo, muy largo tiempo, para que se resuelva el 
asunto que motivó la actividad judicial, sino que la resolución definitiva debe 
llegar pronta y ágil para que el ciudadano se sienta confiado en que el Estado 
está velando de manera efectiva por sus bienes e intereses…”  (p.223) 
 
En definitiva el Principio de Celeridad busca que el Sistema Procesal Penal tenga 
procesos y medios que hagan de la justicia más ágil, rápida y eficiente.  
 
2.3.2.2.2 Principio de Eficacia y Eficiencia de la Administración Pública 
 
El artículo 227 ibídem de la Constitución de la Republica manifiesta: “La 
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia y eficiencia…”. Entendiendo que para un servicio rápido y 
eficiente la descongestión de las fiscalías que conoce procesos susceptibles de Acuerdos 
Reparatorios, donde con una solución rápida y eficiente a estos, disminuirá notablemente 
la carga laboral de los funcionarios del Órgano de administración de justicia, para que 
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este pueda poner principal atención a los demás procesos en  los cuales las partes no han 
conciliado, o que simplemente por su naturaleza no son susceptibles de acuerdos.   
 
2.3.2.2.3 Principio de Mínima Intervención  
 
La Constitución del Ecuador en su artícu lo 195 establece: “La Fiscalía dirigirá, de 
oficio o a petición de parte, la investigación preprocesal y procesal penal; durante el 
proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima 
intervención penal, con especial atención al interés público y a los derechos de las 
víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos infractores ante el juez competente, e 
impulsará la acusación en la sustanciación del juicio penal.” De lo que podemos 
primeramente tomar en cuenta que en cumplimiento de los principios de oportunidad y 
mínima intervención penal, una solución temprano al conflicto penal, evitaría una 
tramitación penal, que por el tipo de delito tendría su desenlace a través del principio de 
oportunidad, sin que se haya conseguido un reparación de la víctima, y más bien re 
victimizando a la misma primeramente por el delincuente sin castigo y posteriormente 
por el estado y el órgano de justicia. De igual manera la especial atención que se debe 
brindar al interés público y a los derechos de las víctimas, podemos analizar que la 
celebración de un acuerdo reparatorio, evitara a la víctima un proceso penal en el cual 
deberá comparecer y del cual no siempre se conseguirá una sentencia condenatoria, 
mientras que en la celebración de acuerdos, la victima será reparada de manera 
proporcional al mal causado, dando por terminado el proceso penal, como nos manifiesta 
el Dr. Alfonso Zambrano Pasquel (2009): 
 
“El Derecho Penal es un derecho de mínimos, que debe intervenir allí donde 
no haya más remedio, cuando la ausencia de alternativas sancionadoras más 
eficaces se revele como la única respuesta posible frente a conductas 
reprobables que afecten a los bienes jurídicos más preciados.”(p.16) 
 
La mínima intervención penal, es referente a la aplicación de ultima ratio, en donde se 
entiende que se acudirá al ámbito penal en última instancia, una vez agotadas todas las 
demás, y es así que la conciliación de las par tes para que lleguen a un Acuerdo 
Reparatorio se debería dar previo al proceso penal, ya que evitarían una tramitación 




El principio de mínima intervención penal se fundamenta y justifica en salidas 
alternativas al conflicto penal, donde la finalidad del  mismo es la obtención de una pena 
en castigo por el daño cometido, mientras que en las  salidas alternativas se podrían 
visualizar otros medios menos drásticos para la solución de conflictos en materia penal 
 
2.3.2.2.3 Principio de Oportunidad  
  
El Principio de Oportunidad establecido en el artículo 195 de la Constitución del 
Ecuador dice: “La Fiscalía dirigirá de oficio o a petición de parte, la investigación 
preprocesal y procesal penal;  durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción 
a los principios de oportunidad…”, y,  el Código de Procedimiento Penal establece: “El 
fiscal en razón de una eficiente utilización de los recursos disponibles para la 
investigación penal y de los derechos de las partes, podrá abstenerse de iniciar la 
investigación penal o desistir de la ya iniciada cuando: 1. El hecho constitutivo de 
presunto delito no comprometa gravemente el interés público, no implique vulneración a 
los intereses del Estado y tenga una pena máxima de hasta cinco años de prisión. 2. En 
aquellos delitos donde por sus circunstancias el infractor sufriere un daño físico grave 
que le  imposibilite llevar una vida normal o cuando tratándose de un delito culposo los 
únicos ofendidos  fuesen su cónyuge o pareja y familiares comprendidos hasta el segundo 
grado de consanguinidad.  Cuando se trate de delitos de violencia sexual, violencia 
intrafamiliar o delitos de odio, el fiscal no podrá abstenerse en ningún caso de iniciar la 
investigación penal.” Principio que significa que en ciertos tipos de delitos la fiscalía 
podrá escoger suspenderla, interrumpirla o renunciar a ella y no  realizar la persecución 
penal, y esto significaría que muchos delitos menores, quedaran prácticamente impunes 
para la víctima, pero esto significa que se ahorraran los recursos el estado que serían en 
vano invertidos en un proceso penal infructuoso. Sin embargo si se propusiera en primera 
instancia la celebración de acuerdos de reparación, la víctima tendrá la oportunidad de 
ser reparada en este tipo de delitos, sin que se inicie un proceso penal, por lo que es 
necesaria una implementación de los mismos antes de que por Principio d e Oportunidad 
sean desestimados, en otras palabras el Estado le estaría expropiando a la víctima el 
derecho al reclamo y, mucho más a el resarcimiento del daño causado por el 





2.3.2.3 Código Orgánico de la Función Judicial 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial publicado en el Suplemento del Registro 
Oficial No. 544 del 09 de Marzo de 2009 dice: “La Administración de Justicia será rápida 
y oportuna, tanto en la tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo 
decidido…”, por lo que en cumplimiento a una tramitación rápida y oportuna podemos 
decir que a través de la celebración de Acuerdos Reparatorios, las fiscalías y juzgados 
del Ecuador podrán dar solución a miles de procesos, a fin de dedicar su tiempo a la 
tramitación de que los en donde no es susceptible la celebración de acuerdos, por lo que 
promover la celebración de acuerdos de reparación de manera temprana, proporcionara a 
la víctima lo consagrado en este cuerpo legal. 
 
2.3.2.4 Código Orgánico Integral Penal 
 
El 18 de Enero del 2012 la Comisión Especializada Permanente de Justicia y 
Estructura del Estado de la Asamblea Nacional de la República del Ecuador presenta el 
Proyecto de Código Orgánico Integral Penal, en el cual se plantea una reforma a la 
Legislación Penal Ecuatoriana a fin de precautelar una eficaz administración de justicia 
en cumplimiento de los derechos de los ecuatorianos. 
 
El 28 de enero de 2014, finalmente se aprueba el Código Orgánico Integral Penal, que 
propone una reforma total al sistema penal ecuatoriano, adicionando nuevos tipos penales 
e implementando nuevos procedimientos penales.  
 
Entre estos se sustituye la figura agregada del Acuerdo Reparatorio implementando la 
conciliación a fin de llegar a acuerdos de reparación y dando nuevas reglas y 




Artículo 663.- Conciliación.- La conciliación podrá presentarse hasta antes de 
la conclusión de la etapa de instrucción fiscal en los siguientes casos:  
1. Delitos sancionados con pena máxima privativa de  libertad de hasta cinco 
años. 
2. Delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte.  
3. Delitos contra la propiedad cuyo monto no exceda de treinta salarios básicos 
unificados del trabajador en general. Se excluye de este procedimiento las 
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infracciones contra la eficiente administración pública o que afecten a los  
intereses del Estado, delitos contra la inviolabilidad de la  vida, integridad y 
libertad personal con resultado de muerte, delitos contra la integridad sexual y 
reproductiva y delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo  
familiar. 
Artículo 664.- Principios.- La conciliación se regirá por los principios de 
voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibilidad, neutralidad, 
imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad. 
Artículo 665.- Reglas generales.- La conciliación se sustanciará conforme con 
las siguientes reglas: 
1. La víctima y la persona investigada o procesada presentarán ante la o el fiscal 
la petición escrita de conciliación que contendrán los acuerdos.  
2. Si el pedido de conciliación se realiza en la fase de  investigación, la o el fiscal 
realizará un acta en el que se establecerá el acuerdo y sus condiciones y 
suspenderá su actuación hasta que se cumpla con lo  acordado. Una vez cumplido 
el acuerdo se archivará la investigación de acuerdo con las reglas del presente 
Código. 
3. Si el investigado incumple cualquiera de las  condiciones del acuerdo o 
transgrede los plazos pactados, la o el fiscal revocará el acta de conciliación  y 
continuará con su actuación. 
4. Si el pedido de conciliación se realiza en la etapa de  instrucción, la o el fiscal , 
sin más trámite, solicitará a la o al juzgador la convocatoria a una audiencia en 
la cuales cuchará a las partes y aprobará la conciliación. En la  resolución que 
apruebe el acuerdo ordenará la suspensión del proceso hasta que se cumpla con 
lo acordado y el levantamiento de las medidas cautelar  eso de protección si se 
dictaron. 
5. Cumplido el acuerdo, la o el juzgador declarará la  extinción del ejercicio de 
la acción penal. 
6. Cuando la persona procesada incumpla cualquiera delas condiciones del 
acuerdo o transgreda los plazos pactados, a pedido de la o el fiscal o de la 
víctima, la o el juzgador convocará a una audiencia en la que se  discutirá el 
incumplimiento y la revocatoria de la resolución de conciliación y la suspensión 
del procedimiento. 
7. En caso de que, en la audiencia, la o el juzgador llegue  a la convicción de que 
hay un incumplimiento injustificado y que amerita dejar sin efecto el acuerdo,  lo 
revocará, y ordenará que se continúe con el proceso  conforme con las reglas del 
procedimiento ordinario.  




9. Durante el plazo para el cumplimiento de los acuerdos  de conciliación se 
suspenderá el tiempo imputable a la prescripción del ejercicio de la acción penal 
y los plazos de duración de la etapa procesal  correspondiente. 
10. No se admitirá prórroga del término para cumplir el  acuerdo. 
11. Revocada el acta o resolución de conciliación no podrá  volver a 
concedérsela.” 
 
Donde se ha tomado en cuenta la importancia de la celebración de Acuerdos 
Reparatorios, a través de una nueva figura que es la CONCILIACIÓN a fin de que las 
partes para que convengan una reparación, en razón de la necesidad actual de la misma 
que ha sido evidenciada en las Fiscalías y Juzgados que se ven desbordados y retrasados 
al tener que cumplir con lo estipulado en la actual Legislación Penal referente al 
procesamiento penal. 
 
2.4 Definición Términos Básicos 
 
 Acción legal: Cualquier acto jurídico en defensa de los derechos de una persona 
natural o jurídica. 
 Acuerdo: la manifestación de una convergencia de voluntades con la finalidad de 
producir efectos jurídicos. El principal efecto jurídico del acuerdo es su obligatoriedad 
para las partes que lo otorgan naciendo para las mismas obligaciones y derechos.  
 Acuerdo Reparatorio: Se denomina acuerdo reparatorio, en derecho procesal, a un 
acuerdo entre el imputado por un delito o falta y la víctima, que pone fin al proceso 
penal. 
 Celeridad: Prontitud, rapidez, velocidad: 
 Constitución: Ley Suprema de constitución de un Estado; propiamente elaborada 
por decisión popular o por un pacto entre el soberano y el pueblo.  
 Delito: Es el acto humano realizado por diversas causas o motivos, que violentan el 
derecho de las personas, a las que se les denomina delito. Existen razones que pueden 
ser: económicos, sociales, políticas, ideológicas, culturales, psicológicas, psiquiátricas 
que explican el cometimiento de la infracción penal. Estos factores son condiciones que 
facilitan al cometimiento de delitos. 
 Denuncia: Noticia o aviso que se da a una autoridad de un delito o una acción que 
va contra la ley, o de su autor. 
 Denunciante:El que interpone una denuncia 
 Eficacia: es la capacidad de alcanzar el efecto que espera o se desea tras la 
realización de una acción. 
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 Hecho: Resultado de una acción, omisión o acontecimiento.  
 Imputable: Siendo una aptitud de la personalidad del agente, la imputabilidad se 
distingue tanto de la imputación como de la responsabilidad, si bien algunos lo niegan. 
Se distingue de la imputación, porque esta es atribución del hecho realizado al agente, 
para los fines del derecho penal. Y atribuir para los fines del derecho penal, el hecho al 
agente, quiere decir no solo que el hecho, además de ser producto material de su 
actividad física, es producto de su actividad síquica, pero que es atribuible al agente y 
acarrea las consecuencias previstas por el derecho penal positivo. De este modo, la 
imputación supone la imputabilidad, que se refiere a la persona del agente y la hace 
posible. 
Pero la imputabilidad se distingue también de la responsabilidad, que la sigue 
cronológica y lógicamente a la imputación, y que expresa la relación que surge entre el 
estado y el autor del delito, cuando se compruebe, por la vía jurisdiccional, que este está 
obligado a sufrir las consecuencias jurídico-penales de su conducta.  
 Imputar: Achacar a alguien la autoría de un delito o falta.  
 Infracción: Jurídicamente, comportamiento típico, antijurídico y culpable 
merecedor de una pena. 
 Inmediación: Principio del derecho procesal que preconiza la relación y el 
conocimiento directo entre las partes y el juez. Su medio ideal de cumplimiento es el 
proceso oral. 
 Legislación: Un cuerpo de leyes que regulan una determinada materia o al conjunto 
de leyes de un país. 
 Norma: Pauta, regla que determina como debe hacerse una cosa, que característica 
debe tener. 
 Ofendido: Pueden ser ofendidos, y lo son de jure y de facto, la sociedad que se ve 
agraviada o amenazada por el hecho punible, y el individuo -o los individuos- y la 
persona colectiva -o las personas colectivas- que miran dañados o puestos en peligro sus 
intereses y sus derechos. 
 Principio: es una ley o regla que se cumple o debe seguirse con cierto propósito, 
como consecuencia necesaria de algo o con el fin de lograr cierto propósito.  
 Procesado: Persona a quien el juez imputa un delito.  
 Simplificación: Transformación de una cosa en otra más sencilla, más fácil o menos 
complicada. 
 Uniformidad: Semejanza o igualdad que existe en las características de los distintos 
elementos de un conjunto. 





“Los Acuerdos Reparatorios como salida alternativa al conflicto penal en la 
legislación ecuatoriana” 
 
2.6 Caracterización de las Variables 
 
Variable Independiente.- Acuerdo Reparatorio 
Variable Dependiente.- Irrespeto a los Principios de Celeridad, Mínima Intervención 
Penal y Economía Procesal consagrados en la Constitución, además de la vinculación que 
existe entre el procesado y el ofendido dentro de un proceso penal ocasionando la 



























CAPÍTULO III. METODOLOGÍA 
 
3.1 Modalidad de Investigación 
 
La modalidad a utilizarse será la Investigación de Campo, la que tiene lugar donde 
ocurren los hechos y fenómenos objetos de investigación, en este caso será la Fiscalía 
General del Estado, a través de una de las Fiscalías Especializadas de Soluciones 
Rápidas, ubicada en la Casa de la Justicia de Carcelén de la ciudad de Quito, pues es allí 
donde la ciudadanía víctima del cometimiento de delitos acude a realizar la respectiva 
denuncia en busca de administración de justicia . 
 
Se ha denominado al tipo de investigación de Campo, por cuanto no hay mejor lugar 
para evidenciar la realidad del manejo de Acuerdos Reparatorios en el país, que el lugar 
donde empieza el proceso penal, desde sus inicios con la investigación a través de la 
Indagación Previa instaurada por la fiscalía para esclarecer los hechos.  
 
En la Fiscalía de Soluciones Rápidas se tramitan todos aquellos delitos llamados 
comúnmente como menores, y que en su gran mayoría, por no decir todos tienen una 
pena de hasta cinco años, como en aquellos en los que tiene cabida los Acuerdos 
Reparatorios según el art. 37.1 del Código de Procedimiento Penal . 
 
La Fiscalía General del Estado crea las unidades especializadas, en donde los fiscales 
según el tipo de delito y su complejidad deberán tener un trato diferenciado y proclive a 
investigaciones con mayor personal de apoyo, y poniendo principal énfasis en ciertos 
tratamientos específicos para la tramitación del mismo, refiriéndonos a tratamiento, pues 
no constituye lo mismo tramitar y tratar con la víctima de una violación, como con la 
víctima de un robo o una estafa. 
 
Pues es así que con la creación de la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas, 
como su nombre lo describe, se trata de dar una solución rápida al conflicto penal por 
tratarse de delitos que no tienen tanta incidencia por su cometimiento, y que por su 
naturaleza al tratarse en su mayoría en delitos contra el patrimonio de una persona, 
pueden solucionarse a través de un acuerdo Reparatorio. 
 
Cabe resaltar que una solución rápida al conflicto no significa violar el debido 
proceso, sino todo lo contrario, fomentar una más rápida y ágil tramitación con la 
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utilización de salidas alternativas al conflicto reconocidas en la legislación penal 
ecuatoriana, como en este caso específicamente los Acuerdos Reparatorios materia de 
esta investigación. 
 
Al trasladarnos a la Fiscalía Especializada en Soluciones Rápidas, y con previa 
autorización del Fiscal a cargo de la unidad tendremos acceso a las denuncias que estos 
tramitan, así como también a los cuadros estadísticos que se manejen, para poder tener 
una real fuente de información para la investigación, donde los resultados nos 
evidenciaran de qué manera se manejan los Acuerdos Reparatorios como salida 
alternativa al conflicto penal en el país. 
 
3.2 Población y Muestra 
 
La investigación tendrá lugar con la población comprendida por denunciantes hombres 
y mujeres, mayores de edad, que acudieron a la Fiscalía Especializada de Soluciones 
Rápidas para presentar una denuncia por los delitos de estafa, robo, hurto, abuso de 
confianza, lesiones, abigeato, violación de domicilio, falsificación de instrumentos 
privados, uso doloso de documento falso, usurpación de nombre y amenazas que son los 
principales delitos y de mayor tránsito por la Fiscalía Especializada de Soluciones 
Rápidas que son aplicables para el tema de investigación. 
 
La muestra se limitará a las denuncias ingresadas en la Fiscalía Especializada de 
Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la Justicia de Carcelén, donde realizaremos es ta 
investigación, misma que tiene conocimiento de las denuncias de los delitos cometidos 
en el Noroccidente de la ciudad de Quito, según la distribución territorial realizada por la 
Fiscalía General del Estado. 
 
Las denuncias están comprendidas en un periodo de siete meses, esto es 496 denuncias 
entre el mes de mayo de 2013 al mes de diciembre de 2013, tiempo suficiente y necesario 
para tener una perspectiva real de la variación y tramitación que se da a las denuncias 









CUADRO N° 1 
POBLACIÓN: Denunciantes Fiscalía de Soluciones Rápidas  
Hombres/Mujeres 
Mayores de Edad 
MUESTRA: 496 Denuncias 
DELITOS: Estafa, robo, hurto, abuso de confianza, lesiones, 
abigeato, violación de domicilio, falsificación de 
instrumentos privados, uso doloso de documento 
falso, usurpación de nombre y amenazas  
TIEMPO: Denuncias ingresadas desde Mayo 2013 hasta 
Diciembre 2013 
TERRITORIO: Noroccidente de Quito 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
N = Total de la Población (100) 
 
n = Tamaño de la Muestra 
 
(e)2= margen de error aceptado (0.09) 
 
 
n=                  N                . 
(E)2(N-1) +1 
 
n=             100              . 













3.3.1 Método Cuantitativo 
 
Se aplicará el método cuantitativo ya que la investigación que se va a realizar es 
medible numéricamente. Es así que el número de denuncias en delitos susceptibles de 
Acuerdo Reparatorio son de caracteres cuantitativos.  
 
Vamos a realizar una medición de los procesos por delitos susceptibles de Acuerdo 
Reparatorio en las cuales las partes han convenido un Acuerdo, dando fin al conflicto 
penal. 
 
De igual manera se va a realizar una medición de las causas en las cuales se continuó 
su tramitación hasta llegar a una sentencia. 
 
También se medirá cuantas causas se encuentran inconclusas, es decir que continúan 
en tramitación desde la presentación de la denuncia. 
 
Se realizará ésta investigación de conformidad a las siguientes categorías en los tipos 
de investigación, por la naturaleza misma del delito  es decir susceptible de la celebración 
de Acuerdos Reparatorios y el beneficio existente al recurrir a este procedimiento. 
 
La investigación está dirigida a modificar la realidad objetiva, con fines prácticos, 
utilitarios, mediatos e inmediatos, siendo nuestro objetivo el plantear la importancia de la 
celebración de Acuerdos Reparatorios como salida alternativa al conflicto penal.  
 
3.3.2 Método Cualitativo 
 
De la muestra tomada de 496 denuncias ingresadas a la Fiscalía Especializada de 
Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la Justicia de Carcelén se realizará un análisis 
cualitativo, a fin de diferenciar los tipos de delito  del ingreso total de la muestra tomada 





De igual manera se analizará que tipos de delitos tienen mayor índice de tramitación y 
sentencia, y en qué tipo delitos la tramitación se sigue sustanciando desde su 
presentación. 
 
3.4 Técnicas e Instrumentos de la Investigación 
 
En la presente investigación utilizaremos como técnica la  observación de los 
expedientes a fin de realizar una Comparación Estadística de Resultados, a través del 
análisis cuantitativo y cualitativo de la muestra de 496 denuncias ingresadas a la Fiscalía 
Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la Justicia de Carcelén de la 
ciudad de Quito, desde el mes de mayo de 2013 al mes de diciembre de 2013, se realizará 
una comparación de resultados entre las que se han celebrado Acuerdos Reparatorios, las 
que han obtenido sentencia y aquellas que continúan en tramitación, a fin de determinar 
el transcurso y eficacia de la tramitación que se da con la legislación penal existente.  
 
Los instrumentos a utilizarse en la presente investigación serán los expedientes de las 
496 denuncias que reposan en la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas de la Casa 
de la Justicia de Carcelén de la ciudad de Quito, además de los cuadros estadísticos  que 
maneja esta fiscalía, el libro de ingresos de denuncias y material digital estadístico de 
manejo interno de esta fiscalía. 
 
3.5 Validez y Confiabilidad de los Instrumentos 
 
En las Fiscalías Especializadas de Soluciones Rápidas se tramitan las causas por 
delitos de estafa, robo, hurto, abuso de confianza, lesiones, abigeato, violación de 
domicilio, falsificación de instrumentos privados, uso doloso de documento falso, 
usurpación de nombre y amenazas, que son aquellos  en los que son factibles la aplicación 
de Acuerdos Reparatorios, por lo que en un lapso de siete meses comprendidos entre los 
meses de mayo de 2013 a diciembre de 2013 se podrá analizar qué tipo de desarrollo han 
tenido estos expedientes y en cuáles de estos se han celebrado Acuerdos Reparatorios y 
en cuales se ha llegado a obtener una sentencia.  
  
Por lo cual los expedientes a revisar, conjuntamente con sus respaldos físicos y 
digitales estadísticos, son fuente indiscutible de información en donde se evidencia rá la 
real tramitación de estas y el grado de eficacia de la investigación y procesamiento penal, 
así como los resultados obtenidos por la celebración de Acuerdos Reparatorios, siendo 
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así que no hay mejor información que aquella suministrada de la fuente, en este caso la s 
Fiscalías Especializadas de Soluciones Rápidas y los expedientes que reposan en ella. 
 
3.6 Técnicas de Procesamiento y Análisis de Datos 
 
A través de la observación y revisión que se realizará de los expedientes que conoce la 
Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas, para determinar en cuales de estos se han 
llegado a Acuerdos Reparatorios o las partes han decidido continuar con la causa hasta su 
culminación, a fin de conseguir una sentencia condenatoria o absolutoria, con estos datos 
se procederá a clasificar dichos resultados en categorías de acuerdo al delito, al método 
adoptado es decir si es que se está tramitando el Acuerdo Reparatorio o las partes optaron 
por continuar con la causa, como se encuentra establecido el procedimiento en la Ley, 
estableciendo una comparación estadística de los resultados obtenidos. Una vez 
obtenidos los datos en mención se procederá a realizar un exhaustivo análisis, para 
observar la factibilidad de esta investigación y determinar la importancia del tema, así 
como el beneficio de la misma, tomando en cuenta los sectores de la sociedad que se 
beneficiarían y los grandes cambios que se establecerían en la Administración de 
Justicia. 
 
3.7 Recolección de la Información 
 
De la visita realizada a la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la 
Casa de la Justicia de Carcelén, de la ciudad de Quito, ubicadas en las calles Joaquín 
Mancheno y Tadeo Benítez, una vez solicitada la debida autorización al Doctor Raúl 
López Carrera, Fiscal titular de la fiscalía visitada, hemos tenido acceso a la sig uiente 
información: 
 
 En la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la 
Justicia, el personal existente se distribuye en Fiscal, Secretaria y Asistente, 
quienes son los encargados del manejo de todas las denuncias y tramitación de las 
mismas. 
 
Durante el mes de Mayo del año 2013 han ingresado 72 denuncias a la Fiscalía 




CUADRO N° 2 
DENUNCIAS MES DE MAYO DE 2013 
DENUNCIAS MAYO DELITO 
1. 170101813041244 ROBO 
2. 170101813050593 AMENAZAS DE DELITO 
3. 170101813050680 ABUSO DE CONFIANZA 
4. 170101813050635 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN C. CONDICIÓN 
5. 170101813050711 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN, C. CONDICIÓN 
6. 170101813050746 ROBO 
7. 170101813050947 AMENAZA DE DELITO C. ORDEN Y C. CONDICIÓN 
8. 170101813051028 AMENAZA DE DELITO C. ORDEN Y C. CONDICIÓN 
9. 170101813051081 ROBO 
10. 170101813051243 VIOLACIÓN DE DOMICILIO POR PARTICULARES 
11. 170101813051480 ROBO 
12. 170101813050554 LESIONES 4-8 DÍAS 
13. 170101813050610 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
14. 170101813050717 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
15. 170101813050807 ROBO 
16. 170101813050809 ROBO 
17. 170101813051337 ROBO 
18. 170101813051864 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
19. 170101813052056 HURTO 
20. 170101813052393 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
21. 170101813023971 ROBO 
22. 170101813051712 HURTO 
23. 170101813044366 ROBO 
24. 170101813050888 ESTAFA 
25. 170101813050910 ROBO 
26. 170101813051210 ESTAFA 
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27. 170101813051224 ABUSO DE CONFIANZA 
28. 170101813051408 ROBO 
29. 170101813051578 ESTAFA 
30. 170101813051569 ESTAFA 
31. 170101813051582 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN C. CONDICIÓN 
32. 170101813051604 AMENAZAS DE DELITO R. MENOR 
33. 170101813051847 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN C. CONDICIÓN 
34. 170101813051939 LESIONES 4-8 DÍAS 
35. 170101813052013 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN C. CONDICIÓN 
36. 170101813052155 LESIONES 9-30 DÍAS 
37. 170101813052343 ESTAFA 
38. 170101813052498 HURTO 
39. 170101813052710 ABUSO DE CONFIANZA 
40. 170101813052496 HURTO 
41. 170101813052508 USURPACIÓN DE NOMBRE 
42. 170101813052559 ROBO 
43. 170101813052857 ROBO VEHICULO PPF0327 
44. 170101813052865 AMENAZAS DE DELITO R. MENOR 
45. 170101813052908 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN, C. CONDICIÓN 
46. 170101813052983 LESIONES 4-8 DÍAS 
47. 170101813053011 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN, C. CONDICIÓN 
48. 170101813053038 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN, C. CONDICIÓN 
49. 170101813053127 ROBO 
50. 170101812083834 LESIONES 
51. 17010813051082 HURTO 
52. 170101813052085 ROBO 
53. 170101813052195 ABUSO DE CONFIANZA 
54. 170101813054004 LESIONES 4-8 DÍAS 




 Durante el mes de junio del año 2013 han ingresado 57 denuncias a la 
Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1. 
 
CUADRO N° 3 
DENUNCIAS MES DE JUNIO DE 2013 
DENUNCIAS JUNIO DELITO 
1. 170101813054768 






ABUSO DE CONFIANZA 
5. 170101813054534 
AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
56. 17010813053313 AMENAZAS DE DELITO 
57. 170101813053690 ROBO 
58. 170101813053345 ESTAFA 
59. 170101813053364 ABUSO DE CONFIANZA 
60. 170101813053444 ABUSO DE CONFIANZA 
61. 170101813053524 ROBO 
62. 170101813053786 LESIONES 4-8 DÍAS 
63. 170101813053798 ABUSO DE CONFIANZA 
64. 170101813053855 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN, C. CONDICIÓN 
65. 170101813053887 AMENAZA DE DELITO R. MENOR 
66. 170101813053995 HURTO 
67. 170101813054315 ROBO 
68. 170101813054369 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN, C. CONDICIÓN 
69. 170101813033614 ROBO 
70. 170101813054643 ROBO 
71. 170101813054792 HURTO 










VIOLACIÓN DE DOMICILIO POR PARTICULARES 
10. 170101813060661 















AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
18. 170101813060997 
AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
19. 170101813061700 






















LESIONES 4-8 DÍAS 
30. 170101813061588 















AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
36. 170101813062759 
FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS PRIVADOS 
37. 170101813062524 











LESIONES 9-30 DÍAS 
43. 170101813063456 
FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS PRIVADOS 
44. 170101813063262 
















AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
52. 170101813064125 
LESIONES 4-8 DÍAS 
53. 170101813064218 
AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
54. 170101813064337 













 Durante el mes de julio del año 2013 han ingresado 72 denuncias a la Fiscalía 
Especializada de Soluciones Rápidas N°1.  
 
CUADRO N° 4 
DENUNCIAS MES DE JULIO DE 2013 




AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
3. 170101813065028 



















AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
13. 170101813070399 




AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
16. 170101813070711 
FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS PRIVADOS 
17. 170101813070861 



























AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
30. 170101813065048 
FALSIFICACIÓN DE CERTIFICADOS CON NOMBRE DE 
FUNCIONARIO PUBLICO  
31. 170101813065051 
FALSIFICACIÓN DE CERTIFICADOS CON NOMBRE DE 
FUNCIONARIO PUBLICO  
32. 170101813071724 


























































AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
59. 170101813073530 




























ABUSO DE CONFIANZA 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 Durante el mes de agosto del año 2013 han ingresado 75 denuncias a la 
Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1.  
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CUADRO N° 5 
DENUNCIAS MES DE AGOSTO DE 2013 
DENUNCIAS AGOSTO DELITO 
1. 170101813071077 HURTO 
2. 170101813073918 ROBO 
3. 170101813074960 AMENAZAS DE DELITO R. MENOR 
4. 170101813075050 AMENAZA DE DELITO R. MENOR 
5. 170101813075075 ESTAFA 
6. 170101813075127 
ESTAFA 
7. 170101813073582 HURTO 
8. 170101813074501 ROBO 
9. 170101813080160 LESIONES 4-8 DÍAS 
10. 170101813080194 AMENAZAS DE DELITO R. MENOR 
11. 170101813080652 LESIONES 
12. 170101813080866 ABIGEATO SIN VIOLENCIA 
13. 170101813080339 ESTAFA 
14. 170101813080393 FUNCIONARIO PÚBLICO QUE RETUVIERE APORTES DEL 
IESS Y NO DEPOSITE 
15. 170101813080442 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
16. 170101813080531 AMENAZAS DE DELITO R. MENOR 
17. 170101813080690 ROBO 
18. 170101813080805 ESTAFA 
19. 170101813080847 ESTAFA 
20. 170101813080911 HURTO 
21. 170101813080932 ESTAFA 
22. 170101813081093 HURTO 
23. 170101813081190 AMENAZAS DE DELITO R. MAYOR 















31. 170101813081688 HURTO 
32. 170101813081742 ABUSO DE CONFIANZA 
33. 170101813081832 HURTO 
34. 170101813082024 HURTO 
35. 170101813082058 ABUSO DE CONFIANZA 
36. 170101813082352 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
37. 170101813082218 HURTO  
38. 170101813082267 LESIONES DE 4-8 DÍAS 
39. 170101813082640 ESTAFA 
40. 170101813082601 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
41. 170101813082474 USURPACIÓN DE NOMBRE  
42. 170101811083221 ABUSO DE CONFIANZA 
43. 170101812131945 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
44. 170101813082471 ESTAFA 
45. 170101813082609 ABUSO DE CONFIANZA 
46. 170101813082624 USURPACIÓN DE NOMBRE  
47. 170101813082928 ESTAFA 
48. 170101813083008 ROBO 
49. 170101813083048 HURTO 
50. 17010181064150 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
51. 170101813083215 ROBO 
52. 170101813083337 AMENAZAS DE DELITO R. MAYOR 
53. 170101813083365 USURPACIÓN DE NOMBRE  
54. 170101813083594 LESIONES 4-8 DÍAS 
95 
 
55. 170101813083657 AMENAZAS DE DELITO R. MENOR 
56. 170101813083705 ROBO 
57. 170101813084037 AMENAZAS DE DELITO C. ORDEN Y C. VERBAL 
58. 170101813084142 ESTAFA 
59. 170101813084188 ROBO 
60. 170101813084255 LESIONES 4-8 DÍAS 
61. 170101813084049 ABUSO DE CONFIANZA 
62. 170101813083485 HURTO  
63. 170101813083755 ESTAFA  
64. 170101813083705 ROBO  
65. 170101813084142 ESTAFA  
66. 170101813084188 ROBO  
67. 170101813084255 LESIONES DE 4-8 DÍAS 





71. 170101813084334 HURTO 
72. 170101813084480 ESTAFA 
73. 170101813084544 HURTO 
74. 170101813084606 ESTAFA 
75. 170101813084849 ESTAFA 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 Durante el mes de septiembre del año 2013 han ingresado 59 denuncias a la 








CUADRO N° 6 
DENUNCIAS MES DE SEPTIEMBRE DE 2013 
DENUNCIAS SEPTIEMBRE DELITO 
1. 170101813090077 HURTO  
2. 170101813085199 HURTO  
3. 170101813085217 ESTAFA  
4. 170101813090369 ROBO  
5. 170101813090338 LESIONES 9-30 DÍAS 
6. 170101813090378 
ROBO  
7. 170101813084914 ESTAFA  
8. 170101813084740 HURTO  
9. 170101813085153 ROBO  
10. 170101813085049 ROBO  
11. 170101813090570 HURTO  










AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
18. 170101813090222 ABUSO DE CONFIANZA 
19. 170101813090791 ESTAFA  
20. 170101813090796 ESTAFA  
21. 170101813091496 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
22. 170101813091190 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
23. 170101813091040 ROBO  
24. 170101813091068 ROBO  
25. 170101813091622 ROBO  
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26. 170101813091375 ROBO  
27. 170101813091996 ROBO  
28. 170101813091941 ROBO  
29. 170101813091778 HURTO  
30. 170101813092111 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
31. 170101813092650 HURTO  
32. 170101813090714 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
33. 170101813092216 ABUSO DE CONFIANZA 
34. 170101813092418 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
35. 170101813092443 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
36. 170101813092522 LESIONES 4-8 DÍAS 
37. 170101813092546 ROBO  
38. 170101813085037 ESTAFA  
39. 170101813092935 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
40. 170101813093082 LESIONES DE 4-8 DÍAS 
41. 170101813093198 HURTO  
42. 170101813093230 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
43. 170101813093117 VIOLACIÓN DE DOMICILIO POR PARTICULARES 
44. 170101813093157 ROBO  
45. 170101813093266 ESTAFA  
46. 170101813092744 ROBO  
47. 170101813093387 ROBO  





























Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 Durante el mes de octubre del año 2013 han ingresado 55 denuncias a la 
Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1.  
 
CUADRO N° 7 
DENUNCIAS MES DE OCTUBRE DE 2013 
DENUNCIAS OCTUBRE DELITO 
1. 170101813094826 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
2. 170101813100059 ROBO  
3. 170101813100307 ABUSO DE CONFIANZA 
4. 170101813100326 ESTAFA  
5. 170101813100330 ESTAFA  
6. 170101813100346 USURPACIÓN DE NOMBRE  
7. 170101813100552 FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS PRIVADOS  
8. 170101813100131 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
9. 170101813100194 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
10. 170101813100507 ABUSO DE CONFIANZA 
11. 170101813080780 HURTO  
12. 170101813101099 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
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CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
13. 170101813101153 ESTAFA  
14. 170101813101313 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
15. 170101813101356 HURTO  
16. 170101813100695 HURTO  
17. 170101813013098 ROBO  
18. 170101813100844 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
19. 170101813100897 LESIONES DE 4-8 DÍAS 
20. 170101813101287 FALSIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS PRIVADOS  
21. 170101813102030 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
22. 170101813092330 ESTAFA  
23. 170101813101765 ROBO  
24. 170101813101689 HURTO  
25. 170101813101801 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
26. 170101813101821 HURTO  
27. 170101813101903 ROBO  
28. 170101813102438 ESTAFA  
29. 170101813102731 ROBO  
30. 170101813102628 ESTAFA  
31. 170101813102303 ESTAFA  
32. 170101813101518 HURTO  
33. 170101813103000 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
34. 170101813103129 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
35. 170101813103618 HURTO  
36. 170101813103604 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MAYOR 
37. 170101813103303 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
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CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
38. 170101813103644 ROBO  
39. 170101813103714 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
40. 170101813103648 ESTAFA  
41. 170101813103572 ABUSO DE CONFIANZA 
42. 170101813102495 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
43. 170101813091057 HURTO  
44. 170101813103201 ESTAFA  
45. 170101813072189 ABUSO DE CONFIANZA 
46. 170101813104316 HURTO  
47. 170101813104237 ESTAFA  
48. 170101813103997 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR SI LA  AMENAZA NO HA SIDO 
ACOMPAÑADA DE ORDEN O CONDICIÓN   
49. 170101813103938 ROBO  
50. 170101813103835 ROBO  
51. 170101813104107 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
52. 170101813103974 HURTO  
53. 170101813104690 ESTAFA 
54. 170101813104413 LESIONES 8 A 30 DÍAS 
55. 170101813104911 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 Durante el mes de noviembre del año 2013 han ingresado 63 denuncias a la 







CUADRO N° 8 
DENUNCIAS MES DE NOVIEMBRE DE 2013 
DENUNCIAS NOVIEMBRE DELITO 
1. 170101813104789 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
2. 170101813104500 LESIONES 4-8 DÍAS 
3. 170101813104662 ROBO 
4. 170101813104831 ESTAFA 
5. 170101813110014 USURPACIÓN DE NOMBRE 
6. 170101813110067 LESIONES 31-90 DÍAS 
7. 170101813110161 HURTO 
8. 170101813110248 AMENAZA DE DELITO R. MENOR 
9. 170101813110276 AMENAZA DE DELITO R. MENOR 
10. 170101813110390 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
11. 170101813110829 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
12. 170101813110885 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
13. 170101813104068 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
14. 170101813104070 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
15. 170101813110493 APROPIACIÓN ILÍCITA 
16. 170101813110979 HURTO 
17. 170101813111280 VIOLACIÓN DOMICILIO PARTICULARES 
18. 170101813111501 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
19. 170101813111549 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
20. 170101813111612 ROBO 
21. 170101813111644 ESTAFA 
22. 170101813111663 VIOLACIÓN DOMICILIO PARTICULARES 
23. 170101813111757 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
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RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
24. 170101813111801 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
25. 170101813111925 ROBO 
26. 170101813112012 ROBO 
27. 170101813112034 ROBO 
28. 170101813112040 ROBO 
29. 170101813110705 HURTO 
30. 170101813111936 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
31. 170101813112205 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
32. 170101813112233 ROBO 
33. 170101813112347 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
34. 170101813112455 HURTO 
35. 170101813112514 AMENAZA DE DELITO PENA RECLUSIÓN MAYOR 
36. 170101813112554 HURTO 
37. 170101813112583 ESTAFA 
38. 170101813112640 ROBO 
39. 170101813112737 ROBO 
40. 170101812180084 ROBO 
41. 170101813111881 HURTO 
42. 170101813112923 ESTAFA 
43. 170101813113176 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
44. 170101813113229 HURTO 
45. 170101813113428 ESTAFA 
46. 170101813113545 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
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47. 170101813113788 VIOLACIÓN DOMICILIO PARTICULARES 
48. 170101813113752 ESTAFA 
49. 170101813114350 ABUSO DE CONFIANZA 
50. 170101813114126 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR 
51. 170101813114436 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
52. 170101813114449 ROBO 
53. 170101813114478 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
54. 170101813114524 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
55. 170101813114635 ROBO 
56. 170101813114260 ESTAFA 
57. 170101813114560 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
58. 170101813114698 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE 
RECLUSIÓN MENOR AMENAZA CON ORDEN Y BAJO 
CONDICIÓN DE MANERA VERBAL  
59. 170101813114726 ROBO 
60. 170101813114764 LESIONES 9 A 30 DÍAS 
61. 170101813114943 VIOLACIÓN DOMICILIO PARTICULARES 
62. 170101813114992 ROBO 
63. 170101813115059 LESIONES 4 A 8 DÍAS 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 Durante el mes de diciembre del año 2013 han ingresado 43 denuncias a la 







CUADRO N° 9 
DENUNCIAS MES DE DICIEMBRE DE 2013 
DENUNCIAS DICIEMBRE DELITO 
1. 170101813115225 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
2. 170101813120147 ROBO  
3. 170101813120178 ESTAFA  
4. 170101813120095 VIOLACIÓN DE DOMICILIO POR PARTICULARES 
5. 170101813120419 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
6. 170101813115273 USURPACIÓN DE NOMBRE 
7. 170101813120893 HURTO  
8. 170101813120739 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
9. 170101813121034 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
10. 170101813121132 ROBO 
11. 170101813121053 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
12. 170101813121525 VIOLACIÓN DE DOMICILIO POR PARTICULARES 
13. 170101813121434 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
14. 170101813121297 HURTO  
15. 170101813121261 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 
16. 170101813121681 ESTAFA  
17. 170101813120374 ROBO  
18. 170101813120576 ABUSO DE CONFIANZA 
19. 170101813120731 ESTAFA  
20. 170101813121386 HURTO  
21. 170101812106149 VIOLACIÓN DE DOMICILIO POR PARTICULARES 
22. 170101812110631 AMENAZA DE DELITO QUE MEREZCA PENA DE RECLUSIÓN 
MENOR 




24. 170101813121736 LESIONES DE 4 A 8 DÍAS 
25. 170101813121872 ROBO  
26. 170101813122322 LESIONES DE 4 A 8 DÍAS 
27. 170101813121941 ROBO  
28. 170101813122080 ESTAFA 
29. 170101813122134 ESTAFA 
30. 170101813120912 AMENAZA 
31. 170101813122281 USURPACIÓN DE NOMBRE 
32. 170101813122518 ROBO 
33. 170101813122611 ROBO 
34. 170101813122723 ESTAFA 
35. 170101813123070 HURTO 
36. 170101813122920 LESIONES 
37. 170101813122849 ESTAFA 
38. 170101813123613 AMENAZA 
39. 170101813121579 AMENAZA 
40. 170101813123187 HURTO 
41. 170101813123507 ROBO 
42. 170101813123194 AMENAZA 
43. 170101813123203 ABUSO DE CONFIANZA 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 De la revisión de los expedientes se desprenden que el ingreso total de causas 
de los meses comprendidos entre junio de 2013 a diciembre de 2013  son de 496, 
en las cuales se han iniciado Indagación Previa, delegando a  la Policía Judicial de 
la Casa de la Justicia de Carcelén, a fin de que rinda versión el denunciante y 
testigos, y para que se realice el Reconocimiento del lugar de los hechos. Como 
nos han sabido manifestar en la Fiscalía Especializada de Soluciones Ráp idas 
N°1, la Policía Judicial debe presentar un informe conteniente de las diligencias 
realizadas, y en el caso de que el denunciante no compareciera a prestar las 
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facilidades del caso para la realización de las diligencias el Policía Judicial 
designado deberá presentar un informe poniendo en conocimiento del Fiscal lo 
acontecido. 
 
El señor Fiscal Doctor Raúl López Carrera ha manifestado que un gran 
porcentaje de delegaciones a la Policía Judicial no se cumplen con las diligencias 
por cuanto el denunciante nunca comparece ante el llamado de la autoridad, como 
se evidencia en el Libro Digital de Control Interno de Causas de la Fiscalía 
Especializada de Soluciones Rápidas N°1, durante los meses de noviembre y 




Captura de Pantalla del Libro Digital de Control Interno de Causas Fiscalía 




GRÁFICO N°2  
 
Captura de Pantalla del Libro Digital de Control Interno de Causas Fiscalí a 









Captura de Pantalla del Libro Digital de Control Interno de Causas Fiscalía 
Especializada de Soluciones Rápidas N°1, mes de Diciembre de 2013. 
 
 
Se puede evidenciar que en la columna de la letra “J” en ambos gráficos 
correspondientes al mes de OCTUBRE, NOVIEMBRE y DICIEMBRE del año 
2013, dice DESCARGO PJ, esto quiere decir según la información proporcionada  
por la fiscalía, que las diligencias designadas a la Policía Judicial no se 
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realizaron, por cuanto el denunciante no compareció a p restar las facilidades del 
caso, dando un total de 51 causas en las que no se cumplieron diligencias 
investigativas. 
 
 De la revisión de los expedientes correspondientes a los meses de mayo a 
diciembre de 2013, se desprende que en los siguientes se ha solicitado Audiencia 
de Formulación de Cargos o ya han iniciado Instrucción Fiscal: 
 
CUADRO N° 10 
Causas con petición de Audiencia o Iniciado Instrucción Fiscal 
 
CAUSA N° DELITO ESTADO 
170101813063127 Estafa Instrucción Fiscal 
170101813084849 Estafa Instrucción Fiscal 
170101813090222 Abuso de Confianza Solicitud Audiencia de 
Formulación de Cargos 
170101813093432 Estafa Solicitud Audiencia de 
Formulación de Cargos 
170101813082471 Estafa Solicitud Audiencia de 
Formulación de Cargos 
170101813070050 Estafa Instrucción Fiscal 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 De los expedientes mencionados dos de ellos han convenido un Acuerdo 










CUADRO N° 11 
Causas con Acuerdo Reparatorio Iniciado Instrucción Fiscal  
 
CAUSA N° DELITO ESTADO 
170101813063127 Estafa Acuerdo Reparatorio 
170101813084849 Estafa Acuerdo Reparatorio 
 
Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 El señor Fiscal ha manifestado que muchas causas suelen solucionarse 
mediante Acuerdos Reparatorios Extrajudiciales, que son convenidos por las 
partes he ingresados por secretaria de la fiscalía  con un escrito solicitando la 
desestimación y archivo de la causa por cuanto han convenido un acuerdo y este 
ha sido cumplido a cabalidad; por lo que esos expedientes son desestimados por 
solicitud del denunciante que constituye un obstáculo legal para la investigación 
por cuanto el hecho materia de la denuncia ha sido subsanado mediante el 
acuerdo: 
CUADRO N° 12 
Causas con Acuerdo Reparatorio Extrajudicial 
CAUSA N° DELITO ESTADO 
1. 170101813053345 Estafa Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
2. 170101813054643 Robo Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
3. 170101813053444 Abuso de Confianza Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
4. 170101814051688 Abuso de Confianza Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
5. 170101813052710 Abuso de Confianza Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 




7. 170101813062079 Lesiones Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
8. 170101813073047 Estafa Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
9. 170101813072088 Lesiones Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
10. 170101813062079 Lesiones Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
11. 170101813124084 Lesiones Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
12. 170101813094124 Hurto Acuerdo Reparatorio 
Extrajudicial 
























Análisis e Interpretación de Resultados 
 
4.1 Análisis de Resultados 
 
En la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la 
Justicia, a cargo del Dr. Raúl López Carrera, entre los meses de mayo hasta 
diciembre del año 2013 han ingresado 496 denuncias diferenciadas entre los 
siguientes delitos: 
 
CUADRO N° 13 







VIOLACIÓN DE DOMICILIO 11 
ABUSO DE CONFIANZA 39 
HURTO 74 
USURPACIÓN DE NOMBRE 7 





Autora: CARLA IVANOVA HERRERA HERRERA 
 
 De las 496 denuncias ingresadas todas han sido abiertas indagación previa 
donde mediante resolución fiscal se delegó a la Policía Judicial a fin de que 
receptara versión del denunciante, testigos y reconocimiento del lugar de los 





 De las 496 denuncias en 6 el fiscal ha encontrado elementos convicción para 
iniciar Instrucción Fiscal, de las cuales en 3 ya se ha realizado la Audiencia de 
Formulación de Cargos. 
 
 De las 3 causas en las que se ha iniciado Instrucción Fiscal 2 han convenido 
Acuerdo Reparatorio dando por terminado el conflicto penal.  
 
 El señor Fiscal ha manifestado que las partes suelen llegar a Acuerdos 
Reparatorios Extrajudiciales solicitando la desestimación de las causas, por lo que 
de 496 denuncias en 12 se han convenido Acuerdos Reparatorios Extrajudiciales 
solicitando al Fiscal la desestimación de la causa.  
 
 De las 496 denuncias ingresadas entre los meses de mayo a diciembre de l año 
2013, con diferenciación de delitos se ha encontrado: 89 estafas, 97 robos, 121 
amenazas, 43 lesiones, 11 violación de domicilio por particulares, 39 abuzo de 
confianza, 74 hurto, 7 usurpación de nombre, 11 falsificación de instrumento 
privado, 1 abigeato y 3 en otros delitos.  
 
 En la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la 
Justicia, tres son los funcionarios encargados de tramitar las causas que ingresan 
por denuncias de delitos como estafa, robo, hurto, abuso de confianza, lesiones, 
abigeato, violación de domicilio, falsificación de instrumentos privados, uso 
doloso de documento falso, usurpación de nombre y amenazas.  
 




La Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la Justicia, durante 
los meses de mayo a diciembre de 2013, ha tenido un ingreso de 496 denuncias, con un 
promedio de ingreso de 70 denuncias mensuales.  
 
Del ingreso encontramos denuncias por los delitos de estafa, robo, hurto, abuso de 
confianza, lesiones, abigeato, violación de domicilio, falsificación de instrumentos 
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privados, uso doloso de documento falso, usurpación de nombre y amenazas, delitos en 
los que tiene cabida la celebración de Acuerdos Reparatorios.  
 
De la determinación de la afluencia de ingresos de denuncias según el tipo de delitos, 
determinamos que las amenazas son las que en mayor porcentaje se tramitan en la 
fiscalía, ocupando el segundo y tercer lugar las estafas y robos.  
 
Se evidencia que en todos los ingresos de denuncias se ha dado la tramitación inicial 
respectiva aperturando la Indagación Previa y delegando a la Policía Judicial para que 
realice las diligencias con colaboración del denunciante.  
 
De las 496 denuncias iniciadas Indagación Previa con delegación a la Policía Judicial , 
en 51 denuncias no se ha realizado las diligencias por falta de colaboración del 
denunciante, remitiendo el Agente designado un parte de descargo.   
 
4.2.2 Instrucciones Fiscales 
 
De la revisión de las 496 denuncias de la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas 
N°1 de la Casa de la Justicia, durante los meses de mayo a diciembre de 2013,  han 
existido fundamentos y elementos de convicción por parte de la fiscalía para Formular 
Cargos en 06 causas, de las cuales 05 causas son por el delito de Estafa y 01 por el delito 
de Abuso de Confianza. 
 
De las 06 causas en las que se han encontrado elementos de convicción, en 03 de ellas 
se ha celebrado la Audiencia de Formulación de cargos, dando inicio a la Instrucción 
Fiscal, mientras que en 03 de estas se ha solicitado la audiencia, pero la fecha  designada 
para la Audiencia Oral, Publica y Contradictoria aún se encuentra pendiente, 
evidenciando lo distanciada que se encuentra la fecha desde la solicitud.  
 
Para el índice de ingresos de 496 denuncias durante los meses de mayo a diciembre de 
2013, se puede evidenciar un bajísimo procesamiento penal limitado a 06 causas, donde 






4.2.3 Acuerdos Reparatorios 
 
De las 496 denuncias ingresadas en la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas 
N°1 de la Casa de la Justicia durante los meses de mayo a diciembre de l año 2013, en 02 
de las denuncias en las que se ha iniciado Instrucción Fiscal las partes han convenido un 
Acuerdo Reparatorio, dando por terminado el conflicto penal. 
 
Cabe recalcar que según el art. 37.1 del Código de Procedimiento Penal, el acuerdo 
reparatorio se celebrara entre el procesado y el ofendido, dando cabida a los Acuerdos 
Reparatorios solo en Instrucción Fiscal. 
 
4.2.4 Acuerdos Reparatorios Extrajudiciales 
 
De las 496 denuncias ingresadas en la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas 
N°1 de la Casa de la Justicia durante los meses de mayo a diciembre del año 2013 , en 
Indagación Previa las partes han convenido Acuerdos Reparatorios Extraj udiciales, dando 
un total de 12 causas, en las cuales las partes han presentado al fiscal una solicitud de 
archivo y desestimación de la denuncia por cuanto las partes han convenido un acuerdo.  
 
Se debe tomar en cuenta que esta solución al conflicto se ha dado en Indagación 
Previa donde según el art. 37.1 del Código de Procedimiento Penal los Acuerdos 
Reparatorios no tienen cabida. 
 
Comparando los Acuerdos Reparatorios celebrados según lo dispuesto en el art. 37.1 
del Código de Procedimiento Penal, estando en Instrucción Fiscal y mediante solicitud 
realizada al Fiscal para que este solicite al Juez de Garantías Penales día y hora para la 
celebración de la Audiencia en la cual se aprobará el Acuerdo Reparatorio, y las 
celebradas extrajudicialmente en Indagación Previa, existe una notoria diferencia en la 
cual los Acuerdos Extrajudiciales son en cantidad cinco veces mayores a los celebrados 
en Instrucción Fiscal con los requisitos de ley.  
 
También se puede analizar comparativamente que según el índice de ingreso de las 
496 denuncias la celebración de 12 Acuerdos Extrajudiciales, no son de mayor influencia 




4.3 Conclusiones  
 
De la información obtenida en la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de 
la Casa de la Justicia, se puede determinar que existe gran afluencia de denuncias 
mensuales, que se encuentran a cargo de tres funcionarios que son Fiscal, secretario y 
asistente responsables de la tramitación, por lo que podemos evidenciar que existe una 
carga procesal abundante relacionada a los delitos de estafa, robo, hurto, abuso de 
confianza, lesiones, abigeato, violación de domicilio, falsificación de instrumentos 
privados, uso doloso de documento falso, usurpación de nombre y amenazas, dando un 
total de 496 de los meses de mayo hasta diciembre del año 2013. 
 
De las 496 denuncias ingresadas en 51 de ellas a pesar de que la fiscalía ha dado el 
respectivo tramite de inicio de Indagación Previa y delegación a la Policía Judicial, el 
denunciante no ha comparecido a prestar las facilidades del caso, esto es rendir su 
versión y proporcionar datos exactos al Policía Judicial, a fin de dar cumplimiento con la 
delegación fiscal de toma de versiones y reconocimiento del lugar de los hechos, 
evidenciando el desinterés y desconfianza de la ciudadanía con el aparato de justicia 
ecuatoriano.  
 
De los seis procesos en los que la fiscalía ha encontrado fundamento para formular 
cargos en tres de estos ya se ha iniciado Instrucción Fiscal para el procesamiento penal, 
que en relación al ingreso total de 496 denuncias existe un bajísimo resultado relacionado 
a la Administración de Justicia que inicia mediante la investigación fiscal.  
 
De las tres causas restantes en donde la fiscalía ha encontrado fundamento para 
formular cargos, se encuentran pendientes con señalamiento de fecha  para la audiencia, 
lo que evidencia que las audiencias son señaladas por el Juzgado de Garantías Penales de 
manera muy distanciada, evidenciando la sobre carga procesal de estos, y por ende una 
lentísima Administración de Justicia. 
 
Existen 12 causas en las cuales las partes han convenido un Acuerdo Extrajudicial por 
lo que han solicitado al Fiscalía la desestimación y archivo de la caus a, es decir no han 
seguido con el procedimiento establecido en el art. 37.1 del Código de Procedimiento 
Penal. 
 
De igual manera de los datos aportados podemos evidenciar que de las 496 denuncias 
ingresadas durante los meses de mayo a diciembre del año 2013 , solo en 14 de ellas las 
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partes han convenido acuerdos, de los cuales dos son por vía legal y doce por vía 
extrajudicial. 
 
Entre las causas a las cuales se les ha dado tramite sea mediante Formulación de 
Cargos, Acuerdo Reparatorio y Acuerdo Extrajudicial , existe un total de 18 causas, que 
de un total de 496 evidencia un índice bajísimo de tramitación , debiendo resaltar que de 
las 496 denuncias en 51 de ellas no se ha dado la tramitación correspondiente con la 
Policía Judicial por la falta de colaboración del denunciante, sin dejar de lado que aunque 
el impulso debe ser de oficio por parte de la fiscalía, solo el denunciante es quien conoce 
exactamente y a detalle cómo se dieron los hechos, por lo que el reducido contenido de la 
denuncia no basta para continuar con la investigación. 
 
La sobrecarga procesal es evidente entre los funcionarios de la Fiscalía de Soluciones 
Rápidas N°1 de la Casa de la Justicia de Carcelén y Juzgado de Garantías Penales, 
evidenciando que de manera generalizada las demás fiscalías  y juzgados se encontraran 
en similar situación, impidiendo una ágil y eficiente tramitación de las causas penales y 
por ende una deficiente administración de justicia .  
 
Los Acuerdos Reparatorios en el art. 37.1 del Código de Procedimiento Penal tienen 
una limitadísima legislación, que además restringe la aplicación de Acuerdos 




De la visita a la Fiscalía Especializada de Soluciones Rápidas N°1 de la Casa de la 
Justicia, nos ha revelado una alarmante situación en donde un altísimo porcentaje de 
denuncias se encuentran inconclusas, es decir aun en tramitación , evidenciando una 
deficiente administración de justicia y por ende una generalizada inconformidad social, 
que solo puede ser subsanada tratando al problema de fondo dentro de las fiscalías y 
juzgados del Ecuador. 
 
La falta de personal y material humano en las fiscalías y juzgados del Ecuador es 
evidente por lo que una sobrecarga laboral existente es  parte del alarmante resultado de 
un bajo procesamiento penal, por lo que se debería proporcionar de un mayor número de 





También la limitadísima legislación vigente con respecto a la celebración de Acuerdos 
Reparatorios, y las restricciones de estas impide que más causas sean solucionadas de 
manera ágil y eficiente, por lo cual se debe implementar métodos ya existentes en 
legislaciones de otros países para fomentar la celebración de Acuerdos Reparatorios e 
impedir que cientos de causas sean tramitadas lentamente y como se evidencia sin 
resultados reales. 
 
El Código Orgánico Integral Penal introduce la conciliación en materia penal, cuya 
finalidad es llegar acuerdos de reparación por lo cual el Ecuador da un enorme paso 
respecto a la solución de los delitos llamados menores, para evitar la deficiente 
tramitación y administración de justicia evidenciada durante esta investigación, y 
fomentando una salida alternativa al conflicto penal. 
 
Se debe implementar personal capacitado tendiente a realizar una mediación penal 
entre las partes para que estas convengan un acuerdo de reparación.  
 
La reforma a la legislación penal es necesaria para que la celebración de Acu erdos 
Reparatorios se pueda dar en cualquier momento procesal, para que así los Acuerdos 


















5.1 Propuesta  
 
De la investigación realizada se desprende que existe gran afluencia de denunciantes 
víctimas de delitos de estafa, robo, hurto, abuso de confianza, lesiones, abigeato, 
violación de domicilio, falsificación de instrumentos privados, uso doloso de documento 
falso, usurpación de nombre y amenazas, donde el trabajo investigativo que le 
corresponde a la fiscalía se distribuye entre tres funcionarios que son Fiscal, secretario y 
asistente, mismos que tienen que dar respuesta jurídica a las víctimas  de estos delitos. 
 
Es evidente que existe una sobrecarga procesal en la Fiscalía Especializada de 
Soluciones Rápidas, pues con un ingreso mensual de un promedio de 70 denuncias 
resulta complicada instaurar una verdadera investigación penal y dar salida a los 
requerimientos de justicia que exige la víctima; y por tanto violando el principio de 
celeridad. 
 
De los delitos que se encarga de investigar la Fiscalía Especializada de Soluciones 
Rápidas, las penas establecidas en el Código Penal ecuatoriano son significativamente 
bajas relacionadas a la complicada tramitación que significa instaurar un proceso penal, 
sin dejar de lado que si los elementos probatorios no son los suficientes no se obtendrá 
una sentencia condenatoria. 
 
Si bien es cierto que las Fiscalías Especializadas de Soluciones Rápidas están 
encaminadas a procurar la utilización de salidas alternativas al conflicto penal, entre 
estas el Acuerdo Reparatorio, los mismos tres funcionarios que se encargan de tramitar 
las causas son quienes de manera improvisada deben disuadir a las partes a que opten por 
cualquiera de estos medios, principalmente los Acuerdos Reparatorios. 
 
De igual manera la legislación penal vigente con respecto a las Acuerdos Reparatorios 
es limitadísima, dotando únicamente de una definición básica y el procedimiento legal a 
seguir para la aprobación de los mismos que extinguirán la acción, tomando en cuenta 
que en esa misma legislación se limita la celebración de Acuerdos Reparatorios en 
Indagación Previa dejándola solamente en Instrucción Fiscal por la utilización de los 




Si a todo esto sumamos que las víctimas de delitos, deben acudir repetidas veces a la 
Fiscalía para poder dar impulso a la causa por cuanto la sobrecarga laboral no permite un 
real impulso de oficio por parte de la fiscalía, resulta un gasto de tiempo y dinero 
adicional a la afectación ya recibida por parte de la víctima, cayendo en la re 
victimización de la misma, porque en primer lugar es víctima de un delito y 
posteriormente víctima de un aparato estatal y legislación penal de ficiente. 
 
Evidenciamos en nuestra investigación que 51 personas que denunci aron el 
cometimiento de un delito no acudieron a continuar con el trámite rindiendo su versión y 
facilitando información, dando a notar que existe un descontento y desconfianza social 
generalizada por la falta de resultados reales en la Administración de Justicia.  
 
Las víctimas de este tipo de delitos, por lo general se buscan que lo vulnerado sea 
resarcido, por ejemplo que el celular hurtado o robado sea devuelto, que su dinero 
invertido por el cual fue víctima de estafa sea devuelto, que la lesión que ocasionó una 
intervención quirúrgica sea asumida económicamente, que la amenaza recibida sea 
retirada y una disculpa y un compromiso de respeto cesen cualquier tipo de intimidación, 
conjuntamente con los gastos que acarreo el cometimiento del delito denunciado. En 
resumen la victima lo que busca es una Reparación, y por tratarse de delitos que no 
afectan gravemente la condición de la víctima ni alteran mayor mente el orden social, 
podrían ser solucionados mediante la celebración de Acuerdos de Reparación  en 
aplicación al principio constitucional de mínima intervención penal, disminuyendo 
significativamente la carga laboral de las fiscalías permitiendo que esta s instauren una 
verdadera investigación penal en contra de aquellos delitos que según sus circunstancias 
deben ser realmente perseguidos. 
 
 
Como de la investigación se desprende existe en proporción una mayor solución del 
conflicto penal con la celebración de Acuerdos Extrajudiciales que con un resultado 
interno logrado por la participación de la fiscalía, donde es lamentable ver que de 496 
causas ingresadas durante siete meses solo en 18 de ellas las partes consiguieron una 





Quiere decir que 488 víctimas de delitos no han conseguido una solución o salida 
luego de haber acudido a la fiscalía, dándonos una cifra alarmante que va creando e 
incrementando el descontento social con el aparato de administración de justicia.  
 
Es necesario una modificación e implementación urgente de la legislación  penal 
ecuatoriana referente a la celebración de Acuerdos Reparatorios donde se deberá tomar 
en cuenta lo siguiente: 
 
 Implementación de mediadores penales que persuadan a las partes del 
beneficio de llegar a un Acuerdo de Reparación que extinguirá la acción.  
 
 Capacitación al personal existente en las fiscalías para que puedan colaborar 
en un proceso conciliatorio tendiente a la celebración de Acuerdos Reparatorios. 
 
 Agregar a la tramitación penal un paso previo donde las partes tendrán la 
oportunidad de conversar y conciliar un acuerdo con ayuda de un mediador penal.  
 
 Dotar a las Fiscalías del Ecuador de mayor cantidad de persona l que pueda 
abastecer la enorme demanda existente con relación al cometimiento de estos 
delitos. 
 
 Impedir la reincidencia normando la utilización de Acuerdos Reparatorios en 
limitadas ocasiones y según las circunstancias del hecho, diferenciándose de 
delitos culposos y dolosos. 
 
 Reforma a la legislación en donde el Fiscal pueda legalizar los Acuerdos de 
Reparación sin necesidad de acudir ante el Juez de Garantías Penales.  
 
La celebración de Acuerdos Reparatorios de manera temprana ayudará a dar una 
justicia rápida a las víctimas de este tipo de delitos, además que aportar án a una 
disminución de la carga laboral canalizando de mejor manera los recursos del estado para 
instaurar una verdadera investigación penal en aquellos casos que por su naturaleza y 





Cabe resaltar que el Código Orgánico Integral Penal con la implementación de la 
Conciliación toma en cuenta la celebración de Acuerdos de Reparación en cualquier 
momento procesal previo a la Audiencia de Juzgamiento, sin embargo deja que la 
celebración de estos nazcan por propuesta de las partes mas no implementando en el 
procedimiento un mediador o conciliador penal, que persuada a las partes a convenir un 
acuerdo que extinguirá la acción. 
 
De igual manera no toma en cuenta la implementación de una fase previa al inicio de 
la investigación donde el mediador o conciliador pueda actuar guiando a las partes para 
la celebración de un acuerdo de reparación. 
 
Se debe tomar en cuenta que quien principalmente es afectado por el cometimiento de 
un delito antes que el orden social es la víctima, por cuanto se debe pensar en esta 
primeramente y evitarle un largo trámite burocrático persuadiendo a las partes a la 
celebración de un Acuerdo Reparatorio, pues con éste la victima será restituida en su 




La implementación y reforma propuesta beneficiará en primer lugar a las víctimas de 
delitos, quienes tendrán la oportunidad de encontrar una justicia oportuna por medio de 
la reparación restituyéndole lo afectado que por el tipo de delitos es subsanable, ya que 
en su mayoría son afectaciones patrimoniales.  
 
En segundo plano podemos encontrar el beneficio en el aparato de justicia, 
refiriéndose principalmente a la Fiscalía y Juzgados del Ecuador, donde no se verán 
afectados por una excesiva carga procesal por delitos donde es posible y más factible un 
Acuerdo de Reparación, permitiendo que los funcionarios princi palmente de fiscalía 
dediquen su tiempo en instaurar una investigación penal en delitos que según sus 
circunstancias y naturaleza atentan gravemente a la víctima y al orden social.  
 
Y en tercer lugar el beneficio general será para toda la sociedad ecuatori ana, pues 
volverá a tener confianza en la Administración de Justicia, donde evidenciar á una rápida, 








Esta propuesta es totalmente aplicable a las carencias que tiene el aparto de justicia 
ecuatoriano, relacionado a la investigación y tramitación en los delitos de  estafa, robo, 
hurto, abuso de confianza, lesiones, abigeato, violación de domicilio, falsificación de 
instrumentos privados, uso doloso de documento falso, usurpación de nombre y 
amenazas, por cuanto es una necesidad urgente debido a la evidente que los resultados 
expuestos durante esta investigación da una alarmante cifra de causas inconclusas y por 
ende víctimas desatendidas y desprotegidas por el aparato judicial.  
 
Además de la reciente creación del Código Orgánico Integral Penal, las observaciones 
realizadas dan a notar que aún hay carencias dentro de la legislación penal ecuatoriana , 
por cuanto de esta investigación se puede notar que en otros países que se encuentran en 
similar nivel legislativo que nosotros ya se ha implementado desde hace varios años la 
presencia de mediadores o conciliadores penales que guíen a las partes a convenir 
acuerdos que darán como resultado una salida rápida y eficiente al conflicto penal.  
 
La sociedad ecuatoriana requiere una solución rápida y eficiente con respecto a la 
solución de este tipo de delitos, ya que igualmente consta dentro de esta propuesta que la 
implementación de estos tendrán serán normados a fin de impedir la reincidencia y 
procurando que en la mayoría de estos delitos la salida sea rápida y eficiente a través de 
la celebración de Acuerdos Reparatorios. 
 
En pro de una eficiente administración de justicia, haciendo hincapié en la necesidad 
real que existe de fomentar la celebración de los acuerdos de reparación con una correcta 
capacitación a los funcionarios existentes, o la implementación de personal especializado 
en conciliación, para que así queden bases ilustrativas del enorme cambio y la gran 
rapidez con las que se podrá dar una solución efectiva a esa parte de la sociedad que 
acudido ante la Justicia en busca de soluciones rápidas y efectivas, mas no con pretextos 
justificados de una tardía y a veces hasta inútil, en la que se llega a convertir una 
solución que no fue dada a tiempo. De igual manera se hará llegar una copia de esta tesis 
al Consejo de la Judicatura, para que el mismo analice exhaustivamente este trabajo 
investigativo y así tome conciencia y a la vez se ponga en marcha para solicitar 
directamente la aplicación de esta investigación como propuesta y sea analizada de 
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manera urgente por la Asamblea General para legislar respecto a la misma y así afia nzar 
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